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Introducción


 La acumulación jurídica de penas, instituto completamente distinto de la refundición de condenas, constituye un beneficio legal que se aplica al responsable de varios delitos y en cuya virtud se produce una limitación del tiempo de cumplimiento efectivo de las condenas del penado, tiempo que es menor al que le correspondería si cumpliera la suma aritmética de todas las penas que le han sido impuestas.

La necesidad de arbitrar una fórmula jurídica que modere los inaceptables efectos propios de un sistema de cumplimiento basado en la mera acumulación cuantitativa, está en el origen de los distintos preceptos que, desde el Código penal de 1870, han introducido límites a la idea del cumplimiento sucesivo de las penas privativas de libertad.

El instituto o expediente de acumulación de condenas aparece regulado en el artículo 76 del Código penal y en el artículo 988 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Ambos preceptos adolecen de suficiente concreción. Así, por ejemplo, el artículo 76 del texto punitivo se caracteriza por la falta de precisión y oscuridad en su redacción. Por su parte, el artículo 988 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal marca el procedimiento a seguir, pero con una regulación tan resumida y tan parca que ha tenido que ser completada con la copiosa doctrina emanada del Tribunal Supremo, una doctrina caracterizada por su falta de uniformidad, lo que desemboca en ocasiones en una verdadera confusión sobre conceptos fundamentales.

La acumulación es un derecho del penado y un deber del órgano jurisdiccional que haya dictado la última sentencia, respecto de las penas acumulables. Sin embargo, el expediente de acumulación de condenas, de aparente sencillez, encierra algunos problemas, tanto de índole procesal como de carácter sustantivo, no siempre resueltos de manera uniforme por la jurisprudencia. Sin afán de exhaustividad como principales aspectos controvertidos cabe citar los siguientes:

En primer lugar. En relación con la naturaleza de la pena resultante de la acumulación de condenas se plantean diferentes interpretaciones –tanto doctrinales como jurisprudenciales–, pues se puede considerar que el producto de la acumulación es una pena autónoma y diferente de las que la originaron, pero también se trata de fijar el límite máximo de cumplimiento de las penas acumuladas, sin que estas pierdan su individualidad. Mantener una u otra postura genera consecuencias diferentes para el penado.

En segundo lugar. Como el artículo 76 del Código penal no se pronuncia expresamente sobre qué penas son acumulables, hay que acudir a la jurisprudencia del Tribunal Supremo para resolver la cuestión. Y aunque considera únicamente acumulables las privativas de libertad, sobre la localización permanente no ha mantenido un criterio unánime, habiendo dictado sentencias en uno u otro sentido –acumulando o no permitiendo la acumulación–.

En tercer lugar. Tampoco la ley resuelve los problemas derivados de las diferentes situaciones en las que se pueden encontrar algunas de las penas objeto de acumulación. Por ejemplo, no se pronuncia sobre cómo actuar con las penas que ya han sido cumplidas, o qué hacer cuando aparece una nueva pena no incluida en la acumulación, o con las penas que han sido suspendidas o que han sido sustituidas por la expulsión del territorio nacional.

En cuarto lugar. Otros aspectos que conviene aclarar versan sobre la ejecución de determinadas medidas de seguridad –como la libertad vigilada– que han de ser ejecutadas con posterioridad a las penas que han sido objeto de acumulación. O sobre cuestiones de tanta trascendencia para el penado como el efecto que produce una acumulación sobre la cancelación de los antecedentes delictivos o sobre la responsabilidad civil.

Pero, sin duda, uno de los mayores problemas relacionados con los incidentes de acumulación se produce precisamente cuando las penas impuestas a un mismo sujeto no son susceptibles de acumulación, generando como efecto que el penado se encuentre cumpliendo condenas que sobrepasan con creces los límites absolutos previstos en el Código penal –superando la duración ordinaria de la vida humana– convirtiéndolas de facto en cadenas perpetuas. Ni la legislación ni la jurisprudencia han resuelto este problema, no cabe duda de que convendría buscar soluciones que permitieran adecuar las penas al principio de reinserción que exige desde el punto de vista jurídico y humano la limitación del cumplimiento de las penas privativas de libertad.

La complejidad de la materia ha propiciado la necesidad de que tanto el Tribunal Supremo, mediante distintos Acuerdos del Pleno no jurisdiccionales de la Sala Segunda del Tribunal Supremo, el último de fecha 3 de febrero de 2016, continuación del Pleno no jurisdiccional de fecha 8 de julio de 2015, relativo a fijación del criterio del cómputo del máximo de cumplimiento en los supuestos de acumulación de condenas (artículos 76 del Código penal y 988 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal), como la Fiscalía General del Estado, mediante diferentes Consultas y Circulares, la última de 5 de diciembre de 2014, sobre la acumulación de condenas, hayan intentado clarificar y allanar el terreno.
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Capítulo I El cumplimiento y la determinación de las penas impuestas a un mismo sujeto

Miguel Díaz y García-Conlledo

Rosario de Vicente Martínez



 1.  La posibilidad de cumplimiento simultáneo: el artículo 73 del Código penal

1.1.  ¿Qué penas se pueden cumplir de forma simultánea?

Existen casos en los que un sujeto tiene que cumplir una pluralidad de penas –de igual o diferente naturaleza–, bien porque ha cometido varios delitos (en principio, en concurso real no medial), bien porque, aunque solo haya cometido uno, este conlleva la imposición de más de una pena. Quedan fuera (relativamente, como matizamos al final de este párrafo) de este ámbito el delito continuado (art. 74 del Código penal) y el concurso ideal y real medial de delitos (art. 77 del Código penal), en los que el legislador no establece una acumulación de penas, sino una pena nueva (distinta en cada caso), salvo cuando, en el caso de los concursos citados, esa pena nueva resultara más gravosa que la suma de las que corresponderían por separado, en cuyo caso estaríamos ya de nuevo ante el cumplimiento de una pluralidad de penas. Naturalmente, también cuando de la aplicación de las reglas del delito continuado y del concurso ideal se derive más de una pena (nueva) o cuando además de estos concurran realmente otro u otros delitos, sí serán de aplicación las correspondientes reglas de cumplimiento o ejecución de pluralidad de penas.

Para los supuestos de cumplimiento de más de una pena, el Código Penal ha previsto dos modalidades de ejecución: por un lado, el cumplimiento simultáneo de las penas; por otro, cuando el anterior no es posible, el cumplimiento sucesivo. En el segundo caso se produce una suma o sucesión de las penas, que está sometida a unas reglas de orden de cumplimiento y limitaciones que dan lugar a la llamada acumulación jurídica (denominada así precisamente porque no equivale a una acumulación cuantitativa o suma aritmética total de las penas; no debe confundirse, esta acumulación jurídica con otra institución, la refundición de condenas, como con frecuencia sucede).

Pero ahora nos ocupamos de los supuestos de ejecución o cumplimiento simultáneo.

El art. 73 del Código Penal establece que «al responsable de dos o más delitos [o faltas, reza aún el precepto, pese a que las faltas desaparecieron por obra de la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, en vigor desde el 1 de julio de ese año] se le impondrán todas las penas correspondientes a las diversas infracciones para su cumplimiento simultáneo, si fuera posible, por la naturaleza y efectos de las mismas». Si todas las penas impuestas al sujeto se pueden cumplir mediante la modalidad de ejecución simultánea no sería necesario acudir a otras fórmulas de cumplimiento –ni a la acumulación aritmética o material ni a la posibilidad de cumplimiento acumulado–.

Pero no es sencillo determinar qué penas son compatibles entre sí a efectos de su cumplimiento a la vez. Para ello hay que tener en cuenta, tal como dispone el citado art. 73, la naturaleza y efectos de estas.

De todas las penas impuestas a un mismo sujeto solamente se podrán ejecutar simultáneamente aquellas que afecten a bienes jurídicos, intereses, derechos, facultades o potestades diferentes del sujeto o, aun afectando a uno solo, sea posible su acumulación cuantitativa, como sucede, por ejemplo, en el caso de más de una pena de multa, pues las multas se pueden pagar de una sola vez.

Así, fijándonos en las penas restrictivas de derechos del sujeto, las privativas de libertad, en relación con penas de otra naturaleza, las primeras pueden cumplirse simultáneamente con la pena de multa y con las penas privativas de derechos.

Nada impide pagar una multa durante el cumplimiento de una pena de prisión u otra privativa de libertad (hay, eso sí, incompatibilidad lógica entre el pago de la multa y la responsabilidad personal subsidiaria por impago de ella). No será posible el cumplimiento simultáneo de la prisión y la multa cuando la pena de multa se convierta en responsabilidad personal subsidiaria por impago de aquella (art. 53 del Código penal), pues, por su naturaleza, esta es privativa de libertad (como reconoce expresamente el art. 35 del Código penal). Sin embargo, debe recordarse que, previa conformidad del penado, puede acordarse que la responsabilidad subsidiaria se cumpla mediante trabajos en beneficio de la comunidad (art. 53.1, segundo párrafo, del Código penal), siendo, como veremos, generalmente considerado compatible el cumplimiento simultáneo de estos con el de la pena de prisión.

Tampoco existe causa que impida la ejecución de, por ejemplo, una pena de inhabilitación profesional o de inhabilitación para empleo o cargo público, mientras el sujeto cumple una pena de prisión.

El art. 57 del Código Penal contempla para determinados delitos y como penas accesorias alguna de las prohibiciones establecidas en el art. 48 del Código Penal –privación del derecho a residir en determinados lugares o de acudir a ellos, del derecho a aproximarse a la víctima o determinadas personas y del derecho a comunicarse con ellas–. Ahora bien, en el segundo párrafo del número 1 de este precepto (que será de aplicación también al número 2) se establece que «no obstante, lo anterior, si el condenado lo fuera a pena de prisión y el juez o tribunal acordara la imposición de una o varias de dichas prohibiciones, lo hará por un tiempo superior entre uno y diez años al de la duración de la pena de prisión impuesta en la sentencia, si el delito fuera grave, y entre uno y cinco años, si fuera menos grave. En este supuesto, la pena de prisión y las prohibiciones antes citadas se cumplirán necesariamente por el condenado de forma simultánea». Ello se debe a que, si la pena privativa de derechos consistente en no ir a ciertos lugares o no aproximarse o comunicarse con determinadas personas (restricciones pensadas sobre todo para proteger a la víctima de los correspondientes delitos), tuviera una duración igual o inferior a la de prisión, se convertiría en poco menos que puramente nominal, dado que la prisión implica (matices al margen, dependiendo del grado en que halle el penado en la ejecución, de situaciones como los permisos de salida, etc., que son importantes) de por sí la permanencia en el establecimiento penitenciario y, con ello, la imposibilidad de acudir, aproximarse o comunicarse (aunque respecto de esta última debería hacerse algún matiz). Por ello, las citadas prohibiciones se prevén con una duración siempre superior (como mínimo un año) a la de la pena de prisión. De esta manera se evita que esta pena vacíe de contenido a la privativa de derechos, al tiempo que se protege efectivamente a la víctima durante la ejecución de la pena de prisión, no solamente cuando el sujeto se encuentra efectivamente en el centro penitenciario, sino también cuando sale de él por la existencia de, por ejemplo, un permiso de salida o la libertad condicional. En definitiva, se modifica parcialmente para ello la regla del cumplimiento simultáneo de las penas.

La pena de multa se puede cumplir simultáneamente con una o varias penas privativas de derechos. Nada impide el abono de una multa durante la ejecución de cualquier pena privativa de derechos.

Puede resultar dudoso si cabe o no el cumplimiento simultáneo de varias penas de multa, sobre todo cuando se trata de dos o más penas de multa impuestas siguiendo el sistema de días-multa. Algún autor se ha pronunciado en contra de la posibilidad de cumplimiento simultáneo, sobre la base de que, como el valor de la cuota diaria (y con ello el montante de la multa) se ha de ajustar a la situación económica del penado (art. 50.5 del Código penal), esta se podría ver seriamente afectada por la imposición de una de las penas de multa, pudiendo suceder incluso (y esto sería lo más grave) que el cumplimiento simultáneo de las multas resultara imposible para el penado, que podría verse abocado a su impago (o al de alguna de ellas).

Otros supuestos especiales o problemáticos se comentarán en los siguientes apartados.

Antes recordaremos que, cuando dos o más penas impuestas al sujeto no puedan ser cumplidas de manera simultánea, ha de procederse a aplicar el régimen de cumplimiento sucesivo previsto en el art. 75 del Código penal. Este precepto dispone: «Cuando todas o algunas de las penas correspondientes a las diversas infracciones no puedan ser cumplidas simultáneamente por el condenado, se seguirá el orden de su respectiva gravedad para su cumplimiento sucesivo, en cuanto sea posible». La aplicación estricta de esta regla general –acumulación matemática pura– podría derivar, pensando especialmente en la prisión, en condenas excesivamente largas, contrarias incluso a algunos fines de la pena (especialmente la resocialización) y a principios penales básicos (como el de humanidad de las penas o el de resocialización, aunque no solo ellos). Para evitar este efecto, se ha previsto el régimen de acumulación jurídica descrito en el art. 76.1 del Código penal, que establece: «No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, el máximo de cumplimiento efectivo de la condena del culpable no podrá exceder del triple del tiempo por el que se le imponga la más grave de las penas en que haya incurrido, declarándose extinguidas las que procedan desde que las ya impuestas cubran dicho máximo, que no podrá exceder de 20 años». Como se explicará más adelante, este límite absoluto a la acumulación material tiene varias excepciones descritas en el propio art. 76.1 letras a) a e) del Código penal.

▸  Jurisprudencia

• STS 2.ª 23.05.2006 (núm. 579/2006) – No cabe el cumplimiento simultáneo de las penas privativas de libertad.


TERCERO.- En efecto con arreglo a la clasificación de penas que realiza el art. 32 CP no cabe el cumplimiento simultáneo de las penas privativas de libertad. Por ello cuando una pluralidad de acciones ocasiona una pluralidad de delitos, se produce lo que doctrina y jurisprudencia denominan concurso real de delitos en el que el Derecho antiguo seguía normalmente, un sistema de acumulación material para el cumplimiento de todas las penas correspondientes a los delitos o faltas cometidos, que en el Derecho moderno suele rechazarse al menos en su forma pura, proponiéndose, si no un sistema de absorción, en que las penas menores son absorbidas por la más grave, si un sistema de exasperación o incremento de la pena más grave o bien el de acumulación jurídica, que partiendo de la acumulación material, establece un tope.

En el Código se sigue un sistema mixto: acumulación material en los arts. 73, 75 y acumulación jurídica, del art. 76, en cuanto, partiendo de la acumulación material establece un doble tope: triple de las más grave, sin exceder de 20 años, aunque este último límite admite determinadas ampliaciones expresadas bajo las letras a), b), d) y d), las dos últimas introducidas por LO 7/2003.



1.2.  ¿Se pueden cumplir simultáneamente una pena de prisión y una pena de trabajo en beneficio de la comunidad?

La pena de trabajos en beneficio de la comunidad consiste en una cooperación personal no retribuida a una actividad de utilidad pública a través de la realización de un trabajo o de la participación en talleres o programas formativos u otros (con mayor detalle: art. 49 del Código penal). Está catalogada en el Código Penal como una pena privativa de derechos (art. 39.i). Es la única pena que requiere para su imposición el previo consentimiento del penado. La ejecución de esta pena implica para el sujeto condenado una obligación de hacer. Cuando realice las jornadas de trabajo tiene que encontrarse en el lugar determinado en el plan de ejecución de la pena.

La ejecución de la pena se desarrolla reglamentariamente en Real Decreto 840/2011, de 17 de junio, por el que se establecen las circunstancias de ejecución de las penas de trabajo en beneficio de la comunidad y de localización permanente en centro penitenciario, de determinadas medidas de seguridad, así como de la suspensión de la ejecución de las penas privativas de libertad y sustitución de penas. En él se recoge que los talleres o programas formativos o de reeducación, laborales, culturales, de educación vial, sexual y otros similares (mencionados en el art. 49 del Código penal), mediante los que puede cumplir el penado la pena, han de estar incluidos en los que la Administración penitenciaria venga desarrollando como parte de las políticas públicas de esta naturaleza, o que cuenten con su aprobación si el cumplimiento mediante esta modalidad se realizara en un ámbito o institución no penitenciaria (art. 5.1).

El Real Decreto 840/2011 atribuye a la Administración penitenciaria la competencia para gestionar la pena de trabajos en beneficio de la comunidad, encargándose de la ejecución de la misma los Servicios de Gestión de Penas y Medidas Alternativas. La Administración penitenciaria debe contar con puestos suficientes para que puedan ejecutarse estas penas impuestas judicialmente, evitando en la medida de lo posible que se produzca su extinción por la vía de la prescripción de la pena. Los puestos de trabajo serán facilitados por la Administración estatal, autonómica o local, debiendo remitir mensualmente a la Administración penitenciaria la relación de plazas disponibles en su territorio. También podrá el penado proponer un trabajo concreto, que será valorado por la Administración penitenciaria. La regulación prevista en el Real Decreto 840/2011 permite que los puestos de trabajo se puedan crear en los Centros penitenciarios para ser adjudicados a los propios internos.

De esta previsión cabe deducir la posibilidad de que se pueda llevar a cabo el cumplimiento simultáneo de la pena de prisión y la pena de trabajos en beneficio de la comunidad. No obstante, algunos autores se muestran en contra del cumplimento simultáneo de una pena de pena de trabajo en beneficio de la comunidad cuando el penado se encuentra cumpliendo una pena de prisión, especialmente cuando este se encuentra en régimen ordinario o cerrado, planteando menos reticencias en el caso de que esté disfrutando del régimen abierto o de la libertad condicional.

Sin embargo, la Secretaria General de Instituciones Penitenciarias considera posible el cumplimiento simultáneo de las penas de trabajo en beneficio de la comunidad y de prisión, y así lo ha recogido en la Instrucción 09/2011, que regula el procedimiento de gestión administrativa de la pena de trabajos en beneficio de la comunidad, y en el manual de procedimiento anexo a ella.

Según este manual, el procedimiento será el siguiente:

El Servicio de Gestión de Penas y Medidas Alternativas enviará oficio al Director del Centro penitenciario poniendo en su conocimiento la existencia de una pena de trabajos en beneficio de la comunidad que recae sobre un interno o interna del establecimiento, y requerirá la colaboración –del Director– mediante solicitud de informe en el que se especifiquen las tareas disponibles que podría efectuar el penado o penada en el Centro penitenciario, y el horario de estas. Todo ello, en atención a que el cumplimiento de la pena de trabajos en beneficio de la comunidad no interfiera en sus actividades de tratamiento u otras circunstancias regimentales.

Si, transcurridos 20 días desde este momento, no se hubiera recibido contestación del establecimiento penitenciario, se reiterará la petición vía telefónica o correo electrónico al Director del Centro penitenciario. Recibido el informe, el Servicio de Gestión de Penas y Medidas Alternativas realizará el plan de ejecución dando traslado de este al Juez de Vigilancia Penitenciaria y al Centro penitenciario, para su notificación al penado o penada e iniciar su cumplimiento. Pudiera darse el caso de que sea el Centro penitenciario (y no el Servicio de Gestión de Penas y Medidas Alternativas) quien primero tenga conocimiento de la existencia de una pena de trabajos en beneficio de la comunidad impuesta a una persona que se encuentra en prisión, ya sea en calidad de penado o penada o de preventivo o preventiva. En tales supuestos, se comunicará la causa al Servicio de Gestión de Penas y Medidas Alternativas, remitiéndoles la documentación penal recibida para que este Servicio actúe conforme al procedimiento descrito anteriormente.

1.3.  ¿Es posible el cumplimiento simultáneo de todas las penas privativas de derechos impuestas a un mismo condenado?

Las penas privativas de derechos (cuya relación se halla en el art. 39 del Código penal) son aquellas penas que consisten en la privación de determinados derechos diferentes a la libertad (en cuyo caso nos hallamos ante penas privativas de libertad) o al patrimonio (entonces, pena de multa).

En este grupo se incluyen penas que tienen efectos muy diferentes, no pudiendo por ello ofrecerse una respuesta genérica sobre la cuestión que nos ocupa. Cabe afirmar que algunas penas privativas de derechos sí pueden ser cumplidas simultáneamente. Es el caso de penas privativas de derechos que no exigen la presencia –o ausencia– física del penado. Por ejemplo, la privación de la patria potestad puede ser ejecutada de forma simultánea con cualquier otra pena privativa de derechos, más aún, esa pena puede cumplirse de manera simultánea con cualquier otra pena, independientemente de cuál sea la naturaleza de esta.

Es importante señalar que las penas privativas de derechos impuestas a un mismo sujeto son susceptibles de cumplimiento simultáneo siempre que sus efectos no coincidan. Lógicamente, aquellas que supongan la privación definitiva de un derecho no pueden ser cumplidas simultáneamente con las que supongan también la extinción del mismo derecho –al haber desaparecido ya por la imposición de la primera– y tampoco con aquellas que lo afecten de forma restrictiva. Por ejemplo, la inhabilitación absoluta sería incompatible con la inhabilitación especial para empleo o cargo público, pues la inhabilitación absoluta produce como efecto «la privación definitiva de todos los honores, empleos y cargos públicos que tenga el penado, aunque sean electivos. Produce, además, la incapacidad para obtener los mismos o cualesquiera otros honores, cargos o empleos públicos, y la de ser elegido para cargo público durante el tiempo de la condena» (art. 41 del Código penal). Por tanto, cualquier inhabilitación especial para empleo o cargo público que se pudiera imponer quedaría sin contenido si se planteara el cumplimiento simultáneo con la pena de inhabilitación absoluta, pues esa inhabilitación especial produce «la privación definitiva del empleo o cargo sobre el que recayere, aunque sea electivo, y de los honores que le sean anejos. Produce, además, la incapacidad para obtener el mismo u otros análogos, durante el tiempo de la condena». Lo mismo sucede con la pena de suspensión de empleo o cargo público.

▸  Jurisprudencia

• STS 2.ª 19.02.2009 (núm. 179/2009) – El art. 76 del Código penal está previsto para las penas privativas de libertad, sin englobar la pena de multa, pues se trata de una pena susceptible de ser cumplida de forma simultánea.


PRIMERO.- En el presente caso, como recuerda el Ministerio Fiscal –que apoya el motivo– el art. 76 del CP está previsto para las penas privativas de libertad, sin englobar la pena de multa, pues se trata de una pena susceptible de ser cumplida de forma simultánea (art. 75) y su impago puede ser sustituido por trabajos en beneficio de la comunidad (art. 53). Además, la responsabilidad personal subsidiaria que establece el último de los preceptos mencionados sólo es procedente en el caso de impago de la pena de multa impuesta, bien de forma voluntaria, bien por la vía de apremio (cfr. SSTS 954/2006, 10 de octubre y 1677/2003, 10 de diciembre).

Por cuanto antecede, resulta procedente la estimación del motivo y la supresión de la fijación del límite máximo señalado en el grupo tercero de los 105 días (45 días, más otros 45 días y más otros 15 días) correspondientes a la responsabilidad personal subsidiaria establecida en la ejecutoria 335/04 del Juzgado de lo Penal núm. 5 de Sevilla. Y dado que el límite del triplo de la pena más grave es superior a la suma de la totalidad de las condenas que integran este tercer grupo, no procede acordar su acumulación.



• AAP Cádiz (Sección 3.ª) 17.10.2012 (núm. 339/2012) – El art. 76 del Código Penal está previsto para penas privativas de libertad y no se aplica a la prohibición de aproximarse y comunicar que son privativas de derechos.


ÚNICO.- Que el recurso planteado está abocado al fracaso. El pronunciamiento que se ataca trae causa de la petición formulada por la defensa letrada del penado en su escrito de 16/5/11, con fecha de entrada en el órgano citado el día 20/5/11. Esto es, que se dicte auto en el que se establezca el límite máximo de cumplimiento de la pena de prohibición de acercamiento y comunicación impuesta, en aplicación de la regla del art. 76 CP. La resolución dictada rechaza tal posibilidad en base a dos argumentos: que el citado precepto tan sólo es de aplicación a las penas privativas de libertad y el hecho de que la pena de alejamiento e incomunicación está también llamada a cumplir un fin, además de los generales de las penas, de protección a la víctima que no debe ser ignorado.

Estimamos que el recurso debe ser rechazado en base, esencialmente, al primero de los argumentos. El art. 76 CP sienta el principio de acumulación jurídica –el total a cumplir no puede exceder del triple del tiempo por el que se imponga la pena más grave– que limita el criterio de pura acumulación material que proclama el art. 75 CP, y que debe entenderse limitado a las penas privativas de libertad, esto es, las que se relacionan en el art 35 CP (prisión, localización permanente y responsabilidad personal subsidiaria por impago de multa). No a la prohibición de aproximarse y comunicar que son privativas de derechos (art. 39 letras g y h del CP). Aseveración que hacemos al amparo de la doctrina jurisprudencial en la materia recogida, entre otras, en las SSTS de 19/2/2009, Recurso 10776/2008, ponente Sr. Marchena Gómez o de 10/12/2003, Recurso 949/2002, Ponente Sr. Soriano Soriano. La primera afirma en su fundamento de derecho primero, en relación con el art. 76 CP, que «como de su propio tenor y naturaleza se desprende, está pensado para limitar o reducir a términos de proporcionalidad el cumplimiento de las penas privativas de libertad».



1.4.  ¿Se puede simultanear el cumplimiento de una pena y de una medida de seguridad?

En el sistema vicarial que establece nuestro Código penal, la cuestión resulta clara cuando se trata de penas y medidas de seguridad privativas de libertad, pues la resuelve el propio Código en su art. 99: «En el caso de concurrencia de penas y medidas de seguridad privativas de libertad, el juez o tribunal ordenará el cumplimiento de la medida, que se abonará para el de la pena. Una vez alzada la medida de seguridad, el juez o tribunal podrá, si con la ejecución de la pena se pusieran en peligro los efectos conseguidos a través de aquélla, suspender el cumplimiento del resto de la pena por un plazo no superior a la duración de la misma, o aplicar alguna de las medidas previstas en el art. 96.3 [medidas no privativas de libertad]».

También parece claro que el cumplimiento de la medida de libertad vigilada (cuyo contenido establece el art. 106 del Código penal, y que no es privativa de libertad: art. 96.3.3.ª del Código penal), cuando se impone a delincuentes declarados culpables y peligrosos en los casos establecidos en el Código penal, no puede cumplirse simultáneamente a la pena de prisión, según se desprende de lo dispuesto en el art. 106.2 del Código penal, sino que la libertad vigilada será siempre posterior al cumplimiento de la pena o penas de prisión (el citado precepto establece también que, si a un sujeto se le imponen varias medidas de libertad vigilada que, por el contenido de las obligaciones o prohibiciones que conlleven, no pueden ser ejecutadas simultáneamente, el cumplimiento será sucesivo).

Por el contrario, nada dice el Código Penal en relación con la concurrencia de penas privativas de libertad y medidas de seguridad no privativas de libertad ni de penas y medidas no privativas de libertad. En la doctrina científica la cuestión es debatida, existiendo multitud de opiniones. Sin ánimo de exhaustividad, se pueden citar las de quienes piensan, en la línea del dualismo clásico, que se han de acumular penas y medidas, la que propone aplicar por analogía, en lo que resulte procedente, los criterios establecidos para el concurso de delitos o la que aboga, por una aplicación analógica del art. 59 del Código penal, referido la concurrencia de penas y medidas cautelares de distinta naturaleza, que establece: «Cuando las medidas cautelares sufridas y la pena impuesta sean de distinta naturaleza, el Juez o Tribunal ordenará que se tenga por ejecutada la pena impuesta en aquella parte que estime compensada», posición de la que se deduce que debería ejecutarse antes la medida y compensarla en la pena, lo que no siempre será fácil. En la jurisprudencia también parece que se sostiene el cumplimiento simultáneo en la medida de lo posible o el cumplimiento de la medida y su compensación en la pena, con apelación al sistema vicarial, aunque hay resoluciones que imponen penas y medidas, pero no se pronuncian sobre la forma de cumplimiento.

Algunas particularidades puede plantear la concurrencia de pena, fundamentalmente de prisión (y cuando esta no sea sustituida de expulsión de extranjero: art. 89 del Código penal) y medida de seguridad de expulsión de extranjero sustitutiva de otras medidas (aquí residente no legalmente en España: art. 108 del Código penal, al contrario de lo que sucede con expulsión sustitutiva de pena en que el extranjero puede cualquiera con independencia de su situación administrativa de residencia y de que sea o no ciudadano de la Unión Europea –aunque en este caso, hay requisitos específicos–: ¡paradojas de la reforma de 2015, que no alcanzó al citado art. 108 del Código penal!). Parece que, en los casos en que se decida la expulsión sustitutiva de medida de seguridad (108), no se ejecutará pena de prisión posteriormente. Ahora bien, ello deberá ser objeto de reflexión, si se atiende a lo regulado en el art. 89 del Código Penal (expulsión sustitutiva de pena de prisión) y a la posibilidad de que la expulsión frustre los fines de la pena privativa de prisión.

▸  Jurisprudencia

• SAP Toledo (Sección 2.ª) 04.05.2000 (núm. 2/2000) – Imposición de penas y medidas sin determinar modo de ejecución.

Con independencia de las penas impuestas, deberá el acusado someterse, durante un tiempo de 2 años, y con la ayuda, colaboración, o atención, que resultaren precisas, Por parte de los servicios de asistencia social competentes, a tratamiento externo, adecuado a su enfermedad psíquica, en centro o establecimiento socio–sanitario.


• SAP Vizcaya (Sección 2.ª) 27.09.2000 (núm. 377/200) – Cuando concurren penas y medidas se empieza cumpliendo la medida, que se abonará para la pena.

Que estimando el recurso de apelación interpuesto por la representación de D. Joseba R. F., contra la sentencia dictada por el Juzgado de lo Penal núm. de Bilbao, en fecha 22 de febrero de 2000, debemos revocar y revocamos dicha resolución y en su lugar, debemos condenar y condenamos al acusado, D. Joseba R. F., como autor responsable de un delito de robo con fuerza en las cosas en grado de tentativa, concurriendo en él la agravante de reincidencia y la eximente incompleta del art. 21.1 CP, en relación con el núm. 1 del art. 20 CP, a la pena de 10 meses de prisión e inhabilitación especial del tiempo de sufragio por el tiempo de la condena, y a 6 meses de tratamiento externo en un centro adecuado al tipo de anomalía o alteración psíquica padecida cuyo cumplimiento, en virtud de lo dispuesto en el art. 99 CP, en relación con los arts. 104 y 105 CP, comenzará antes que el de la pena, abonándose el tiempo de efectivo incumplimiento de la medida para el de la pena. Se mantiene el resto de pronunciamientos de la sentencia apelada, declarando de oficio las costas devengadas en esta segunda instancia.


2.  La imposibilidad de cumplimiento simultáneo: el cumplimiento sucesivo previsto en el artículo 75 del Código penal

2.1.  ¿Cómo se lleva a cabo el cumplimiento sucesivo de las penas privativas de libertad?

Como ya hemos apuntado entre los preceptos del Código Penal que se refieren a la forma de cumplimiento de las penas, podemos destacar las que tratan del concurso real (no medial) de delitos. Así, el art. 73 del Código Penal dispone: «Al responsable de dos o más delitos o faltas [ya sabemos que, aunque el precepto menciona las faltas, estas desaparecieron en virtud de la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, en vigor desde el 1 de julio de ese año] se le impondrán todas las penas correspondientes a las diversas infracciones para su cumplimiento simultáneo, si fuera posible, por la naturaleza y efectos de las mismas». Ya conocemos las posibilidades de cumplimiento simultáneo entre diversas penas (y penas y medidas) y en particular entre las penas privativas de prisión y penas de otra naturaleza. Pero las penas privativas de libertad y, en concreto, las de prisión, no pueden cumplirse simultáneamente, pues exigen la presencia física del penado en un lugar determinado, no pudiendo aquel estar en otro al mismo tiempo, y sucediendo que el cumplimiento en el mismo lugar resulta imposible, pues el de una anularía o excluiría absolutamente el cumplimiento de (toda o parte) de la otra u otras. Por ello, para su ejecución se prevé el cumplimiento sucesivo.

La regla general para el cumplimiento sucesivo de penas que no pueden ejecutarse simultáneamente la hallamos en el art. 75 del Código penal: «Cuando todas o algunas de las penas correspondientes a las diversas infracciones no puedan ser cumplidas simultáneamente por el condenado, se seguirá el orden de su respectiva gravedad para su cumplimiento sucesivo, en cuanto sea posible».

De la literalidad del citado artículo se desprende que la pena más grave se ha de cumplir en primer lugar. Y también que todas las penas se han de ordenar, de acuerdo con su gravedad, para su cumplimento sucesivo. Se comenzará a ejecutar la pena más grave y, una vez extinguida, se iniciará el cumplimiento de la siguiente pena en orden de gravedad, y así sucesivamente hasta extinguir la última de las penas impuestas o, en su caso, hasta que lleguen a operar los límites, relativo o absoluto, al cumplimiento sucesivo establecidos en el art. 76 del Código penal, que expondremos en el apartado III del presente capítulo.

En la práctica, la ordenación por su gravedad de las penas impuestas a un sujeto, para su ejecución sucesiva, puede plantear problemas relativos, por un lado, a la determinación de cuál es la pena más grave y, por otro, respecto del órgano competente para efectuar la ordenación, al no encontrarse previsto legalmente el titular de esa competencia. A tenor de otras funciones que ostentan en materia de ejecución, la competencia de ordenación de las penas podría corresponder al Juez de Vigilancia Penitenciaria o al último Juez o Tribunal sentenciador, siempre a propuesta de los funcionarios de la Oficina de Gestión del Centro penitenciario, pues son ellos quienes conocen de primera mano la totalidad de las penas que se encuentran en ejecución.

La fórmula de cumplimiento y, por tanto, de ordenación prevista en el Código Penal puede plantear dificultades de gestión para los funcionarios de las oficinas de los Centros penitenciarios encargados del expediente personal del interno, que contiene la información penal, procesal y penitenciaria relativa a este. Por lo general, tanto el penado como la Oficina de Gestión del Centro donde se encuentra cumpliendo condena reciben las sentencias cuando son remitidas por los respectivos Juzgados y Tribunales para su ejecución a medida que adquieren firmeza. En ocasiones, el interno recibe primero las condenas en las que se le imponen las penas más cortas –pues así lo determina la sencillez del procedimiento, o simplemente porque se imponen por conformidad– y, con el transcurso del tiempo, le llegan las sentencias firmes en las que se le imponen las penas más graves –porque se trata de los procesos más complejos, o porque el sujeto ha recurrido la sentencia condenatoria, pues es más lógico y frecuente que se recurran aquellas sentencias condenatorias en las que se han impuesto las penas más graves, además de que estas no suelen proceder de conformidad, por lo cual, en definitiva, tardan más en adquirir firmeza–.

Más allá de las reglas de cumplimiento sucesivo del art. 75 del Código penal, en las oficinas de los centros penitenciarios se suele actuar de la siguiente forma:

Cuando se recibe un testimonio de sentencia en el que se condena al interno a cumplir una pena privativa de libertad, desde la Oficina de Gestión se solicita la liquidación de la pena al órgano judicial que se va a encargar de la ejecución. Con esa finalidad, desde la mencionada oficina se envía una propuesta de liquidación indicando la fecha de comienzo de cumplimiento de la pena y la de finalización. Se trata de una operación de cálculo muy sencilla cuando el penado está sujeto a una única responsabilidad. Pero, en el caso de que el penado estuviera cumpliendo una pena con otras u otras pendientes, el inicio de cumplimiento de la nueva pena recibida sería el día siguiente a la finalización de la última que se encontraba cumpliendo. Recibida esta propuesta de liquidación de condena en el Juzgado o Tribunal, el Letrado de la Administración de Justicia efectúa los cálculos correspondientes –generalmente suelen coincidir con lo planteado en la propuesta del Centro penitenciario– y dicta decreto aprobando la liquidación de condena en la que se recogerá la fecha de inicio de cumplimiento y la de finalización de cada una de las penas objeto de ejecución.

En la liquidación se han de contemplar los abonos de tiempo generados por estancia en prisión preventiva, por detención u otros que pudieran serle aplicados –como la redención de penas si el sujeto cumpliera condena conforme al Código Penal de 1973–. Una vez practicada la liquidación de condena, el Letrado de la Administración de Justicia la remite al Centro penitenciario. La misma operación –solicitud de liquidación de condena al órgano judicial sentenciador– se lleva a cabo con todas las penas que se van recibiendo en el Centro, con lo cual el criterio de ordenación seguido realmente por las oficinas de gestión viene dado por el orden de recepción de las sentencias en el Centro y no tanto por su respectiva gravedad. De esta forma, la fecha de inicio de cumplimento se corresponderá con el día en que el penado comienza a cumplir la primera de las penas recibida –no necesariamente la más grave–, y la de cumplimiento definitivo será la fecha prevista de excarcelación en libertad definitiva.

En el caso de pluralidad de penas impuestas a un mismo sujeto, con la finalidad de proceder a la ejecución de todas ellas como si de una sola se tratase, además de la liquidación correspondiente de cada pena efectuada por el órgano judicial, ha de procederse a su refundición por el Juez de Vigilancia Penitenciaria. La refundición de condenas (que no debe confundirse con la acumulación) está prevista en el art. 193.2.ª del Reglamento Penitenciario, en el que se dispone que «Cuando el penado sufra dos o más condenas de privación de libertad, la suma de las mismas será considerada como una sola condena a efectos de aplicación de la libertad condicional. Si dicho penado hubiera sido objeto de indulto, se sumará igualmente el tiempo indultado en cada una para rebajarlo de la suma total». Con la finalidad de proceder a la refundición, una vez recibidas todas las sentencias condenatorias, se procede a remitir al Juez de Vigilancia Penitenciaria una propuesta de refundición de condenas, en la que se harán constar todas las penas de privativas de libertad que cumple y sus correspondientes liquidaciones de condena. El Juez de Vigilancia dictará auto aprobando –o no– la refundición de las penas del penado y se procederá a su ejecución conjunta como si de una sola se tratase (vid. pregunta 3 del presente apartado).

En relación con la refundición de condenas, conviene recordar que actualmente se encuentran en ejecución penas privativas de libertad impuestas bajo las previsiones de dos códigos penales –el vigente de 1995 y, todavía hoy, el derogado de 1973–. Las reglas de ejecución previstas para estos casos se encuentran en la Disposición transitoria primera del Real Decreto 190/1996, de 9 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento Penitenciario, donde se recogen una serie de previsiones que conviene conocer:

Así, conforme a su número 4, «Cuando un penado deba cumplir dos o más penas privativas de libertad, unas de las cuales se deban ejecutar conforme a las normas del Código Penal derogado y otras con arreglo a la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código penal, comenzará el cumplimiento por las penas cuya ejecución deba regirse por el Código derogado, aplicándose, entre éstas, el criterio de prelación fijado en el art. 70.1 del mismo.

Cumplidas todas éstas, se iniciará la ejecución de las penas impuestas o revisadas al amparo de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código penal, aplicándose entre las mismas el criterio de prelación del art. 75 de dicho Cuerpo legal. En ningún caso resultará de aplicación a estas penas el beneficio de la redención de penas por el trabajo.

Fijado el orden de cumplimiento conforme a lo dispuesto en los dos párrafos anteriores, el Director del centro lo pondrá en conocimiento del Juez de Vigilancia correspondiente a los efectos oportunos».

Y el número 5 completa: «Para computar las tres cuartas partes de la condena u otros plazos con efectos legales, se aplicarán las siguientes reglas:


	
1.ª  Se sumarán todas las penas de prisión, con independencia de que correspondan a uno u otro Código, de tal manera que la suma de las mismas será considerada como una sola pena. De la suma parcial de las penas cuya ejecución se rija por el Código derogado se rebajarán los días de redención concedidos al interno.

	
2.ª  En los casos en que el interno esté condenado a varias penas, de las cuales unas se rijan por el Código derogado y otras por la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código penal, y resultasen de aplicación las reglas penales de acumulación de condenas previstas en el art. 70.2 del Código derogado o en el art. 76.2 de la citada Ley Orgánica 10/1995, para la ejecución de la pena resultante se estará a lo que disponga el Juez o Tribunal, en orden al sometimiento de la ejecución a las normas de uno u otro Código».



Sobre este supuesto también ha de tenerse en cuenta la Instrucción 1/2005 de la Secretaria General de Instituciones Penitenciarias, en concreto su apartado 3, dedicado a la refundición y acumulación de condenas, y que, respecto de la primera, señala:

«La refundición de las condenas a los únicos efectos de una posible y futura aplicación de la libertad condicional (art. 193.2 del Reglamento Penitenciario), se llevará a cabo con independencia del grado de clasificación en que se encuentre el interno y tan pronto la/s nueva/s condena/s vayan produciéndose. Sólo la existencia de responsabilidades penales en curso, con juicios pendientes de próxima celebración, puede demorar la refundición de condenas hasta que se cierre la situación penal del interno. En ningún caso se procederá a interesar el licenciamiento definitivo de causas refundidas.

La existencia de condenas impuestas y ejecutadas conforme al Código penal, texto refundido de 1973, junto con otras del Código Penal de 1995, no impide la refundición conjunta de todas ellas.

Asimismo, de procederse a remitir liquidaciones provisionales a los tribunales sentenciadores para posible aplicación del Código Penal de 1995, con la redención habida hasta el 25 de mayo de 1996, situación residual a día de la fecha, se les señalará, cuando la causa concurra con otras con las que se deba refundir, que si producto de la revisión de condenas la causa quedare hipotéticamente extinguida no se proceda a su licenciamiento, dado el perjuicio que ello ocasionaría al interno al imposibilitar la refundición de condena de esa causa con el resto que tuviere por cumplir.

De la aprobación de la refundición de condenas por el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria se dará conocimiento a los diferentes tribunales sentenciadores, a fin de que tengan conocimiento de la no extinción de dichas causas en las fechas previstas, por aplicación de la ficción jurídica descrita».

▸  Jurisprudencia

• STS 2.ª 14.11.2008 (núm. 734/2008) – Cumplimiento sucesivo hasta el límite máximo previsto en la acumulación.


CUARTO.- Pues bien, si como hemos tratado de explicar, ese tan repetido límite máximo de privación de libertad, en cualquiera de los dos casos mencionados, no es una pena, ningún beneficio penitenciario puede repercutir en el mismo. Y, si como también ha quedado expuesto, las diversas penas acumuladas o impuestas en un solo proceso, deben cumplirse sucesivamente por su orden de gravedad hasta el límite máximo establecido en el Auto de acumulación o en la sentencia, ninguna duda cabe que los beneficios y redenciones que se haya hecho acreedor el reo deberán ser aplicados a dichas penas que el penado esté cumpliendo.

De este modo, condenada una persona a doce penas (en el mismo o distintos procesos) que sumen 100 años de prisión, y establecido el límite máximo de cumplimiento por vía del art. 76.1 o 2 CP, en veinte años, habrá de empezar a cumplir la más grave de aquéllas, a la que le serán aplicables los beneficios correspondientes a la misma. Si transcurren veinte años de cumplimiento efectivo de esa primera pena con el descuento de los beneficios que le correspondan, sin haberlo extinguido, el resto pendiente y las demás penas «se declararán extinguidas». Pero si, cumplida en su totalidad (con el descuento de los beneficios que procedan) esa primera pena, no se ha alcanzado todavía el límite máximo establecido, se continuará con el cumplimiento de la siguiente pena más grave, con sus beneficios, y así sucesivamente hasta cubrir dicho máximo de veinte años de cumplimiento efectivo de privación de libertad, quedando entonces extinguidas las demás penas.



• STS 2.ª 8.05.2102 (núm. 344/2012) – Ejecución individual de las penas hasta el límite de cumplimiento.


ÚNICO.- De acuerdo a nuestra jurisprudencia en el supuesto de varias condenas que den lugar a su acumulación y al señalamiento de un límite máximo de cumplimiento no significa, en el caso de que deban abonarse el tiempo de prisión preventiva, que la misma debe realizarse sobre el límite de cumplimiento, sino que deberá realizarse sobre cada pena a la que procede el abono. Sobre ese máximo de cumplimiento se abonará la prisión preventiva sin que sea factible su cómputo duplicado.

Como dijimos en la STS 207/2011, la refundición de penas no origina otra cosa que una limitación del cumplimiento de varias penas hasta el límite máximo que resultó de realizar una operación jurídica: las penas se van ejecutando, cada una de ellas según sus circunstancias –abono y reducciones, etc., iniciándose el cumplimiento de una hasta su extinción y dando lugar al inicio de la ejecución de otra, la siguiente en su orden hasta alcanzar las limitaciones derivadas de los criterios de acumulación jurídica –el triplo de la máxima y el límite máximo–, de acuerdo al Código Penal (art. 76 CP).

Una reiterada jurisprudencia de esta Sala reproduce una argumentación semejante resaltando el hecho de que el límite máximo de cumplimiento no es una nueva pena, sino que opera como límite de ejecución sobre las penas que sucesivamente se van ejecutando (STS 3 de mayo 2011, 329/2011, de 5 de mayo, 145/2012, de 28 de febrero de 2012, y los que cita), de manera que el límite máximo de cumplimiento en el supuesto de acumulación de penas sea el resultante de la aplicación de la acumulación del art. 76 CP, esto es, el triplo de la misma o el máximo de cumplimiento, según el Código aplicable o las limitaciones derivadas de los tipos penales concurrentes.



2.2.  ¿Cómo se actúa en los Centros penitenciarios ante la recepción de una nueva pena de prisión impuesta a un interno que se encuentra cumpliendo otras penas de prisión refundidas?

Por lo general, la solicitud de refundición de condenas dirigida al Juzgado de Vigilancia Penitenciaria se efectúa cuando la situación penal de interno se encuentra cerrada definitivamente, es decir, cuando se supone que el penado no tiene procedimientos penales pendientes de sustanciación y, por tanto, no va a recibir más sentencias condenatorias.

En este momento, nunca antes, desde la Oficina de Gestión se efectúa una propuesta de refundición de las penas impuestas en las diferentes condenas dirigida al Juez de Vigilancia Penitenciaria y este resuelve la propuesta dictando auto de refundición de condenas. Este auto se remite a todos y cada uno de los órganos judiciales que dictaron penas en su momento y que ahora se encuentran abarcadas por la refundición. El efecto de la refundición es que el penado no va a ser excarcelado con el cumplimiento de la pena individual impuesta por el órgano concreto, sino que la excarcelación por cumplimiento definitivo se producirá cuando finalice la ejecución de la cantidad de pena resultante de la adicción de las refundidas.

Pero, en ocasiones, resuelta la refundición por el Juez de Vigilancia al haber trabajado en la creencia errónea de que la situación penal del interno era definitiva, se recibe una nueva condena por una causa antigua de la que no se tenía constancia, o por haber cometido el sujeto un nuevo delito –durante la ejecución de las refundidas– que provoca la imposición de una nueva pena. En estos casos, desde la Oficina de Gestión se solicitará la liquidación de condena al Juez o Tribunal sentenciador y, posteriormente, tendrá que dirigirse al Juez de Vigilancia Penitenciaria para que se pronuncie sobre la incorporación de la nueva condena a la refundición anterior. Los Juzgados de Vigilancia suelen resolver estas peticiones ampliando la refundición con la nueva pena recibida, al ser la situación que más beneficia al penado en aras de la unidad de ejecución.

En cuanto a la competencia al respecto, los Jueces de Vigilancia Penitenciaria en el documento que recoge los criterios de actuación, conclusiones y acuerdos aprobados en sus dieciséis reuniones celebradas entre 1981 y 2007, observan:

«2. Competencia para aprobar la modificación o ampliación de refundiciones de condena. La competencia territorial para aprobar la modificación o ampliación de la refundición de condenas inicial o de las posteriores a nuevas causas, corresponderá al Juez de Vigilancia Penitenciaria que ejerza jurisdicción sobre el Centro penitenciario en que se encuentre el interno cuando se reciba el testimonio de la nueva o nuevas causas.

Excepcionalmente, en caso de encontrarse el interno disfrutando de libertad condicional, aunque estuviese suspendida por un nuevo ingreso en prisión como penado, corresponderá conocer al Juez que aprobó la libertad condicional. El mismo Juez de Vigilancia Penitenciaria conocerá de la queja del interno, cualquiera que sea el Centro Penitenciario en que se encuentre al formularla contra la propuesta de licenciamiento definitivo independiente de causas con libertad condicional revocada y/o en demanda de que se refundan con las mismas las causas que dieron lugar a la revocación o las posteriores (Acuerdo adoptado por unanimidad).

Motivación: Si la ampliación de la refundición no se vincula a la ampliación o revocación de la libertad condicional, la competencia territorial debe determinarse por la ubicación del Centro penitenciario al que corresponda elevar el proyecto de ampliación o modificación de la refundición para su aprobación judicial.

La aprobación por un Juez de Vigilancia Penitenciaria de la primera refundición de condenas a un penado no fija en ese Juzgado la competencia para aprobar, a lo largo de la vida penal y penitenciaria del recluso, cuantas modificaciones o ampliaciones de la refundición inicial sea preciso realizar por la existencia de nuevas condenas de que sea objeto el interno.

Los Autos aprobatorios de una refundición de condena dictados por un Juez de Vigilancia Penitenciaria son, por su propia naturaleza, modificables por una resolución judicial posterior, pues el hecho base que es causa de los mismos está sujeto a tantas posibles revisiones como nuevas causas penadas firmes futuras puedan afectar al penado.

Es verdad que, si aprueba la ampliación de la refundición un Juez de Vigilancia Penitenciaria distinto del que aprobó la refundición inicial, resulta que la resolución de un Juez de Vigilancia Penitenciaria deja sin efecto la dictada anteriormente por otro, pero ese hecho no atenta al principio de intangibilidad de las resoluciones judiciales firmes porque la acumulación material de condenas es, por su propia naturaleza, esencialmente variable.

Respecto del segundo párrafo del criterio transcrito, hasta ahora se ha venido considerando que la competencia para acordar la suspensión, modificación, ampliación o revocación de la libertad condicional corresponde al mismo Juez de Vigilancia Penitenciaria que dictó la resolución aprobatoria del beneficio. Así se recogió en el criterio 54 de la V y VI Reuniones de Jueces de Vigilancia Penitenciaria y en la conclusión 24 de la IX Reunión de abril de 1996.

Siendo esto así, parece coherente entender que, con independencia del Centro penitenciario en que se encuentre el interno en el momento de elevarse al Juez de Vigilancia Penitenciaria para su aprobación un nuevo proyecto de ampliación de la inicial refundición de condenas para incluir nuevas causas por hechos anteriores a la libertad condicional, el competente para aprobar la ampliación de la refundición a efectos de extender, en su caso, a ella el beneficio de la libertad condicional ha de ser el mismo Juez que concedió ésta».

2.3.  ¿En qué consiste la unidad de ejecución de penas privativas de libertad?

Para responder a esta cuestión conviene precisar previamente determinados aspectos de la ejecución de las penas privativas de libertad, dado que la unidad de ejecución –o gestión administrativa de todas las penas como si se tratara de una sola– se vincula fundamentalmente a la reducación y reinserción social y, por tanto, al tratamiento penitenciario como instrumento utilizado para alcanzarlas.

Tanto el Tribunal Constitucional como el Tribunal Supremo (del mismo modo que la doctrina científica) han considerado en numerosas resoluciones que la reinserción social no es una finalidad absoluta o única de las penas privativas de la libertad, que se trata de una orientación armonizable con otras finalidades de la pena y con la exigencia de justicia prevista en el art. 1 de la Constitución española. En todo caso, la Constitución se pronuncia únicamente sobre esta orientación de las penas cuando prescribe en la primera parte de su art. 25.2 que «las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y reinserción social»; de modo que, aunque dicha orientación no tenga por qué ser su fundamento y la única finalidad de esas penas y medidas, ni siquiera dentro de la prevención especial, es claro que se trata de una orientación que no puede obviarse o ignorarse en ningún caso, dado el mandato constitucional.

En el art. 1 de la Ley Orgánica 1/1979, de 26 de septiembre, General Penitenciaria, se establece como fin primordial de la Administración penitenciaria la citada función consagrada constitucionalmente. Concretamente, en el primer párrafo de ese art. 1 de la Ley Orgánica General Penitenciaria se dispone lo siguiente: «Las instituciones penitenciarias reguladas en la presente Ley tienen como fin primordial la reeducación y la reinserción social de los sentenciados a penas y medidas privativas de libertad, así como la retención y custodia de los detenidos, presos y penados». Para conseguir la reeducación durante la ejecución de la pena y la reinserción social positiva –evitando la reincidencia– la Administración utilizará como instrumento catalizador el tratamiento penitenciario, definido en el art. 59. Uno de la Ley Orgánica General Penitenciaria «como el conjunto de actividades directamente dirigidas a la consecución de la reeducación y reinserción social de los penados». En el primer inciso del número Dos del citado precepto legal se señala asimismo la finalidad específica de esta actividad: «El tratamiento pretende hacer del interno una persona con la intención y la capacidad de vivir respetando la Ley penal, así como de subvenir a sus necesidades».

En el art. 72 de la Ley Orgánica General Penitenciaria se dispone que las penas privativas de libertad se han de ejecutar «según el sistema de individualización científica, separado en grados, el último de los cuales será el de libertad condicional, conforme determina el Código penal» (Uno). Los grados primero, segundo y tercero se cumplen respectivamente en los establecimientos de régimen cerrado, ordinario y abierto (Dos), mientras que la libertad condicional se cumple en situación de excarcelación. Recibida la sentencia condenatoria firme, mediante el procedimiento de clasificación establecido reglamentariamente, la Administración penitenciaria adjudicará un grado de tratamiento a cada interno y determinará su ubicación en uno de los tres regímenes penitenciarios existentes –cerrado, ordinario y abierto–.

Tanto la legislación penitenciaria como el Código Penal exigen el cumplimiento de determinados plazos o periodos de condena para adoptar decisiones relacionadas con el tratamiento penitenciario. Sirva como ejemplo el cumplimiento de la cuarta parte de la condena exigido para poder disfrutar de permisos ordinarios de salida (art. 47. Dos de la Ley Orgánica General Penitenciaria). O los plazos previstos en el Código Penal para la suspensión de la ejecución del resto de la pena por concesión de la libertad condicional (art. 90 del Código penal).

Para realizar una adecuada programación del tratamiento penitenciario del interno se exige como presupuesto indispensable conocer el marco temporal en el que se va a poder llevar a cabo, pues, por ejemplo, resulta evidente que no es lo mismo disponer de un año para realizar un programa de tratamiento en materia de violencia de género que disponer solamente de seis meses. Y, en consecuencia, para poder planificar adecuadamente el programa de tratamiento del penado, hay que conocer todas las penas impuestas para saber de cuánto tiempo dispone la Administración penitenciaria –ya sea en un Centro penitenciario o fuera de él– para llevar a cabo lo programado.

Por tanto, en la ejecución del tratamiento del penado la unidad de ejecución se contempla como una exigencia ineludible. Esta unidad de ejecución supone que todas las penas impuestas han de ser gestionadas o cumplidas como si se tratasen de una sola. La conversión de varias penas en una única a efectos de gestión penitenciaria se consigue mediante la refundición penitenciaria de las condenas. Esta refundición, como ya se ha expuesto, está regulada en el art. 193.2.ª del Reglamento Penitenciario, anteriormente transcrito. La finalidad de esta institución es, por un lado, facilitar una unidad cumplimiento para efectuar los cómputos de los 2/3; 3/4, 1/2 o 1/4 de las condenas que requiere calcular en ocasiones, como hemos dicho, la libertad condicional o los permisos; por otro, posibilitar una mejor clasificación y tratamiento del interno y evitar licenciamientos precipitados sin comprobar la existencia de condenas pendientes.

También se produce una única pena cuando se efectúa la acumulación de las penas aplicando alguno de los límites previstos en el art. 76 del Código penal.

Porque, a efectos de ejecución, no tiene sentido que se aplique el tratamiento penitenciario a cada una de las penas de manera individualizada. Los absurdos a que ello conduciría se observan fácilmente fijándonos en la libertad condicional. Tomemos como ejemplo el de una persona condenada a tres penas de un año de prisión cada una de ellas. Si en ejecución se tomara en cuenta cada una de las penas de manera individualizada, esto significaría que el sujeto empezaría a cumplir la primera pena de un año. Alcanzada la fracción de cumplimiento para obtener la libertad condicional –tomando como referencia las 3/4 partes de la pena, sería a los 9 meses–, saldría en libertad condicional, convertida, tras la reforma operada por Ley Orgánica 1/2015, en la suspensión de la ejecución del resto de la pena, lo que significa que se ha de acordar un plazo de prueba. Finalizado el plazo de prueba de la libertad condicional, se habría completado el cumplimiento de la primera pena, por lo que procedería la ejecución de la segunda pena, lo que significaría que el sujeto regresaría nuevamente al Centro penitenciario para su cumplimiento. Y nuevamente se procedería al cumplimiento en la forma en que se ha explicado para la primera pena: transcurridos los requisitos y la fracción temporal requerida para su concesión, nueve meses, podría acordarse la libertad condicional, lo que significaría que el sujeto estaría sometido a un periodo de prueba, una vez finalizado el cual se daría por cumplida la segunda pena de prisión. Y finalizado el cumplimiento de esta segunda pena, se procedería al cumplimiento de la tercera pena de prisión. Estos reingresos tras las correspondientes salidas en libertad condicional no parece que resulten lo más adecuado a efectos de rehabilitación o resocialización e incluso parecen contrarios a la lógica común.

En conclusión, en el caso de que un penado esté sujeto al cumplimiento sucesivo de una pluralidad de penas, la Administración penitenciaria ha de actuar como si de una sola pena se tratase, y sobre ella determinar los tiempos de condena necesarios para aplicar al interno los instrumentos penitenciarios adecuados a su tratamiento individualizado.

▸  Jurisprudencia

• STS 2.ª 17.04.2015 (núm. 226/2015) – La interpretación de los límites punitivos del art. 76 del Código Penal debe favorecer la reinserción del penado, con compatibilidad con los fines de la pena.


SEGUNDO.- Por lo que se refiere, en primer lugar, a los principios generales, como recuerda la reciente STS 116/2015, de 10 de marzo, la doctrina de esta Sala (SSTS 880/2014 de 30 de diciembre, 650/2014 de 16 de octubre; 567/2014 de 9 de julio, 497/2014 de 24 de junio, y 571/2013 de 1 de julio, entre las más recientes), sobre la acumulación de condenas prevenida en el art. 988 de la LECrim tiende a hacer efectivas las previsiones del Código Penal sobre tiempos máximos de cumplimiento efectivo en caso de condenas diferentes por varios delitos, aplicando los límites establecidos en el art. 76 del Código Penal, que consisten, en términos relativos, en el triple de la más grave de las penas impuestas y, en términos absolutos, en veinte, veinticinco, treinta o cuarenta años, según la gravedad de los delitos cometidos. Estos últimos límites se han ido incrementando de forma muy relevante en sucesivas reformas legislativas tendentes a alargar el máximo de cumplimiento de las penas privativas de libertad, especialmente en supuestos de terrorismo.

Estas previsiones responden, con carácter general, a la necesidad de evitar que una excesiva prolongación de la privación de libertad pueda producir un efecto contrario a la reeducación y reinserción social prevenidas en el art. 25.2 de la Constitución como finalidad a la que están orientadas las penas privativas de libertad. La resocialización del delincuente constituye un objetivo imprescindible en la ejecución de las penas, aunque es compatible con la prevención general y especial como finalidades perseguidas con la imposición de la pena.

La interpretación de los límites punitivos del art 76 CP debe hacer compatible los diversos fines de la pena, favoreciendo la reinserción del penado en la sociedad, pero evitando que puedan generarse situaciones de impunidad o actuaciones criminógenas respecto de posibles delitos futuros.



• ATS 29.03.2006 (núm. 707/2007) – La unidad penitenciaria de ejecución de las penas sucesivas se relaciona con las necesidades del tratamiento penitenciario.

QUINTO.- Las sentencias de 29-9-1992 y la de 24-6-1994, y otras similares, no han interpretado que el límite de cumplimiento constituya una pena total que reemplaza a las individualmente impuestas en los casos de concurso real, sino que se han referido a un problema distinto, el de la unidad penitenciaria de ejecución de las penas sucesivas, cuestión que se relaciona a las necesidades del tratamiento penitenciario, que en nada afecta a la consecuencia jurídica del concurso real.


3.  Las limitaciones temporales en la determinación de la pena establecidas en el artículo 76 del Código Penal: la acumulación jurídica

En las reglas de determinación de la pena para los supuestos de pluralidad delictiva el legislador ha rechazado un sistema puro de acumulación matemática de las penas y lo ha sustituido por un sistema de acumulación jurídica recogido en el art. 76 del Código penal, a través del cual ha introducido dos tipos de limitaciones a los efectos de esa mera acumulación matemática. La primera, de carácter relativo, establece el denominado límite «triple de la mayor», la segunda, de carácter absoluto, configura para estos supuestos de acumulación un límite máximo de cumplimiento de 20 años como norma general con una serie de excepciones.

El máximo de cumplimiento efectivo de condena constituye una regla especial respecto del principio de cumplimiento sucesivo de las penas, que conlleva una reducción de su suma aritmética conforme a reglas de derecho: sea el triplo o triple de la más grave, o subsidiariamente y de ser más favorable, un límite legal que puede ser general o excepcional.

La relevancia jurídica del expediente de fijación del límite de cumplimiento de condenas, en el marco de la ejecución de penas privativas de libertad, se justifica por sí sola. La necesidad de arbitrar una fórmula jurídica que modere los inaceptables efectos propios de un sistema de cumplimiento basado en la mera acumulación cuantitativa, está en el origen de los distintos preceptos que, desde el Código Penal de 1870, han introducido límites jurídicos a la idea del cumplimiento sucesivo de las penas privativas de libertad.

La doctrina histórica ya había aducido, en contra del estricto sistema de acumulación material, razones basadas, de una parte, en el desprestigio en el que podían incurrir unos órganos judiciales capaces de imponer penas superiores a la duración ordinaria de la vida humana. También se recordaba el devastador mensaje dirigido al delincuente, obligado a eliminar toda esperanza de reinserción social y, en fin, el contrasentido que implicaba la posibilidad de llegar a castigar de forma más grave una sucesión de delitos de menor entidad, frente a otros de mucha mayor eficacia lesiva. Es entendible, pues, que los sucesivos Códigos penales de 1870 (art. 89.2), 1928 (art. 163.1), 1932 (art. 74) y 1944 (art. 70.2), insistieran, con uno u otro matiz, en la fijación de ciertos topes cuantitativos, también presentes en la fórmula que inspira el art. 76 del vigente Código penal.

La solución al problema del cumplimiento de las penas en el concurso real de delitos cuando no puedan cumplirse simultáneamente todas ellas es evidente que no se reduce a una mera operación aritmética acumulativa sino que lleva consigo una previa valoración y decisión por el legislador de la política criminal sobre los fines de la pena y el tratamiento penal que debe ser aplicado a los penados, pues ciertamente la pura acumulación material equivalente a la suma aritmética y cumplimiento sucesivo de las penas de prisión no solo es imposible en la práctica sino contrario a cualquier entendimiento finalista de aquéllas.

Entre los diversos sistemas aceptados por las legislaciones, cuyos extremos serían la acumulación material o el principio de absorción, el legislador español establece en relación al concurso real el de acumulación jurídica que en realidad consiste en acoger la acumulación material pero estableciendo límites cuantitativos, límites que figuran en el art. 76 del Código penal, teniendo en cuenta que, pese al establecimiento de estos límites, un penado puede cumplir penas que se extiendan más allá de lo previsto en el citado art. cuando ha sido condenado en diversas causas y no sea posible la acumulación jurídica.

3.1.  Límite relativo: limitación por cumplimiento del triple de la pena más grave

El límite relativo consiste en limitar el cumplimiento efectivo de la condena al triple de la pena más grave de entre las que tenga señaladas el penado. Conforme al límite relativo el máximo de cumplimiento efectivo de la condena del culpable no podrá exceder del triple del tiempo por el que se le imponga la más grave de las penas en que haya incurrido, declarando extinguidas las que procedan desde que las ya impuestas cubran dicho máximo.

El límite del triplo de la pena más grave de las impuestas se dirige principalmente a limitar el cumplimiento de las penas por delitos de menor entidad, evitando que sea mayor el castigo de varios delitos de pequeña gravedad, como pequeños hurtos, que el de otro delito mucho más grave.

3.1.1.  ¿Cuál es el requisito para la aplicación del límite relativo?

Para poder aplicar los límites de cumplimiento previstos en el art. 76 del Código Penal es preciso que concurra su presupuesto, es decir, la acumulación de condenas.

El requisito para la aplicación del límite relativo es que al penado le hayan sido impuestas varias penas y que la suma aritmética de todas ellas sea superior al cómputo del triple de la más grave. Si la suma de las penas es inferior se procederá al cumplimiento sucesivo de las penas impuestas en cada una de las sentencias.

Este tope al cumplimiento de las penas sucesivo fue inicialmente aplicado a las penas impuestas en la misma sentencia, pero posteriormente la Ley 3/1967, de 8 de abril extendió su aplicación a las penas impuestas en causas diferentes siempre que los delitos en cuya virtud se hubieran producido, por su conexión, hubieran podido ser enjuiciados conjuntamente.

Por tanto, para la aplicación del límite relativo tienen que existir varias acciones constitutivas de delito siendo necesario que todos los actos delictivos sean cometidos por una misma persona sin exigir que hayan sido enjuiciados en un solo proceso, pudiendo serlo en distintos procesos, siempre y cuando los hechos, por su conexión o momento de comisión, pudieran haberse enjuiciado en un solo.

▸  Jurisprudencia

• STS 2.ª 18.07.1996 (núm. 557/1996) – Razones de humanismo penal y penitenciario.

SEGUNDO.- Nos hallamos ante una limitación de penas que se funda en exclusivas razones de humanismo penal y penitenciario que nada tienen que ver con el dato de la conexión procesal. Así lo entendió la doctrina y así lo vienen entendiendo ya numerosas resoluciones de esta Sala dictadas en los últimos años (Sentencias 30 mayo 1992, 29 septiembre 1992, 7 julio 1993, 8 marzo 1994, 15 y 27 abril 1994, 3 y 23 mayo 1994, 20 octubre 1994, 4 noviembre 1994 y 27 enero 1995, entre otras) que consideran aplicable tal norma penal incluso cuando no concurren los requisitos necesarios para dicha conexión, bien utilizando la analogía como procedimiento de integración legal permitido en materia penal cuando beneficia al reo, bien acudiendo a determinados textos de nuestra Constitución (arts. 10, 15 y 25) por estimarse que unas penas excesivamente largas son un obstáculo para la posible reeducación y reinserción social del condenado e incluso pueden considerarse inhumanas y contrarias a la dignidad de la persona, sin que haya razón alguna que pudiera justificar un trato desigual por el hecho de que pudiera existir o no la mencionada conexión procesal entre los diversos hechos por los que se condenó.


• STS 2.ª 09.05.2000 (núm. 798/2000) – Límites de la acumulación de condenas.

PRIMERO.- El art. 76 del Código Penal prevé la acumulación, con el tope máximo de los veinte años y sus excepciones, de los delitos en concurso, criterio que se ha extendido respecto de aquellas condenas que aún no concurrentes en un mismo proceso, hubieran podido ser enjuiciadas conjuntamente.


• STS 2.ª 23.05.2003 (núm. 733/2003) – No procede la acumulación sino reporta ventaja alguna.

ÚNICO.- Esta acumulación, sin embargo, no tendría practicidad alguna porque la suma de las penas privativas de libertad impuestas en las tres mencionadas ejecutorias no excede del triplo de la más grave.


• STS 2.ª 28.02.2006 (núm. 197/2006) – Razón del límite temporal.

TERCERO.- Estas limitaciones son de dos tipos: una, impuesta por discutibles razones de política criminal, limita el cumplimiento total de la condena del culpable, al triplo del tiempo por el que se le impusiere la más grave de las penas en que haya incurrido, dejando de extinguir las que procedan desde que las ya impuestas (esto es, cumplidas sucesivamente), cubrieren el máximum de tiempo predicho.


• STS 2.ª 05.07.2006 (núm. 746/2006) – Procede la acumulación si beneficia al reo.

PRIMERO.- La suma de todas las penas impuestas en las mencionadas sentencias es de 9 años, 11 meses y 3 días, mientras que el triplo de la más grave de las mismas asciende a 6 años, por lo que, concurriendo las exigencias legales y jurisprudenciales, resultaría la acumulación penológica de acuerdo con lo establecido en el art. 76 CP.


• STS 2.ª 07.06.2010 (núm. 565/2010) – Si el límite de 20 años resulta más favorable al reo procede la acumulación jurídica de condenas.

TERCERO.- La suma total de las penas asciende a 29 años, 19 meses y 15 días de prisión (equivalente a 30 años, 7 meses y 15 días de prisión), más 18 arrestos de fin de semana. En el presente supuesto, por tanto, si bien la aplicación del triple de la pena mayor resultaría perjudicial para el reo, sí resulta más favorable el límite de 20 años, señalado en el art. 76 CP. Por lo que procede la acumulación con dicho máximo de 20 años de prisión.


• STS 2.ª 23.12.2010 (núm. 1144/2010) – Aplicación de los límites del art. 76 del Código Penal en beneficio del reo.

CUARTO.- Reconocida la posibilidad de acumulación temporal, hay que verificar si le es beneficiosa al solicitante, es decir si el cumplimiento del triple de la pena máxima de las impuestas de acuerdo con el art. 76-1.º del C. penal es más beneficioso que el cumplimiento sucesivo de la suma de todas las impuestas. En este sentido se comprueba que, siendo la pena máxima impuesta de dos años de prisión, el máximo de cumplimiento acumulado sería de seis años de prisión. Siendo así que la suma aritmética es de cinco años y cinco meses, es patente que la acumulación no le beneficia al solicitante.


• STS 2.ª 29.05.2013 (núm. 473/2013) – Acumulación perjudicial para el reo.

TERCERO.- El Juzgado de origen dictó acumulación sobre las ejecutorias 8.ª, 11.ª y 12.ª, imponiendo respecto de ellas el triple de la pena más grave frente a la simple suma aritmética globalizada. Es decir, impone un total de 45 meses de cumplimiento, equivalentes a los tres años y nueve meses que representarían el triplo de la más grave de todas ellas. Sin embargo, lo cierto es que semejante resultado perjudica al reo frente a la simple suma de las penas correspondientes, que se computa en dos años y quince meses o, traducido a meses, en un total de 39. Contrariando el espíritu de las reglas de la conexidad temporal que dimana de los arts. 76 CP, 988 LECrim y 25 CE, la decisión de instancia vino a agravar el tiempo máximo de cumplimiento en un total de seis meses, error que procede rectificar ahora.


• STS 2.ª 05.06.2013 (núm. 521/2013) – Si el triple de la pena más grave beneficia al reo se procederá a la acumulación de condenas.

PRIMERO.- Atendiendo, pues, a la señalada mecánica para la formación de los bloques, el primer grupo de condenas temporalmente susceptibles de acumulación vendría determinado en este caso por la ejecutoria núm. 371/01 (ordinal 4.º del cuadro adjunto), al ser su sentencia la más antigua de todas. A ella serían acumulables, por las fechas de sus respectivos hechos, las ejecutorias 5.ª y 6.ª. Desde esta premisa, procederá sopesar si el triple de la pena de prisión más grave beneficia al penado frente a la simple suma aritmética de las diferentes penas de prisión impuestas en esas tres ejecutorias. Sólo en tal caso, es decir, de beneficiar al reo ese triple se acumularán tales condenas, sustituyendo la suma por esa multiplicación. Pero si el resultado que ofrezca ese triple le perjudicara, no procedería acumulación alguna en cuanto a ellas.


• ATS 2.ª 27.06.2013 (núm. 1571/2013) – No procede la acumulación por no beneficiar al reo.


PRIMERO.- Pues bien, a la vista del cuadro que precede, y partiendo, de conformidad con un criterio ya consolidado de esta Sala –STS 108/2013, de 13 de febrero o STS 1085/2011, de 26 de octubre, entre otras muchas– de la sentencia más antigua, que sería la correspondiente a la ejecutoria 601/2003, sería posible acumular a ésta, la ejecutoría 137/2004, pues en ese momento, los hechos objeto de ésta última estaban aún pendientes de enjuiciamiento.

Pero efectuado este primer bloque, vemos cómo la suma aritmética de las penas impuestas en ellas es inferior al triple de la más grave, por lo que no procedería su acumulación, al no beneficiar al recurrente.



• STS 2.ª 25.07.2013 (núm. 673/2013) – Límites temporales.

PRIMERO.- La acumulación de condenas conforme a lo dispuesto en el art. 988 de la LECrim tiende a hacer efectivas las previsiones del Código Penal en lo referente a los tiempos máximos de cumplimiento efectivo en los supuestos de condenas diferentes por varios delitos, según los límites que vienen establecidos en el art. 76 de dicho Código, que consisten, de un lado, en el triple del tiempo por el que se le imponga la más grave de las penas en que haya incurrido y, de otro lado, en veinte, veinticinco, treinta o cuarenta años, según los casos.


• STS 2.ª 18.12.2013 (núm. 943/2013) – Limitación por razones de política criminal.


TERCERO.- Estas limitaciones son de dos tipos: una, impuesta por discutibles razones de política criminal, limita el cumplimiento total de la condena del culpable, al triplo del tiempo por el que se le impusiere la más grave de las penas en que haya incurrido, dejando de extinguir las que procedan desde que las ya impuestas (esto es, cumplidas sucesivamente), cubrieren el máximum de tiempo predicho; (…)

Hemos dicho que la primera limitación obedece a discutibles razones de política criminal, porque rompe con el principio constitucional de cumplimiento de las penas, que resulta del contenido del art. 118 de la Constitución española («es obligado cumplir las sentencias… firmes de los Jueces y Tribunales…»), y establece un cierto principio de impunidad, por el que resulta que el autor de más de tres delitos de la misma gravedad, no cumplirá sanción alguna por todos los restantes, sin fundamento alguno, cualquiera que sea su número, y que origina situaciones de trato discriminatorio respecto de otro sujeto que cometiendo idénticas infracciones tenga ya alguna sentencia condenatoria que rompa con la posibilidad de tal acumulación.



• STS 2.ª 20.06.2014 (núm. 502/2014) – Determinación del límite máximo de cumplimiento.

TERCERO.- Una vez comprobada a posibilidad de acumulación conforme a este criterio general, habrá de determinarse si el límite máximo de cumplimiento, fijado conforme al art. 76 C. Penal, es superior o inferior a la suma aritmética de todas las condenas impuestas, pues solo en este último caso, cuando fuera inferior, procedería la acumulación.


• STS 2.ª 11.06.2015 (núm. 367/2015) – Finalidad de los límites relativos.


CUARTO.- Por lo que se refiere a los límites relativos, que son los aquí aplicables, ha de tomarse con consideración que el sistema de acumulación jurídica contenido en el art. 76 CP viene a corregir los excesos punitivos que pudieran resultar de la aplicación estricta del modelo de acumulación matemática que establece el art. 73 CP, unido al sistema de cumplimiento sucesivo establecido en el art. 75 CP.

A diferencia de otros ordenamientos, que establecen una sola pena para diversos delitos enjuiciados en un mismo proceso, exasperando la pena del delito más grave, en el nuestro se sigue un sistema de acumulación matemática pura, que puede conducir en caso de multiplicidad de condenas a la vulneración del principio de proporcionalidad, alcanzando la suma de todas las penas legalmente correspondientes a los delitos cometidos, aun cuando fuesen delitos menores o menos graves, cantidades desorbitadas, reñidas en su cumplimiento total y sucesivo con el principio constitucional de rehabilitación de las penas, e incluso con la duración de la vida del penado.

En concreto, cuando se trata de una multiplicidad de delitos menores cometidos por el acusado en un determinado período de su juventud, en ocasiones vinculados al consumo de estupefacientes, o a otras circunstancias vitales, la regla legal establecida en el art 76 CP que limita el tiempo de cumplimiento efectivo al triple de la pena más grave, trata de evitar que quien solamente ha cometido delitos menores pueda sufrir, como consecuencia de la aplicación draconiana del sistema de acumulación matemática, una pena desproporcionada, que le mantenga en prisión durante un período tan prolongado de su vida que impida definitivamente su eventual rehabilitación.

Y, al mismo tiempo, se trata de evitar que la acumulación de numerosos delitos menores acabe determinando el cumplimiento de una pena superior a la eventual comisión de delitos de mayor entidad, por ejemplo, contra la vida humana.



• STS 2.ª 27.04.2016 (núm. 360/2016) – Corrección de los excesos punitivos.


PRIMERO.- La doctrina de esta Sala (SSTS 880/2014 de 30 de diciembre, 650/2014 de 16 de octubre, 567/2014 de 9 de julio, 497/2014 de 24 de junio, 571/2013 de 1 de julio, STS 116/2015, de 10 de marzo), estima que la acumulación de condenas prevenida en el art. 988 de la LECrim tiende a hacer efectivas las previsiones del art. 76 del Código Penal sobre tiempos máximos de cumplimiento efectivo en caso de condenas diferentes por varios delitos.

Estos límites son de gran relevancia pues tienen un fundamento constitucional ya que responden a la necesidad de evitar que una excesiva prolongación de la privación de libertad pueda producir un efecto contrario a la reeducación y reinserción social prevenidas en el art. 25.2 de la Constitución como finalidad esencial a la que están orientadas las penas privativas de libertad.

La resocialización del delincuente constituye un objetivo imprescindible en la ejecución de las penas, aunque es compatible con la prevención general y especial como finalidades perseguidas con la imposición de la pena.

La interpretación de los límites punitivos del art. 76 CP debe hacerse, en consecuencia, en forma preordenada al efectivo cumplimiento de los diversos fines de la pena, favoreciendo la reinserción del penado en la sociedad, y evitando al mismo tiempo que puedan generarse situaciones de impunidad o actuaciones criminógenas respecto de posibles delitos futuros.

El límite establecido en el art. 76 del Código Penal, consiste, en términos relativos, en un tiempo de cumplimiento equivalente al triple de la más grave de las penas impuestas.

(…)

Por lo que se refiere a los límites relativos, que son los aquí aplicables, ha de tomarse con consideración que el sistema de acumulación jurídica contenido en el art. 76 CP viene a corregir los excesos punitivos que pudieran resultar de la aplicación estricta del modelo de acumulación matemática que establece el art. 73 CP, unido al sistema de cumplimiento sucesivo establecido en el art. 75 CP.

A diferencia de otros ordenamientos, que establecen una sola pena para diversos delitos enjuiciados en un mismo proceso, exasperando la pena del delito más grave, en el nuestro se sigue un sistema de acumulación matemática pura, que puede conducir en caso de multiplicidad de condenas a la vulneración del principio de proporcionalidad, alcanzando la suma de todas las penas legalmente correspondientes a los delitos cometidos, aun cuando fuesen delitos menores o menos graves, cantidades desorbitadas, reñidas en su cumplimiento total y sucesivo con el principio constitucional de rehabilitación de las penas, e incluso con la duración de la vida del penado.

En concreto, cuando se trata de una multiplicidad de delitos menores cometidos por el acusado en un determinado período de su juventud, en ocasiones vinculados al consumo de estupefacientes, o a otras circunstancias vitales, la regla legal establecida en el art. 76 CP que limita el tiempo de cumplimiento efectivo al triple de la pena más grave, trata de evitar que quien solamente ha cometido delitos menores pueda sufrir, como consecuencia de la aplicación draconiana del sistema de acumulación matemática, una pena desproporcionada, que le mantenga en prisión durante un período tan prolongado de su vida que impida definitivamente su eventual rehabilitación.

Y, al mismo tiempo, se trata de evitar que la acumulación de numerosos delitos menores acabe determinando el cumplimiento de una pena superior a la eventual comisión de delitos de mayor entidad, por ejemplo, contra la vida humana.

Es por ello por lo que esta Sala ha realizado una interpretación flexible del art. 76 CP, para evitar que vicisitudes procesales diversas puedan frustrar el propósito del Legislador, provocando la superación de los límites legales y la vulneración de los principios constitucionales, en el caso de que delitos menores cometidos en una misma época de la vida del penado determinen la imposición de penas globales desproporcionadas, simplemente por haber sido enjuiciados separadamente.



• STS 2.ª 20.10.206 (núm. 791/2016) – Paliar la aplicación draconiana del sistema de acumulación matemática.


PRIMERO.- Por lo que se refiere a los límites relativos, que son los aquí aplicables, ha de tomarse con consideración que el sistema de acumulación jurídica contenido en el art. 76 CP viene a corregir los excesos punitivos que pudieran resultar de la aplicación estricta del modelo de acumulación matemática que establece el art. 73 CP, unido al sistema de cumplimiento sucesivo establecido en el art. 75 CP.

A diferencia de otros ordenamientos, que establecen una sola pena para diversos delitos enjuiciados en un mismo proceso, exasperando la pena del delito más grave, en el nuestro se sigue un sistema de acumulación matemática pura, que puede conducir en caso de multiplicidad de condenas a la vulneración del principio de proporcionalidad, alcanzando la suma de todas las penas legalmente correspondientes a los delitos cometidos, aun cuando fuesen delitos menores o menos graves, cantidades desorbitadas, reñidas en su cumplimiento total y sucesivo con el principio constitucional de rehabilitación de las penas, e incluso con la duración de la vida del penado.

En concreto, cuando se trata de una multiplicidad de delitos menores cometidos por el acusado en un determinado período de su juventud, en ocasiones vinculados al consumo de estupefacientes, o a otras circunstancias vitales, la regla legal establecida en el art. 76 CP que limita el tiempo de cumplimiento efectivo al triple de la pena más grave, trata de evitar que quien solamente ha cometido delitos menores pueda sufrir, como consecuencia de la aplicación draconiana del sistema de acumulación matemática, una pena desproporcionada, que le mantenga en prisión durante un período tan prolongado de su vida que impida definitivamente su eventual rehabilitación.

Y, al mismo tiempo, se trata de evitar que la acumulación de numerosos delitos menores acabe determinando el cumplimiento de una pena superior a la eventual comisión de delitos de mayor entidad, por ejemplo, contra la vida humana.

Es por ello por lo que esta Sala ha realizado una interpretación flexible del art. 76 CP, para evitar que vicisitudes procesales diversas puedan frustrar el propósito del Legislador, provocando la superación de los límites legales y la vulneración de los principios constitucionales, en el caso de que delitos menores cometidos en una misma época de la vida del penado determinen la imposición de penas globales desproporcionadas, simplemente por haber sido enjuiciados separadamente.



Supuestos prácticos


 1. Un sujeto es condenado en las siguientes seis sentencias por los hechos cometidos en las fechas indicadas en el cuadro y sancionado con las penas que constan en el mismo.









	
Hecho 1

30.07.2010


	
Sentencia

19.09.2011


	
Pena

9 meses de prisión





	
Hecho 2

22.02.2010


	
Sentencia

20.05.2011


	
Pena

11 meses de prisión





	
Hecho 3

23.02.2010


	
Sentencia

06.06.2011


	
Pena

11 meses de prisión





	
Hecho 4

23.06.2010


	
Sentencia

13.10.2011


	
Pena

5 meses y 29 días de prisión





	
Hecho 5

11.06.2010


	
Sentencia

05.07.2011


	
Pena

2 años y 8 meses de prisión





	
Hecho 6

20.03.2010


	
Sentencia

17.10.2011


	
Pena

1 año de prisión







Si sumamos las distintas penas impuestas en las seis sentencias, el resultado de la suma de todas ellas es de 3 años, 44 meses y 29 días. Dicha suma es inferior al triple de la más grave que es la pena impuesta en la sentencia de fecha 5 de julio de 2011 por hechos acaecidos el 11 de junio de 2010, esto es, la pena de 2 años y 8 meses de prisión.

El triple de la pena más grave, 2 años y 8 meses x 3 = 6 años y 24 meses, resulta una pena que excede el tiempo que supondría el cumplimiento sucesivo de las penas impuestas en cada una de las sentencias que arroja un total de 3 años, 44 meses y 29 días de prisión.

En consecuencia, siendo más favorable para el reo la suma de las penas impuestas que la aplicación del límite establecido en el art. 76 del Código penal, no procederá la acumulación jurídica de condenas, sino que las mismas deberán cumplirse en orden de su respectiva gravedad por el condenado.

 

2. Un sujeto es condenado en las siguientes cinco sentencias por los hechos cometidos en las fechas indicadas en el cuadro y sancionado con las penas que constan en el mismo.









	
Hecho 1

14.01.2015


	
Sentencia

24.05.2015


	
Pena

1 año de prisión





	
Hecho 2

17.02.2015


	
Sentencia

13.04.2015


	
Pena

6 meses de prisión





	
Hecho 3

12.12.2014


	
Sentencia

08.05.2015


	
Pena

1 año de prisión





	
Hecho 4

07.10.2014


	
Sentencia

02.06.2015


	
Pena

1 año de prisión





	
Hecho 5

03.12.2014


	
Sentencia

28.03.2015


	
Pena

9 meses de prisión







Si sumamos las distintas penas impuestas en las cinco sentencias, el resultado de la suma de todas ellas es de 3 años y 15 meses. Dicha suma es superior al triple de la más grave que es la pena impuesta en la sentencia de fecha 24 de mayo de 2015 por hechos acaecidos el 14 de enero de 2015 o en la sentencia de fecha 8 de mayo de 2015 por hechos acaecidos el 12 de diciembre de 2014 o de fecha 2 de julio de 2015 por hechos acaecidos el 7 de octubre de 2014, esto es, la pena de 1 año de prisión.

El triple de la pena más grave, 1 año x 3 = 3 años, arroja una pena inferior a la que supondría el cumplimiento sucesivo de las penas impuestas en cada una de las sentencias que arroja un total de 3 años y 15 meses de prisión.

En consecuencia, siendo más favorable para el reo el triple de la pena más grave, 3 años, que supone un beneficio para el penado de 15 meses respecto a la suma de todas las penas, procederá la acumulación de condenas en aplicación del art. 76 del Código penal.

 

3. Un sujeto es condenado por el Juzgado de lo Penal núm. 4 de Murcia en sentencia de fecha 26 de febrero de 2003 por hechos ocurridos el 2 de mayo de 2001 a una pena de 1 año y 11 meses de prisión; por el Juzgado de lo Penal núm. 3 de Murcia en sentencia de fecha 23 de febrero de 2004 por hechos acaecidos el 28 de julio de 2000 a una pena de 2 años de prisión; por el Juzgado de lo Penal núm. 5 de Murcia en sentencia de fecha 9 de julio de 2008 por hechos realizados el 26 de junio de 2008 a una pena de 11 meses y 29 días de prisión; por el Juzgado de lo Penal núm. 4 de Murcia en sentencia de 19 de noviembre de 2008 por hechos sucedidos el 29 de noviembre de 2007 a la pena de 2 años y 3 meses de prisión; por el Juzgado de Instrucción núm. 1 de Murcia en sentencia de fecha 15 de febrero de 2009 por hechos sucedidos el 1 de febrero de 2009 a la pena de 6 meses de prisión y por el Juzgado de lo Penal núm. 6 de Murcia en sentencia de fecha 25 de mayo de 2010 por hechos ocurridos el 19 de mayo de 2008 a una pena de 2 años y 4 meses de prisión:









	
Hecho 1

02.05.2001


	
Sentencia

26.02.2003


	
Pena

1 año y 11 meses de prisión





	
Hecho 2

28.07.2000


	
Sentencia

23.02.2004


	
Pena

2 años de prisión





	
Hecho 3

26.06.2008


	
Sentencia

09.07.2008


	
Pena

11 meses y 29 días de prisión





	
Hecho 4

29.11.2007


	
Sentencia

19.11.2008


	
Pena

2 años y 3 meses de prisión





	
Hecho 5

01.02.2009


	
Sentencia

15.02.2009


	
Pena

6 meses de prisión





	
Hecho 6

19.05.2008


	
Sentencia

25.05.2010


	
Pena

2 años y 4 meses de prisión







El Auto dictado por el Juzgado de lo Penal núm. 6 de Murcia el 10 de diciembre de 2012 acordaba no haber lugar a la acumulación de las condenas impuestas. Contra este Auto se presentó recurso de casación por infracción de ley al amparo del art. 849.1 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal por la indebida aplicación por el Juzgado de Instancia del art. 76 del Código penal.

El Tribunal Supremo acordó no haber lugar a la admisión del recurso de casación pues a la vista del cuadro anterior y partiendo de la sentencia más antigua, la sentencia de fecha 26 de febrero de 2003, sería posible acumular a ésta, la sentencia de 23 de febrero de 2004, pues en ese momento, los hechos objeto de ésta última estaban aún pendientes de enjuiciamiento.

Efectuado este primer bloque, la suma aritmética de las penas impuestas en ellas, 1 año y 11 meses + 2 años = 3 años y 11 meses de prisión, es inferior al triple de la más grave, 2 años x 3 = 6 años, por lo que no procedería su acumulación, al no beneficiar al recurrente.

Otro bloque lo formarían las sentencias de 9 de julio de 2008, 19 de noviembre de 2008 y 25 de mayo de 2008, que también podrían haberse enjuiciado en un solo proceso, pero también en este caso el triple de la pena más grave, 2 años y 4 meses x 3 = 6 años y 12 meses, es superior a la suma aritmética de las penas, 11 meses y 29 días + 6 meses + 2 años y meses = 4 años, 18 meses y 29 días.



3.1.2.  ¿Cómo se determina la pena de mayor gravedad?

Para poder establecer el límite del triple de la pena más grave, lo primero que habrá que determinar es cuál es la pena más grave.

Para determinar la pena de mayor gravedad ha de atenderse, en primer lugar, a las penas individualmente impuestas en cada sentencia, esto es, la comparación de penas debe realizarse respecto de penas impuestas por delitos individualmente considerados y no respecto de penas globalmente impuestas en una causa por suma de las correspondientes penas a los distintos delitos enjuiciados, sin que sea admisible la suma de las impuestas en una misma sentencia por delitos diferentes para atribuir a esta suma la condición de pena más grave.

Ello es así porque el art. 76 del Código Penal utiliza el término «pena», ya que ésta es la consecuencia jurídica del delito y, por tanto, la respuesta que el Estado da de forma individual y proporcional al supuesto penal cometido, y no de «condena», que es el resultado de una suma automática o acumulada de las penas impuestas, de ahí que, si en una misma sentencia se castiga por varios delitos a otras tantas penas, habrá de estarse a cada una de ellas por separado para realizar esta tarea.

Al margen de esta regla, como ha expuesto la Fiscalía General del Estado en su Circular 1/2014, de 5 de diciembre, sobre la acumulación de condenas, deben quedar los supuestos concursales del art. 77 del Código Penal –concursos ideal y medial–, a los que se haya impuesto una pena única.

Y, en segundo lugar, hay que recordar que la gravedad de las penas no viene dada por su duración sino por su naturaleza, tal y como ha defendido el Tribunal Supremo. Por tanto, son más graves las penas privativas de libertad que las privativas de derechos.

▸  Jurisprudencia

• STS 2.ª 14.10.2005 (núm. 1123/2005) – Pena concreta y no condena total.


PRIMERO.- El recurso cuyo cobijo casacional debe residenciarse en el art. 849.1 LECrim, infracción de Ley, discrepa de la interpretación del Tribunal «a quo» que entiende que la sentencia más grave de aquellas, cuya acumulación se pretende es la dictada por el Juzgado de lo Penal núm. 2 de Algeciras (Ejecutoria 435/00 en que se condenó al recurrente por un delito de hurto y otro de robo, a las penas de 15 meses y 1 día de prisión, y 3 años y 6 meses y 1 día de prisión respectivamente. El Juzgado suma las penas impuestas y entiende que el resultante constituye «la pena más grave» sobre la que habrá de llevarse a cabo la multiplicación del triplo, para obtener la pena a cumplir.

Tal interpretación no resulta correcta.

En los arts. 73 y 75 CP se sigue para los supuestos de concurso real, un sistema de acumulación material, en tanto que del art. 76 se aplica «el de acumulación jurídica, en cuanto partiendo de la acumulación material, establece sin doble tope: el triple de la pena más grave, sin exceder de 20 años, aunque este último límite admite determinadas ampliaciones expresadas en las letras a), b), c) y d); las dos últimas introducidas por la LO 7/2003 y dicho límite opera ya como una pena nueva, resultante y autónoma y a ella deben referirse los beneficios otorgados por la Ley, como son la libertad condicional con las salvedades previstas en el art. 78 CP».

Ahora bien, para obtener el conjunto triple ha de tenerse en cuenta la pena concreta impuesta a cada delito y no la condena total establecida en sentencia cuando sean juzgados varios delitos.

Ello es así, porque el art. 76 utiliza con absoluta claridad el termino pena, ya que ésta es la consecuencia jurídica del delito y, por tanto, la respuesta que el Estado da de forma individual y proporcional al supuesto penal cometido, frente a la expresión condena que es el resultado de una suma automática o refundida de las penas impuestas.

Esta interpretación, que apoya el Ministerio Fiscal, resulta más acorde con las exigencias del principio de legalidad penal, máxime cuando está en juego un valor superior como es la libertad.



• STS 2.ª 11.04.2006 (núm. 423/2006) – Para el cómputo del triple no se pueden unir dos condenas impuestas en una misma sentencia por dos delitos diferentes.


ÚNICO.- En cuanto al fondo del asunto (motivo 2.º), asimismo es evidente que el contenido de tal providencia infringe lo dispuesto en el art. 76, al partir de un error como fue el de considerar una sola pena las dos impuestas en la sentencia de 25.10.2004 del Juzgado de lo Penal núm. 2 de Lugo, que sancionó con dos penas de prisión, cada una de ellas de 5 años, cuando se trataba de dos delitos diferentes, uno del 21.6.2002 y otro de 19 del mes siguiente.

Nos hallamos ante seis hechos delictivos, cometidos entre el 14.2.2002 y 19.7 del mismo año, todos los cuales pudieron haber sido objeto del mismo procedimiento, por lo que todos han de incluirse en el mismo expediente de refundición de condenas. El límite máximo de cumplimiento, conforme al citado art. 76 CP, ha de ser el del triplo de la pena más grave de todas las impuestas por tales seis delitos, como bien dice el Ministerio Fiscal. Por ello el total de penas de prisión impuestas por esos seis delitos, que suman 25 años y 1 mes, ha de quedar reducido a 15 años.



• STS 2.ª 03.03.2009 (núm. 276/2009) – No se puede establecer una nueva pena global resultado de la suma de todas las impuestas en una misma sentencia.


PRIMERO.- El condenado formaliza un único motivo de casación ex art. 849.1 LECrim por infracción del art. 76 CP. Entiende el recurrente que el máximo de cumplimiento efectivo de la condena del culpable no podrá exceder del triple del tiempo por el que se le imponga la más grave de las penas en que haya incurrido, y ello no puede ser interpretado, como hace el Auto impugnado, en el sentido de sumar todas las penas a que resulte condenado en la misma sentencia, de forma que el triple de la pena más grave equivaldrá a doce años y no a quince años, seis meses y ocho días de prisión, pues la sentencia del Juzgado de lo Penal núm. 9 de Málaga de fecha 19/10/01, le condenó por tres delitos a las penas respectivamente de un año, cuatro años y seis meses de prisión, siendo la segunda la más grave de las impuestas en la relación de ejecutorias que se contienen en el antecedente de hecho primero del Auto.

(…)

Argumenta el Auto que la pena más grave no es la mayor impuesta en la sentencia citada del Juzgado de lo Penal de Málaga (cuatro años de prisión), «sino la suma de todas las penas a que resulta condenado en esa misma sentencia» (cinco años y seis meses de prisión), por lo que el triple asciende de doce años a dieciséis años y seis meses de prisión, luego según este cálculo la suma aritmética de todas las penas impuestas es inferior al triple así calculado. Este razonamiento es incorrecto. En primer lugar, porque la letra del art. 76.1 CP no autoriza dicha extensión en la medida que establece el máximo de cumplimiento efectivo de la condena sobre la base del cálculo del triple de tiempo por el que se le imponga la más grave de las penas en que haya incurrido, y ello no autoriza establecer una nueva pena global resultado de la suma de todas las impuestas en la misma sentencia, de forma que según este argumento no sería posible aplicar el límite del art. 76 CP cuando las penas hayan sido fijadas en una sola sentencia. En segundo lugar, en este trance procesal de refundición o acumulación jurídica de penas tampoco existe precepto alguno que determine proceder de esta forma en relación con cada una de las sentencias sujetas a la acumulación, que parece ser el criterio seguido por el Juzgado, pues ello equivaldría a fijar globalmente el tiempo de cumplimiento de las penas establecidas en cada una de las sentencias, lo cual ni está previsto, ni responde a un criterio lógico, ni a la Jurisprudencia de esta Sala, constituyendo una exasperación del cumplimiento contraria precisamente a lo dispuesto en el art. 25.2 CE y a nuestros propios criterios, cuando el límite de la acumulación tiene como fundamento evitar que el condenado cometa un nuevo delito sabedor de la ineficacia de su pena, que sería absorbida en la acumulación de todos ellos con independencia de la fecha de las S.S. y de los hechos delictivos (ver STS 76/04). Conforme a la lógica no hay tampoco razón ex art. 76.1 CP para prescindir de la individualidad de cada condena y sumar todas las impuestas en cada sentencia, porque la posible conexidad entre los distintos hechos enjuiciados en un mismo proceso tiene un alcance principalmente procesal.



• STS 2.ª 05.06.2013 (núm. 521/2013) – Individualidad de las penas.

PRIMERO.- El auto de instancia incurre además en otro equívoco al unir, dentro de cada ejecutoria en la que han recaído condenas por diferentes ilícitos, aquellas que son penas de prisión. Tal sistema oculta, en la práctica, cuál sea la más grave de todas ellas, dificultando el cálculo de su triple frente a la suma aritmética.


• STS 2.ª 18.12.2013 (núm. 943/2013) – Individualidad de las penas. 


SEGUNDO.- El Juzgado –y con esto entramos en el estudio del primer motivo cuyo tema es la correcta o incorrecta aplicación del art. 76 CP– ha denegado la acumulación de condenas. Argumenta que el triplo de la pena más grave supondría una duración más larga que la suma aritmética de todas las penas.

Razona con acierto el recurrente, en discurso que es refrendado por el Ministerio Fiscal, que la Sala incurre en un error: tomar como referencia la suma de las penas impuestas en una sentencia y no la pena más alta aisladamente considerada, tal y como ordena el art. 76 CP. Solo cuando el CP lo prevé así (v. gr. en materia de suspensión de condena: art. 81) hay que estar a la suma de las condenas impuestas en una sentencia. En sede de acumulación son las penas asignadas a cada delito las que hay que manejar para efectuar los cálculos. Las penas mantienen su autonomía aunque se impongan en una única sentencia (salvo los supuestos concursales del art. 77 CP en que se fija una pena única). Según la opinión más extendida, aunque no unánime, conservan también esa autonomía una vez refundidas (arts. 75 y 76 CP).

Operar de otra forma como ha hecho el juez a quo, traiciona el sentido de los arts. 76 CP y 988 LECrim al hacer depender, en definitiva, el tiempo efectivo de cumplimiento de unas penas, no solo de su duración sino singularmente de la mayor o menor flexibilidad o rigor con que se hayan utilizado los criterios de conexidad (arts. 17 y 300 LECrim). Justamente eso es lo que quiso evitar el legislador en su día (1967) con la previsión del incidente inserto en fase de ejecución que se introdujo en el art. 988 LECrim.

Es esa doctrina clara e incuestionable (STS 1372/2005, de 25 de noviembre). Seguramente no la ignora el Juzgador de instancia. Estamos, probablemente, ante un error heredado del dictamen del Fiscal en la instancia, en desliz explicable y disculpable por la inercia de atender a la totalidad de cada fallo y no a la individualidad de las penas.

Hay que estar, pues, a cada pena aisladamente considerada para i) seleccionar la más grave; ii) multiplicar por tres; y iii) comprobar si beneficia al penado la unificación frente a la suma aritmética.

El Juzgador ha excluido la acumulación pues al hallar el triplo de seis años y seis meses (sentencia de 18 de junio de 2001; firme el 26 de febrero de 2002), el tiempo total de cumplimiento se incrementaría notoriamente (dieciocho años y dieciocho meses).

Pero es que en tal sentencia se impusieron tres penas distintas al enjuiciarse tres delitos diferentes. De ellas la mayor es una pena de prisión de tres años y seis meses. Esa es la pena más grave; la que debe tomarse como base para efectuar el cálculo.



• STS 2.ª 06.06.2014 (núm. 483/2014) – Error al calcular el límite máximo de cumplimiento.


SEGUNDO.- Tal como el recurrente pone de manifiesto, con el apoyo, por otra parte, del Ministerio Fiscal, se ha producido, en la resolución recurrida, un error al calcular el triple de la pena más grave de todas las que han sido acumuladas, y por tanto el límite máximo de cumplimiento. Esta pena, la más grave, no es de un año y nueve meses de prisión, como allí se consigna, sino de un año de prisión. Efectivamente, en la sentencia de 13 de octubre de 2008, dictada por el Juzgado de lo Penal núm. 7 de Valencia, el recurrente no fue condenado a una pena de prisión de un año y nueve meses, sino a dos penas distintas, de un año de prisión, por un delito de quebrantamiento, y de nueve meses, por un delito de maltrato en el ámbito familiar. El límite máximo pues que deberá cumplir no es de tres años y veintisiete meses, como se consigna en el auto recurrido, sino de tres años.

Debe en consecuencia estimarse el recurso y corregirse en este extremo la resolución recurrida.



• STS 2.ª 07.11.2014 (núm. 710/2014) – Error en la fijación del límite máximo de cumplimiento.

SEGUNDO.- El recurrente discrepa de la resolución impugnada en cuanto que ésta sostiene que la posible acumulación de las penas objeto de las ejecutorias reflejadas en los números 1 y 6 no resulta más beneficiosa para el acusado que la suma aritmética de todas ellas. El recurrente tiene razón. Tal y como pone de manifiesto, con el apoyo del Ministerio Fiscal, se ha producido en la resolución recurrida un error al calcular el triple de la pena más grave de todas las que se consideran acumulables y, por tanto, al fijar el límite máximo de cumplimiento. La pena más grave no es de cinco años y tres meses de prisión como allí se consigna, sino de dos años. En la sentencia de 9 de octubre de 2008, dictada por el Juzgado de lo Penal núm. 1 de Málaga, el recurrente fue condenado a tres penas distintas, de año y nueve meses cada una, por tres delitos de robo. Son penas individuales y como tales han de computarse, y no como una sola acumulada, por más que se hayan impuesto en la misma causa. Así la pena más grave de las que se acumulan es la de dos años de prisión de la Ejecutoria 34/04 del Juzgado de lo Penal núm. 2 de Cádiz, cuyo triple es seis años, inferior a la suma aritmética de todas las impuestas.


• STS 2.ª 13.02.2015 (núm. 89/2015) – Para determinar la pena más grave no se pueden sumar dos penas impuestas por dos delitos distintos en la misma sentencia.

ÚNICO.- Por otra parte, como bien señala el Ministerio Fiscal al apoyar el motivo en el Auto recurrido se han sumado dos penas impuestas, por dos delitos distintos, en la misma sentencia para determinar esa pena más grave, es decir, se ha partido no de la pena individualmente impuesta sino de la suma de varias impuestas en la misma causa, lo que no es correcto ya que deben tenerse en cuenta, para la determinación del triple del tiempo de la más grave, cada una de las penas individualmente impuestas en las sentencias, aunque en una sola sentencia se hubieran impuesto varias penas.


• STS 2.ª 11.06.2015 (núm. 367/2015) – Penas individuales y no la totalidad de las impuestas en una misma causa.


OCTAVO.- En lo que se refiere, en cuarto lugar, al cálculo del triple de la pena más grave de todas las que se consideran acumulables, relevante para fijar el límite máximo de cumplimiento, ha de tenerse en cuenta que como señala la reciente STS 710/2014, de 7 de noviembre, han de tomarse en consideración las penas individuales y no la totalidad de las impuestas en una misma causa.

Este error se comete con frecuencia, al realizar el cuadro de las fechas de los hechos, fechas de las sentencias (que a partir del uno de julio tendrán que incluir las fechas de enjuiciamiento) y penas impuestas, pues en ocasiones se suman las impuestas en cada causa, sin tomar en consideración que, para determinar el límite del triple de la más grave, la relevante es la más alta de las penas impuestas en concreto, y no la totalidad de la pena impuesta en una sola causa.



• STS 2.ª 10.05.2016 (núm. 398/2016) – Se tendrán en cuenta cada una de las penas impuestas, individualmente consideradas, a los efectos de determinar el triple de la más grave, y no la suma de las penas impuestas en la sentencia.

ÚNICO.- Hay que tener en cuenta que cuando en una misma sentencia se han impuesto varias penas al acusado, correspondientes a distintos delitos cometidos, a los efectos de la acumulación, se tendrán en cuenta cada una de las penas impuestas, individualmente consideradas, a los efectos de determinar el triple de la más grave, y no la suma de las penas impuestas en la sentencia. Por ello procede incluir en la acumulación la ejecutoria 535/2006, numerada como cinco por el Ministerio Fiscal y numerada como ocho en el Auto recurrido, ya que en el Auto recurrido se señala una pena de dos años, cuatro meses y quince días, cuando esa es la suma de tres penas de cuatro meses y quince días de prisión, de un año de prisión y de otro año de prisión, como se señala en el cuadro realizado por el Ministerio Fiscal, por lo que la pena a considerar, a los efectos de determinar la más grave, será una pena de un año de prisión y no la suma de dos años, cuatro meses y quince días.


• STS 2.ª 02.06.2016 (núm. 479/2016) – La pena más grave es la impuesta individualmente en cualquiera de las ejecutorias, no la suma de las penas aplicadas en una ejecutoria.

PRIMERO.- Pero, además, la rectificación es errónea, como pone de manifiesto el Ministerio Fiscal. Pues el art. 76 del Código Penal, al referirse al límite constituido por el triple de la pena, toma como referencia la más grave de las penas en las que haya incurrido, lo que es claramente distinto de la suma de las penas impuestas en cualquiera de las sentencias. Así, la más grave de las penas acumuladas en las que el penado había incurrido era la impuesta en la ejecutoria núm. 16/2003, de dos años y seis meses de prisión, y no la suma de las impuestas en la ejecutoria núm. 174/2002, por lo que el límite máximo de cumplimiento fijado en el Auto de 26 de octubre de 2012 era el correcto, sin que hubiera razones para su rectificación.


• STS 2.ª 16.06.2016 (núm. 522/2016) – No pueden sumarse las penas impuestas por varios delitos en una misma sentencia.


SEGUNDO.- Para la resolución recurrida la pena más grave es la impuesta en la ejecutoria núm. 1920/12 (1 año, 12 meses y 2012 días), pero para alcanzar dicha conclusión, suma las tres penas impuestas en dicha ejecutoria (11 meses de prisión, 1 año y un mes de prisión y 202 días de responsabilidad penal subsidiaria), cuando, de acuerdo con la Jurisprudencia reiterada de esta Sala –STS 398/2016, de 10 de mayo, STS 89/2015, de 13 de febrero o STS 65/2015, de 10 de febrero, entre otras–, a estos efectos no pueden sumarse las penas impuestas por varios delitos en una misma sentencia sino que deben tenerse en cuenta cada una de las penas individualmente consideradas.

Por esta razón, y según lo dicho, la pena más grave de las impuestas al recurrente es la de 14 meses, derivada de la ejecutoria núm. 134/14, por la que la acumulación es procedente.



• STS 2.ª 16.11.2016 (núm. 861/2016) – El art. 76 del Código Penal cuando se refiere a la más grave de las penas en que haya incurrido el penado no está considerando la suma de varias penas impuestas en la misma sentencia sino la más grave de ellas cuando sean varias las condenas en una misma sentencia.


PRIMERO.- En el Auto de acumulación de condenas, de fecha 28 de octubre de 2015, cuyo recurso estamos conociendo, se puede leer que tras señalar correctamente la jurisprudencia de esta Sala que determina la acumulación de las sentencias por las que fue condenado el penado D. Víctor sin embargo excluye de la acumulación la ejecutoria 713/2011, por entender que dadas las penas de prisión impuestas su acumulación sería más perjudicial al penado por lo que le favorece su cumplimiento por separado.

El penado en su recurso discrepa de las razones expresadas en el Auto recurrido para excluir esa ejecutoria ya que se ha considerado, a los efectos de determinar el triple de la más grave, la suma de varias condenas impuestas en la misma sentencia cuando debieran haberse considerado con independencia. Y lleva razón el recurrente. El art. 76 del Código Penal cuando se refiere a la más grave de las penas en que haya incurrido el penado no está considerando la suma de varias penas impuestas en la misma sentencia sino la más grave de ellas cuando sean varias las condenas en una misma sentencia.

En consecuencia, examinada la ejecutoria 713/2011 comprobamos que se corresponde con una sentencia dictada el día 29 de septiembre de 2011, respecto a hechos acaecidos los días 15 y 21 de septiembre de 2010, y en la que se enjuiciaron varios delitos, imponiéndose varias penas de prisión siendo la más grave de las impuestas una de un año y nueve meses de prisión. Se trataba de hechos que podrían haber sido enjuiciados en la sentencia, que tenía también la fecha de 29 de septiembre de 2011, que sirve de referencia, ya que los hechos enjuiciados habían ocurrido con anterioridad y no habían sido enjuiciados.

Al considerarse como pena más grave la de un año y nueve meses de prisión y no la suma de todas las impuestas, su inclusión en la acumulación favorece al penado, acumulación en la que se ha tenido en cuenta como más grave una pena de dos años de prisión y que el triplo suponen seis años de prisión.

Así las cosas, procede estimar el recurso interpuesto por el penado D. Víctor y en la acumulación acordada en el Auto recurrido debe ser incluida la ejecutoria 713/2011, que había sido incorrectamente excluida en dicho Auto.



Supuestos prácticos


 1. En una ejecutoria se imponen 3 años de prisión por un solo delito de robo, siendo esta pena la más grave de las impuestas al condenado.

El triple de la pena más grave será: 3 x 3 = 9 años de prisión.

 

2. En una ejecutoria se imponen 3 años de prisión por tres delitos de robo condenados a un año de prisión cada uno de ellos, siendo 1 año de prisión la pena más grave impuesta.

El triple de la pena más grave será: 1 x 1 = 3 años de prisión.

No es lo mismo que en una ejecutoria se impongan 3 años de prisión por un solo delito que si los 3 años corresponden a tres penas de 1 año impuestas por tres delitos distintos.

 

3. Un sujeto comete 6 hechos delictivos entre el 14 de febrero y el 19 de julio de 2002, siendo condenado a las siguientes penas:









	
Hecho 1

14.02.2002


	
Sentencia

11.11.2002


	
Pena

3 años de prisión





	
Hecho 2

10.07.2002


	
Sentencia

10.06.2003


	
Pena

4 años de prisión





	
Hecho 3

01.04.2002


	
Sentencia

15.09.2003


	
Pena

4 años y 6 meses de prisión





	
Hecho 4

14.03.2002


	
Sentencia

25.03.2004


	
Pena

3 años y 7 meses de prisión





	
Hecho 5

21.06/19.07.2002


	
Sentencia

25.04.2004


	
Pena

5 años de prisión

5 años de prisión







Como los 6 hechos delictivos pueden ser objeto de un mismo procedimiento, todos han de incluirse en el mismo expediente de acumulación de condenas. El límite máximo conforme al art. 76 del Código Penal ha de ser el triplo de la pena más grave de todas las impuestas por los 6 delitos.

Como la comparación debe realizarse respecto de penas impuestas por delitos individualmente considerados, no se puede considerar una sola pena, 10 años, las dos penas impuestas en la sentencia de 25 de abril de 2004 que sancionó con dos penas de prisión, cada una de ellas de 5 años, por dos delitos diferentes (uno cometido el 21 de junio y otro el 19 de julio).

Si sumamos todas las penas, el total es de 25 años y 1 mes, pena que ha de quedar reducida a 15 años, al multiplicar por 3 la pena más grave que es la de 5 años de prisión.



3.1.3.  ¿Cómo se calcula el triple de la pena más grave?

El triple de la pena más grave ha de fijarse separadamente, sin convertir en años (365 días) los meses (30 días) de prisión. Las referencias, por tanto, a las cuantías finalmente resultantes deben mantenerse en su formato de años, meses y días sin convertir los meses que excedan de doce en años, ni los excesos de días en meses o años.

Los meses han de computarse a estos efectos como de 30 días y los años como de 365 días. No es posible, a través de la operación aritmética de búsqueda del triplo de la más grave, convertir doces meses en doce meses y cinco días. Ello es importante porque desde el punto de vista de la ejecución, un año es cinco días más largo que la suma de doce meses –365 días por 360 derivados de multiplicar 12 meses por 30 días– por lo que por cada conversión que se haga a años se añaden 5 días de condena más al reo.

▸  Jurisprudencia

• STS 2.ª 27.06.2003 (núm. 937/2003) – Error en el cálculo del triple de la pena más grave.


PRIMERO.- Este último tribunal, por ser el autor de la sentencia última (art. 988 LECrim) fue el encargado de resolver aquel incidente de acumulación comprensivo de las mencionadas cinco condenas, que acordó el límite máximo de cumplimiento efectivo en el triplo de la más grave de todas las penas a refundir: 9 años y 18 meses, es decir, 10 años y 6 meses, triplo de la de 3 años y 6 meses.

(…)

En el caso aquí examinado, repetimos, se discute la posibilidad de acumulación de esta condena última a aquellas otras cinco anteriores, de modo que, en ese triplo de la pena más grave, 10 años y 6 meses de prisión, quede también incluida esta otra pena de 1 año y 2 meses.

(…)

SÉPTIMO.- En total, prisión de diez años y seis meses.



• STS 2.ª 18.12.2013 (núm. 943/2013) – El triplo ha de fijarse separadamente, sin convertir en años (365 días) los meses (30 días) de prisión. Doce meses de prisión suponen cinco días menos que un año de prisión.

QUINTO.- El Fiscal propone fijar un máximo de cumplimiento de diez años y seis meses. Pero la penalidad a multiplicar por tres es la de tres años y seis meses lo que conduce a la duración de nueve años y dieciocho meses, que es ligeramente menos gravosa. Los meses han de computarse a estos efectos como de treinta días; los años como de trescientos sesenta y cinco días. No podemos a través de una operación de acumulación convertir doce meses en doce meses y cinco días.


• STS 2.ª 26.01.2017 (núm. 35/2017) – Error en el cómputo de penas.

SEGUNDO.- El error padecido deriva de efectuar los cómputos de la suma de todas las penas o del triple de la más graves reconduciendo el tiempo en meses a años a razón de un año por cada 12 meses. Sin embargo, tal reconducción no es aceptable por ser perjudicial para el reo. Los meses deben ser considerados todos ellos de 30 días, de suerte que doce meses implica menos duración que un año que supone 365 (no 360) días de pena a cumplir.


Supuestos prácticos


 1. Un sujeto es condenado, entre otras penas, a una pena de 3 años y 6 meses, siendo ésta la pena más grave.

Para hallar el triple de dicha pena no se puede convertir 3 años y 6 meses en 10 años y 6 meses. Por el contrario, habrá que multiplicar por tres los años y por tres los meses, de forma que partiendo de la pena de 3 años y 6 meses el resultado sería: 3 años x 3 = 9 años de prisión y 6 meses x 3 = 18 meses de prisión, en total: 9 años y 18 de prisión, que a efectos de cómputo no es exactamente lo mismo.

 

2. Un sujeto es condenado, entre otras penas, a una pena de 3 años y 9 meses, siendo ésta la pena más grave.

Para hallar el triple de dicha pena no se puede convertir 3 años y 9 meses en 11 años y 3 meses, sino que hay que multiplicar por tres los años y por tres los meses, de manera que partiendo de la pena más grave de 3 años y 9 meses el resultado quedaría en 9 años y 27 meses de prisión, sin reconvertir los meses en años.

Si se pasan a años los meses sobrantes queda una pena de 11 años y 3 meses. Si multiplicamos 365 x 11 años, el resultado es 4015 días y si al mismo le sumamos el resultado de multiplicar 30 x 3 meses = 90, la suma total es de 4105 días de prisión.

Ahora bien, si, por el contrario, multiplicamos por tres los años y los meses sin convertir en años los meses, el resultado es: 9 años y 27 meses. Multiplicando 365 x 9 años = 3285 días y si a este resultado sumamos los meses, 27 x 30 = 810 días, la suma total arroja un final de 4095 días, por tanto, 10 días menos de pena de prisión.

PENA: 3 AÑOS Y 9 MESES

Dos procedimientos para el cálculo del triple de esta pena:









	Método correcto
	9 años y 27 meses
	Días de prisión= 365x9+27x30=4095



	Método incorrecto
	11 años y 3 meses
	Días de prisión= 365x11+3x30=4105





El resultado: 10 días menos de prisión.



3.1.4.  ¿Qué sucede con las penas que exceden del límite de cumplimiento resultante de la acumulación?

El triple de la pena más grave es el límite de cumplimiento efectivo, dejando extinguido el resto de las penas que vayan desde ese cómputo hasta el total.

El apartado 1 del art. 76 del Código Penal dice: «No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, el máximo de cumplimiento efectivo de la condena del culpable no podrá exceder del triple del tiempo por el que se le imponga la más grave de las penas en que haya incurrido, declarando extinguidas las que procedan desde que las ya impuestas cubran dicho máximo, que no podrá exceder de 20 años (…)».

La redacción actual «declarando extinguidas las que procedan desde que las ya impuestas…» no es casual. Proviene de la reforma de 1944 y con ella se modificó el anterior «dejando de imponérsele», por «dejando de extinguir», convirtiéndose en el actual «declarando extinguidas».

La anterior redacción, «dejando de imponérsele», presente en los Código penales de 1870 y 1932 planteaba la cuestión de si el fallo de la sentencia, por la que se condenaba a penas que superaran los límites, ya fuera el relativo o los absolutos, debía, o no, contener las penas que excedieran de tales límites. Para el Tribunal Supremo lo correcto era, en supuestos de apreciación de concurso, determinar la pena que correspondiere a varias infracciones y luego pasar a declarar que se entendían como no puestas las excedentes del tope. El tema fue zanjado con la nueva redacción que obligaba a imponer todas las penas y, en fase de ejecución, liquidar las que no debían cumplirse por exceder de los topes legales.

Es el órgano sentenciador, al dictar el correspondiente auto de acumulación, quien da cumplimiento a lo preceptuado en el art. 76 del Código penal, «declarando extinguidas las que procedan desde que las ya impuestas cubran dicho máximo».

Producida la acumulación el art. 76 del Código Penal declara extinguidas las que excedan de dicho máximo, esto es, la elección de uno de los dos tipos –límite relativo o límite absoluto– produce un efecto de extinción de las penas que restan por debajo del mismo al utilizar el Código Penal la expresión «declarando extinguidas».

Al quedar sin efecto alguno, por imperativo de la aplicación del art. 76.2 del Código Penal las penas excedidas, la Consulta 3/1993 bis de la Fiscalía General del Estado, advirtió que dichas limitaciones operan, en la práctica, como cláusulas de impunidad para los delitos cuyas penas excedan de los topes previstos, suponiendo una rebaja al que delinque «al por mayor», sin que los límites guarden relación alguna con el número y gravedad de los delitos cometidos sancionando por igual un asesinato que veinte.

Por otro lado, la expresión utilizada por el legislador, «declarando extinguidas», plantea la duda de si la pena fijada tras el correspondiente proceso de acumulación constituye una nueva pena, única y unitaria, que viene a sustituir a las anteriormente impuestas, o si por el contrario éstas mantienen su virtualidad propia, constituyendo simplemente una materia que afecta a su ejecución, a través de la cual se va a determinar exclusivamente el límite máximo de cumplimiento.

El argumento para la consideración de pena única, se fundamenta en que, en el ámbito penitenciario, funciona el principio de unidad de ejecución, que se utiliza respecto a todo penado desde el momento en que tiene distintas penas acumuladas o no, ya que, a efectos de clasificación, permisos, tratamiento y libertad condicional, se tienen en cuenta las diferentes penas como si se tratara de una sola. Por otra parte, la expresión del Código Penal de 1995 «declarando extinguidas», pudiera abonar la tesis de pena nueva.

La cuestión ha sido resuelta por nuestro Tribunal Supremo, ya de forma pacífica, considerando que este procedimiento en modo alguno supone una derogación del art. 75, de tal suerte que el sujeto deberá cumplir la totalidad de las penas impuestas comenzando por la más grave, y así sucesivamente hasta que llegue al límite máximo que le ha sido determinado. Límite que en modo alguno supone la sustitución de esas penas por una nueva de esa duración, sino que sencillamente significa el periodo máximo de tiempo que esa persona puede estar privado de libertad, de forma que, alcanzado ese límite, automáticamente deben entenderse extinguidas aquellas penas que aún le resten por cumplir.

▸  Jurisprudencia

• STS 2.ª 08.03.1994 – El límite de cumplimiento opera como una pena nueva.


QUINTO.- Se olvida por el Tribunal de instancia que la pena señalada en el art. 70.2.ª del Código Penal, el límite de treinta años en este caso, opera ya como una pena nueva, resultante y autónoma y a ella deben referirse los beneficios otorgados por la Ley, como son la libertad condicional y la redención de penas.

Se trata de una interpretación realizada por el órgano a quo contra reo y que por ello debe proscribirse.

El art. 59 del Reglamento Penitenciario no parece apoyar la interpretación de la Sala de instancia, pues se refiere a la pena impuesta y que la suma perimétrica es considerada como una nueva sanción.

Sobre la pena resultante, que podría ser el triplo de la más grave de las sanciones o bien el límite de treinta años, cuando aquel exceda de ese límite, es donde deben operar los beneficios penitenciarios y no distinguir, donde la ley no distingue y contra reo y con choque frontal a lo señalado en el art. 25.2 del texto constitucional.



• STS 2.ª 28.02.2006 (núm. 197/2006) – Penas extinguidas.

CUARTO.- Esta interpretación resulta también de la forma con que el Código se expresa, pues tras el referido cumplimiento sucesivo de penas, el penado dejará «de extinguir [es decir, de cumplir] las que procedan [esto es, las siguientes en el orden citado] desde que la ya impuestas [cumplidas] cubrieren el máximum de tiempo predicho, que no podrá exceder de treinta años»


• STS 2.ª 18.12.2013 (núm. 943/2013) – Trato discriminatorio.

TERCERO.- Hemos dicho que la primera limitación obedece a discutibles razones de política criminal, porque rompe con el principio constitucional de cumplimiento de las penas, que resulta del contenido del art. 118 de la Constitución española («es obligado cumplir las sentencias… firmes de los Jueces y Tribunales…»), y establece un cierto principio de impunidad, por el que resulta que el autor de más de tres delitos de la misma gravedad, no cumplirá sanción alguna por todos los restantes, sin fundamento alguno, cualquiera que sea su número, y que origina situaciones de trato discriminatorio respecto de otro sujeto que cometiendo idénticas infracciones tenga ya alguna sentencia condenatoria que rompa con la posibilidad de tal acumulación.


Supuestos prácticos


 1. Un sujeto ha cometido tres delitos. A cada delito le corresponde una pena de 10 años de prisión por lo que entra en juego el límite absoluto de los 20 años.

A este sujeto se le impondrán dos penas de 10 años cada una y se declarará extinguida una pena también de 10 años de prisión en virtud del inciso del art. 76.1 del Código penal: «declarando extinguidas las que procedan desde que las ya impuestas cubran dicho máximo, que no podrá exceder de 20 años».

 

2. El penado solicita la acumulación de condenas conforme al siguiente cuadro:









	
Hecho 1

05.06.2005


	
Sentencia

01.02.2006


	
Pena

6 meses de prisión





	
Hecho 2

03.05.2005


	
Sentencia

21.04.2006


	
Pena

3 meses de prisión





	
Hecho 3

04.05.2005


	
Sentencia

06.06.2006


	
Pena

1 año de prisión





	
Hecho 4

14.03.2005


	
Sentencia

05.10.2006


	
Pena

1 año de prisión





	
Hecho 5

16/17.05.2005


	
Sentencia

15.11.2006


	
Pena

4 meses y 15 días de prisión

1 año de prisión

1 año de prisión





	
Hecho 6

23/24.02.2005


	
Sentencia

09.01.2007


	
Pena

1 año y 3 meses de prisión

6 meses y quine días de prisión





	
Hecho 7

26.04.2005


	
Sentencia

10.07.2007


	
Pena

4 meses y 15 días de prisión







Las condenas relacionadas en el anterior cuadro se acumulan con un máximo de cumplimiento de tres años y nueve meses de prisión, que corresponde al triple de la pena más grave de las acumuladas, 1 año y 3 meses de prisión, declarando extinguidas las que procedan desde que las impuestas cubran dicho máximo.



3.2.  Límites absolutos

3.2.1.  ¿Los límites absolutos operan sobre el conjunto de todas las penas impuestas a un mismo condenado o existen excepciones en su aplicación?

El art. 76 del Código Penal establece, como sabemos, dos tipos de límites al cumplimiento sucesivo cuando el sujeto ha sido condenado a dos o más penas como consecuencia de la comisión de dos o más delitos. Por un lado, se establece un límite máximo indeterminado (en el sentido de que no es un número fijo de años) –relativo–, que consiste en el triple de la más grave de las penas impuestas al penado y que ya hemos explicado. Y, por otro lado, se establecen unos límites máximos fijos –absolutos– de 20 y, excepcionalmente, de 25 (art. 76.1 a), 30 (art. 76.1 b) y 40 años (art. 76.1 c y d) y el previsto para el caso de que una de las penas sea la de prisión permanente revisable (arts. 76.1 e, 78 bis y 92 del Código penal).

En ambos casos, lo que se pretende con estas limitaciones es corregir los excesos punitivos que pudieran resultar de la aplicación estricta del modelo de cumplimiento sucesivo establecido en el art. 75 del Código penal.

Como ya sabemos, para la aplicación del límite máximo relativo ha de estarse a las penas efectivamente impuestas al sujeto, para proceder a establecer cuál de todas ellas es la pena más grave, efectuando sobre ella el cálculo del triple de su duración (sin que pueda superar en ningún caso el límite máximo absoluto de 20 años); esta cifra será la que se utilice para establecer el límite a la acumulación/cumplimiento de las penas impuestas.

La misma operación ha de realizarse para la aplicación del límite máximo absoluto de 20 años, pues este se aplica con carácter general (es el ordinario y no excepcional) cuando el cálculo del límite máximo relativo supere ese número de años.

Los límites máximos absolutos excepcionales solo operan cuando la pena con que se conmina alguno de los delitos cometidos alcanza los 20 años de prisión (entonces el límite es de 25 años) o es superior a 20 años de prisión (entonces el límite es de 30, años) o dos de los delitos estén amenazados con pena de prisión superior a 20 años o se trate de delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas o de terrorismo del Capítulo VII del Título XXII del Libro II del Código Penal y alguno de ellos esté castigado con pena de prisión de más de 20 años (entonces se fija el límite máximo de 40 años) o uno de los delitos esté legalmente conminado con pena de prisión permanente revisable (en tal caso, la fijación de los límites es más compleja y nos referiremos a ella en el número 3 de este apartado). Pues bien, para la aplicación de los límites absolutos excepcionales (de 25, 30, 40 años y el previsto para la pena de prisión permanente revisable) la referencia es, por tanto, la cuantía de la pena prevista en el Código Penal para al menos uno y en un caso dos (el del art. 76. 1 c) de los delitos cometidos. En la siguiente pregunta matizaremos qué ha de entenderse por pena prevista legalmente.

En las acumulaciones a las que afectan los límites máximos absolutos extraordinarios –al igual que si se tratara del límite ordinario– hay que incluir todas las penas impuestas al penado y objeto del incidente de acumulación. No existe ninguna previsión legal o interpretación judicial que determine lo contrario.

Por tanto, en respuesta a la preguntada planteada, los límites máximos extraordinarios (el general de 20 años y los excepcionales de 25, 30 y 40 años; el caso más complejo de la concurrencia de una pena de prisión permanente revisable se matizará enseguida en el número 3) operan sobre el conjunto de todas las penas impuestas a un mismo condenado. Ahora bien, para su incorporación en la acumulación, en virtud la doctrina mantenida por el Tribunal Supremo, se exige que cumplan el criterio cronológico. Ello significa que se requiere que se trate de penas impuestas por delitos de una misma época, de forma que ninguno de ellos se haya cometido después de haberse dictado la sentencia matriz de la acumulación. O, en otras palabras, solamente quedarían excluidas de la acumulación las penas cuando la fecha de la sentencia que las impuso fuera posterior a la sentencia condenatoria determinante de la acumulación.

▸  Jurisprudencia

• STS 2.ª 11.06.2015 (núm. 367/2015) – Doctrina general y consolidada del Tribunal Supremo sobre la extensión y los límites de la acumulación de condenas.


SEGUNDO.- La resolución del recurso hace conveniente reiterar la doctrina general de esta Sala sobre los criterios aplicables en materia de refundición o acumulación de condenas a resolución del recurso hace conveniente reiterar la doctrina general de esta Sala sobre los criterios aplicables en materia de refundición o acumulación de condenas, a la que ya nos hemos referido, por ejemplo, en la reciente STS 226/2015, de 17 de abril.

Esta doctrina se puede sistematizar en cuatro apartados diferentes: 1.º) principios generales; 2.º) criterios de determinación de las ejecutorias acumulables; 3.º) criterios de competencia; 4.º) criterio de determinación del triple de la pena más grave.

Por lo que se refiere, en primer lugar, a los principios generales, la doctrina de esta Sala (SSTS 880/2014 de 30 de diciembre, 650/2014 de 16 de octubre, 567/2014 de 9 de julio, 497/2014 de 24 de junio, 571/2013 de 1 de julio STS 116/2015, de 10 de marzo), estima que la acumulación de condenas prevenida en el art. 988 de la LECrim tiende a hacer efectivas las previsiones del art. 76 del Código Penal sobre tiempos máximos de cumplimiento efectivo en caso de condenas diferentes por varios delitos.

Estos límites son de gran relevancia pues tienen un fundamento constitucional ya que responden a la necesidad de evitar que una excesiva prolongación de la privación de libertad pueda producir un efecto contrario a la reeducación y reinserción social prevenidas en el art. 25.2 de la Constitución como finalidad esencial a la que están orientadas las penas privativas de libertad.

La resocialización del delincuente constituye un objetivo imprescindible en la ejecución de las penas, aunque es compatible con la prevención general y especial como finalidades perseguidas con la imposición de la pena.

La interpretación de los límites punitivos del art. 76 CP debe hacerse, en consecuencia, en forma preordenada al efectivo cumplimiento de los diversos fines de la pena, favoreciendo la reinserción del penado en la sociedad, y evitando al mismo tiempo que puedan generarse situaciones de impunidad o actuaciones criminógenas respecto de posibles delitos futuros.

El límite establecido en el art. 76 del Código Penal, consiste, en términos relativos, en un tiempo de cumplimiento equivalente al triple de la más grave de las penas impuestas. El límite absoluto, que eran de 20 años efectivos en el Código Penal de 1995, salvo excepciones que podían alcanzar como máximo los treinta años, se ha incrementado de forma muy relevante en sucesivas reformas legislativas tendentes a alargar el máximo de cumplimiento de las penas privativas de libertad, especialmente en supuestos de terrorismo, pudiendo alcanzar en la actualidad los cuarenta años de prisión efectiva.

No hay que olvidar que la reciente LO 1/2015, de 30 de marzo, reintroduce en nuestro ordenamiento, bajo la denominación de prisión permanente revisable, una pena de prisión de duración indeterminada, o perpetua ya que puede prolongarse hasta el fallecimiento del penado, y que, con carácter general, exige un mínimo de 25 años para acceder a la primera revisión (art. 92 a), y en los supuestos más graves de treinta y cinco años (art. 78 bis). Por lo que se refiere a los límites relativos, que son los aquí aplicables, ha de tomarse con consideración que el sistema de acumulación jurídica contenido en el art. 76 CP viene a corregir los excesos punitivos que pudieran resultar de la aplicación estricta del modelo de acumulación matemática que establece el art. 73 CP, unido al sistema de cumplimiento sucesivo establecido en el art. 75 CP.

A diferencia de otros ordenamientos, que establecen una sola pena para diversos delitos enjuiciados en un mismo proceso, exasperando la pena del delito más grave, en el nuestro se sigue un sistema de acumulación matemática pura, que puede conducir en caso de multiplicidad de condenas a la vulneración del principio de proporcionalidad, alcanzando la suma de todas las penas legalmente correspondientes a los delitos cometidos, aun cuando fuesen delitos menores o menos graves, cantidades desorbitadas, reñidas en su cumplimiento total y sucesivo con el principio constitucional de rehabilitación de las penas, e incluso con la duración de la vida del penado.

En concreto, cuando se trata de una multiplicidad de delitos menores cometidos por el acusado en un determinado período de su juventud, en ocasiones vinculados al consumo de estupefacientes, o a otras circunstancias vitales, la regla legal establecida en el art. 76 CP que limita el tiempo de cumplimiento efectivo al triple de la pena más grave, trata de evitar que quien solamente ha cometido delitos menores pueda sufrir, como consecuencia de la aplicación draconiana del sistema de acumulación matemática, una pena desproporcionada, que le mantenga en prisión durante un período tan prolongado de su vida que impida definitivamente su eventual rehabilitación.

Y, al mismo tiempo, se trata de evitar que la acumulación de numerosos delitos menores acabe determinando el cumplimiento de una pena superior a la eventual comisión de delitos de mayor entidad, por ejemplo, contra la vida humana.

Es por ello por lo que esta Sala ha realizado una interpretación flexible del art. 76 CP, para evitar que vicisitudes procesales diversas puedan frustrar el propósito del Legislador, provocando la superación de los límites legales y la vulneración de los principios constitucionales, en el caso de que delitos menores cometidos en una misma época de la vida del penado determinen la imposición de penas globales desproporcionadas, simplemente por haber sido enjuiciados separadamente.

Y por ello esta Sala ha dicho reiteradamente (SSTS 91/2008 de 18 de febrero, 1249/97 de 17 de octubre; 11/98 de 16 de noviembre; 109/98 de 3 de febrero; 216/98 de 20 de febrero; 328/98 de 10 de marzo; 1.159/2000 de 30 de junio; 649/2004 de 12 de mayo, entre otras) que era necesario adoptar un criterio favorable al reo en la interpretación del requisito de conexidad que exigían los arts. 988 LECrim y 76 CP para la acumulación jurídica de penas, estimando que para la aplicación de la refundición, más que la analogía o relación entre sí, lo relevante es la conexidad «temporal», es decir que los hechos pudiesen haberse sido enjuiciado en un solo proceso, atendiendo al momento de su comisión (SSTS 548/2000 de 30 de marzo, 722/2000 de 25 de abril, 1.265/2000 de 6 de julio, 860/2004 de 30 de junio, 931/2005 de 14 de julio, 1.005/2005 de 21 de julio, 1.010/2005 de 12 de septiembre, 1.167/2005 de 19 de octubre, entre otras).

Este criterio fue asumido legislativamente en la LO. 7/2003 de 30 de junio, al referirse expresamente el apartado 2.º del art. 76 CP reformado a la posibilidad de aplicar la limitación a hechos que no fueren conexos, pero si susceptibles de haberse enjuiciado en un mismo proceso atendiendo al momento de su comisión.

En la reciente reforma de 2015 se abandona definitivamente la exigencia de conexión entre los hechos delictivos para la aplicación de los límites previstos en el art 76 (nuevo párrafo segundo del art 76 reformado por la LO 1/2015, de 30 de marzo, que entra en vigor el 1 de julio próximo).

El nuevo texto establece, de forma un tanto oscura, que «La limitación se aplicará aunque las penas se hayan impuesto en distintos procesos cuando lo hayan sido por hechos cometidos antes de la fecha en que fueron enjuiciados los que, siendo objeto de acumulación, lo hubieran sido en primer lugar».



3.2.2.  ¿Qué consecuencias tiene la utilización de la pena en abstracto como criterio de determinación de los límites excepcionales previstos en el artículo 76.1 del Código penal?

Como se acaba de explicar, el art. 76.1 del Código Penal establece los límites máximos, relativo y absoluto, al cumplimiento sucesivo de dos o más penas impuestas al sujeto (en una misma sentencia o en varias acumuladas): el primero está fijado atendiendo a la pena más grave entre las impuestas, calculando sobre ella el triple de su duración y el segundo fijado como límite máximo absoluto o general de 20 años. Estos límites no se establecen atendiendo al marco penológico señalado por el Código Penal para cada delito por el que haya sido condenado el sujeto, pues las referencia a la pena «que se le imponga» y a la más grave «de las penas en que haya incurrido» no deja lugar a dudas: se refiere a las penas que han sido efectivamente impuestas al sujeto.

Otra cosa sucede con las excepciones al límite máximo absoluto que se enumeran en el citado art. 76.1 del Código penal: los ya mencionados de 25, 30, 40 años y el previsto para la pena de prisión permanente revisable. En estos casos, el artículo no hace referencia a las penas efectivamente impuestas en la sentencia condenatoria, o a las penas en que haya incurrido el sujeto. Las referencias que se utilizan para cada una de las excepciones es que [alguno de los delitos por los que ha sido condenado el sujeto o dos de ellos en un caso, como sabemos] «esté castigado por la ley con pena de prisión hasta …, superior a…, prisión permanente revisable» : así, resumiendo lo que ya hemos explicado, cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos y alguno de ellos esté castigado por la ley con pena de prisión de hasta 20 años (límite máximo absoluto: 25 años) o superior a 20 años (límite máximo absoluto: 30 años), o dos de los delitos estén castigados por ley con pena de prisión superior a 20 años o el sujeto ha sido condenado por dos o más delitos terrorismo alguno de los cuales esté castigado por la ley con pena de prisión superior a 20 años (límite máximo absoluto: 40 años). Para el límite temporal mínimo en el cumplimiento de la pena de prisión permanente revisable también se utiliza la misma referencia: «cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos y, al menos, uno de ellos esté castigado por la ley con pena de prisión permanente revisable…».

A la vista de la literalidad del art. 76.1 del Código penal, en sus letras a), b), c), d) y e), que fijan esos límites máximos absolutos excepcionales, en la aplicación de las excepciones al límite máximo absoluto se plantea la duda de si ha de atenderse a la pena señalada por la ley en abstracto para el delito de que se trate, atendiendo al concreto precepto que lo tipifica en la parte especial, es decir del Libro II del Código penal, o si la expresión legal puede interpretarse de otro modo, en concreto como pena prevista por la ley tras la aplicación de las reglas de determinación «legal» de la pena, las que determinan la pena «típica» para un sujeto, en concreto (y con seguridad, pues puede haber otras dudosas) las relativas a la tentativa (art. 62 –y en parte 63– del Código penal), a la participación (en concreto a la complicidad –simple, no necesaria–: art. 63 del Código penal) y a las eximentes incompletas (art. 68 del Código penal); son las penas con que se castigan por ley con carácter general los delitos cuando no están consumados o son cometidos en grado de complicidad o con eximente incompleta. Esta segunda interpretación parece razonable en todo caso, pero además se podría añadir, en nuestra interpretación, un dato sistemático que la reforzaría: como los supuestos de actos preparatorios punibles de conspiración, proposición y provocación para delinquir se tipifican uno a uno en la parte especial del Código penal, parece claro que la pena con la que se conminan es pena legalmente establecida (pena típica); resultaría sistemática y valorativamente bastante absurdo que se sostuviera otra cosa en relación con la pena de un delito cometido en grado de tentativa.

En relación con esta cuestión, el Tribunal Supremo, en su acuerdo de Pleno no jurisdiccional de 19 de diciembre de 2012, acordó que «la pena a tener en cuenta en la determinación de los límites máximos de cumplimiento previstos en el art. 76.1, apartados a) a d), cuando se hace referencia a la correspondiente al delito por el que haya sido condenado, es la correspondiente a la tentativa, cuando sea éste el grado de ejecución apreciado en la sentencia condenatoria». Este pronunciamiento confirma, por tanto, la interpretación que estimamos más adecuada.

▸  Jurisprudencia

• STS 2.ª 08.11.2012 (núm. 1078/2012) – Límites excepcionales del art. 76.1, pena señalada por la ley, tentativa y actos preparatorios.


TERCERO.- A través del primer motivo de queja considera la recurrente que la decisión de instancia resulta contraria al art. 76 CP, el cual en su párrafo 1.b) fija un máximo de treinta años de prisión únicamente «cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos y alguno de ellos esté castigado por la Ley con pena superior a los veinte años» . Entiende que este último límite –pena superior a veinte años– no se supera en su caso, pues el delito más grave de aquéllos por los que fue condenada en ambos procedimientos está representado por la conspiración para asesinato terrorista, cuya penalidad nunca puede rebasar los veinte años de prisión, al haber previsto el Legislador en tales casos la inferior en uno o dos grados a la señalada para el delito al que aparezca vinculada la conspiración (arts. 572.1.1.ª, 139.1.ª y 141 CP). Formándose este grado inferior a partir del mínimo de la pena señalada por la Ley para el delito de que se trate, reducido en un día, el máximo de pena que le era imponible habría de representar una prisión de veinte años menos un día, razón por la que la Sala de procedencia hubo de aplicar la regla general del art. 76.1 CP e imponerle un máximo de cumplimiento efectivo de veinte años de privación de libertad, en lugar de los treinta señalados en la resolución que se discute, al encontrarnos ante el supuesto general.

En un segundo motivo, tras invocar los principios de legalidad y seguridad jurídica, además del deber de intangibilidad fáctica, considera violentado por la Sala de instancia su derecho a la tutela judicial efectiva, en la medida en que el delito de conspiración para asesinato terrorista mereció una condena de diez años de prisión por su subsunción bajo los citados arts. 572.1.1.ª, 139.1.ª y 141 CP, mientras que al fijar ese máximo de cumplimiento efectivo de treinta años el auto combatido ha tenido erróneamente en cuenta el subtipo agravado del art. 572.2 CP. La pena imponible en abstracto se extendía, pues, hasta los veinte años menos un día de prisión, en lugar de hasta los veinticinco años menos un día atendidos por la Sala a quo para llegar a aquella conclusión.

1. El Fiscal, que apoya expresamente el recurso, invoca a favor de su estimación la STS núm. 145/2012, de 6 de marzo, a tenor de la cual y a los fines de determinar estos máximos habrá de atenderse al delito concretamente cometido; en consecuencia, también a su concreto grado de ejecución, de manera que si el delito es intentado la pena de la que habrá que partir lo será en su grado inferior, en toda su extensión. Se afirmó entonces que el delito intentado es una categoría propia y distinta del consumado, por lo que tiene límites penológicos autónomos.

A este respecto, procede que mencionemos el Acuerdo recientemente alcanzado por el Pleno de esta Sala de lo Penal el pasado 19/12/2012, según el cual: «Para determinar los límites máximos de cumplimiento establecidos en las letras a) a d) del art. 76 del Código Penal hay que atender a la pena máxima imponible, pero teniendo en cuenta las degradaciones obligatorias en virtud del grado de ejecución del delito».

2. El caso sometido a nuestro examen no refleja, en puridad, un supuesto de delito intentado, como analizaba la sentencia invocada por el Fiscal, sino de conspiración para el delito, figura integrada en lo que doctrinal y jurisprudencialmente se conoce bajo la categoría de las «resoluciones manifestadas de voluntad». Tal y como señalaba la STS núm. 440/2006, de 7 de abril, las tres fórmulas consagradas en los arts. 17 y 18 CP (conspiración, proposición y provocación al delito) tienen en común con los actos preparatorios el quedar fuera de la ejecución o materialización del delito, en tanto en cuanto no afectan al núcleo del tipo, ya que el sujeto realiza una manifestación de voluntad cuya naturaleza inmaterial les distingue de los auténticos actos preparatorios. Tanto respecto de los actos preparatorios como de las resoluciones manifestadas rige la norma general de la no punición. Sólo excepcionalmente se castigarán estas últimas cuando de forma expresa los prevea la Ley (arts. 17.3 y 18.2 CP).

En la conspiración y provocación, los términos de la Ley parece que no originan dudas respecto a la intervención asignada a los conspiradores y provocadores. La conspiración existe, según la ley, «cuando dos o más personas se concierten para la ejecución de un delito y resuelvan ejecutarlo» (art. 17.1 CP). Nos hallamos entonces ante la denominada «coautoría anticipada», en la que se prevé la intervención de todos los conspiradores en la realización material del hecho delictivo, sea cual fuere el cometido o la parte del plan acordado que haya tocado ejecutar a cada uno de los concertados. Esta misma sentencia está en línea con su predecesora STS núm. 1129/2002, de 18 de junio, a la que expresamente remite, y que mantiene una línea jurisprudencial poco discutida respecto a la conspiración para destacar con carácter general lo siguiente:


	
1.º.  Se trata de un delito de características híbridas, pues si bien ha sido considerado en muchas ocasiones como un delito de «dinámica propia», es al mismo tiempo y de una forma indefectible subsidiario o «dependiente» de otro que podemos llamar «principal»; es decir, se trata de un delito simplemente «mediato» y no «inmediato», de características parecidas a lo que una parte de la doctrina denomina «tentativa de peligro».

	
2.º.  Por tanto, la independencia tipológicas de estos delitos es más aparente que real porque, de un lado, el art. 17.1 nos indica que la conspiración siempre habrá de ir dirigida a la «ejecución de un delito» y, de otro, porque el módulo cuantitativo de la pena que pueda corresponder se hace depender de la que haya de aplicarse al delito pretendido (delito «matriz»). 3.º. Es necesario que este delito de pura intención no se haya iniciado en su ejecución, pues (obvio es decirlo) de así ocurrir entraríamos en el campo de la tentativa, figura jurídica distinta a la de la conspiración, de ahí que en múltiples ocasiones sea muy difícil de diferenciar este tipo delictivo de las formas imperfectas de ejecución. 4.º. Se requiere además el concierto de dos o más personas para la ejecución delictiva de que se trate y que todas ellas tengan el ánimo de llevar a cabo esta coautoría anticipada que ha de inferirse de «condicionamientos eminentemente psicológicos para su vivencia», cuales son no sólo el carácter previo o pactum scaeleris entre esas formas, sino también la decisión de su efectividad o resolutio finis.La conspiración, como resolución manifestada de voluntad, es de algún modo un tipo de iniciación al delito. Para diferenciarlo de la tentativa, se ha de precisar que, mientras que ésta es la progresión en un grado de ejecución del delito, aquélla es la progresión en un grado de ideación, que necesita del oportuno concierto de voluntades, serio y real, para la ejecución de un delito, sin que sea preciso que exista en ese momento un diseño acabado del modo de realizar la acción delictiva, esto es, un reparto de papeles, la fecha de la perpetración, el escenario concreto, ni siquiera el objetivo personal (si se trata de las previsiones del art. 141 CP), pues queda fuera de toda duda que si lo concertado es matar a un hombre, cualquiera que sea su identidad (frecuentemente una autoridad, como en nuestro caso, o un miembro de los cuerpos de seguridad), es evidente que se cumplen todos los requisitos que la ley penal construye para su punición. De otro lado, tanto la propia tentativa (en grado de progresión ejecutiva) como la resolución manifestada de voluntad por conspiración (en grado de progresión de ideación criminal) se castigan con la misma pena, inferior en uno o dos grados a la señalada por la ley para el delito «consumado». En ambos casos, la razón que justifica este tratamiento es la misma: el peligro que ambas progresiones representan ya para el bien jurídico protegido por la norma penal. Ahora bien, así como el art. 62 CP nos da una pauta para la individualización penológica en caso de tentativa, fundada en parámetros de gravedad frente a dicho bien jurídico y que se traducen en el peligro inherente al intento y el grado de ejecución alcanzado, no existe precepto similar para el caso de las resoluciones manifestadas de voluntad.



	
3.º.  Como decíamos, al igual que la proposición y la provocación, la conspiración para el delito recibe sustantividad propia únicamente en aquellos supuestos expresamente queridos por el Legislador, mediante un catálogo «numerus clausus». Tal es el caso del terrorismo, castigándose su conspiración al tiempo de los hechos objeto de condena en el art. 578 CP, equivalente a la actual previsión del inciso 1.º del art. 579.1 CP. Por voluntad legislativa, pues, la conspiración, la proposición y la provocación para el delito terrorista adquieren tipicidad penal autónoma, aunque vinculada al delito de referencia en su penalidad, que consistirá en la «inferior en uno o dos grados» a la que corresponda, respectivamente, a los hechos previstos en los artículos afectos. En nuestro caso, al art. 572.1.1.º CP, por remisión a los más genéricos arts. 139.1.ª y 141 CP, por lo que la franja punitiva a la que desde aquellos preceptos hemos de atender oscila entre un mínimo de veinte y un máximo de treinta años de prisión. Es desde este mínimo de los veinte años desde el que han de operar en el presente caso las reglas para la formación de la pena inferior en grado, y no desde aquél del que parten los Jueces de procedencia en el FJ 3.º del auto recurrido, en el que justifican que su decisión atiende a la pena aparejada en abstracto al delito cometido, lo que abarcaba en esta ocasión hasta los veinticinco años menos un día de prisión. Tal es la razón que les lleva a no circunscribir el límite máximo de cumplimiento a la norma general de los veinte años, sino a la cualificada de treinta. Sin embargo, según destaca la recurrente, dicho límite sólo habría de operar de la atención al apartado cualificado del art. 572.2 CP, que prevé la imposición de las penas en su mitad superior en función de los específicos sujetos pasivos del delito que en él se describen. Pese a haber podido aplicarse dicho inciso, dada la evidente condición de autoridad de la víctima, hoy fallecida, como Presidente de la Xunta de Galicia en aquel entonces, semejante calificación agravada no figura entre el objeto acusatorio (antecedente de hecho 3.º de la sentencia), como tampoco en el apartado de subsunción jurídica (FJ 1.º) y ulterior fallo dictado en aquel momento por la Sala encargada del enjuiciamiento, siendo esto último en cualquier caso coherente con el principio acusatorio. La ausencia de una calificación agravada se muestra también en la pena de diez años de prisión impuesta por este delito de conspiración, pena que en otro caso no habría resultado aplicable, pues necesariamente resultaría más grave el punto de partida del que habría tenido que partir el Tribunal tras reducir en grado y aplicar la mitad superior ex arts. 572.1.1.ª, 572.2, 578 y 70 CP. Resulta, por ello, incuestionable que el límite máximo de cumplimiento fijado por la Audiencia Nacional en el auto rebatido parte de una franja punitiva verdaderamente no operativa en la sentencia previa.

	
4.º.  El último precepto citado –art. 70 CP– ofrece, a su vez, las pautas para la formación del grado superior e inferior de la pena. Especifica su actual regla segunda, aplicable aquí en tanto que más beneficiosa para la recurrente a los fines pretendidos que la vigente al tiempo de los hechos (art. 2.2 CP), que «la pena inferior se formará partiendo de la cifra mínima señalada para el delito de que se trate y deduciendo de ésta la mitad de su cuantía, constituyendo el resultado de tal deducción su límite mínimo», teniendo en cuenta que «el límite máximo de la pena inferior en grado será el mínimo de la pena señalada por la Ley para el delito de que se trate, reducido en un día o en un día de multa según la naturaleza de la pena a imponer» (art. 70.1.2.ª CP). Al fijar los máximos de cumplimiento efectivo de condena, establece por su parte el art. 76 CP que quedará fijado en el triplo de la más grave, «declarando extinguidas las que procedan desde que las ya impuestas cubran dicho máximo, que no podrá exceder de veinte años». A esta regla general suceden otras especiales, actualmente en número de cuatro, de modo que ese límite máximo de cumplimiento será de veinticinco años «cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos y alguno de ellos esté castigado por la ley con pena de prisión de hasta veinte años» [apartado a)], de treinta años cuando alguno de esos diversos delitos lo esté «con pena de prisión superior a veinte años» [apartado b)], o bien de cuarenta años en un doble supuesto: 1) que el penado lo esté por dos o más delitos y al menos dos de ellos prevean pena de prisión superior a veinte años; ó 2) que el penado lo haya sido por dos o más delitos relacionados con el terrorismo y alguno de ellos esté castigado por la Ley con pena de prisión superior a veinte años [apartados c) y d)]. Al tiempo de los hechos enjuiciados, el precepto que examinamos sólo contemplaba las dos primeras reglas especiales, no siendo de todos modos aplicable al caso ninguna de las restantes sobrevenidas.



En un solo grado redujo la Sala de instancia la pena aplicada a la conspiración para el asesinato terrorista, lo que nos lleva a un abanico punitivo de entre diez y veinte años menos un día de prisión. Estima la recurrente, y asimismo el Fiscal, que por este motivo no procede aplicar ninguna de las reglas agravadas del art. 70 CP, ni siquiera la correspondiente a la letra a), en la medida en que el Legislador emplea la preposición «hasta», por lo que, al no alcanzarse aquí tal cifra por un día, hay que reconducir el máximo de cumplimiento al límite general de los veinte años.

Y, efectivamente, les asiste razón. La combinación de los arts. 70 y 76 CP, tras sus diferentes y sucesivas reformas, provoca en verdad un vacío respecto de situaciones como la que examinamos, en las que la formación del grado inferior necesariamente conducirá hacia un máximo que en ningún caso alcanzará los veinte años, al ser de aplicación la cláusula «menos un día», en tanto que más beneficiosa para el reo. No se cumple, por ello, el requisito exigido en la regla a) del art. 76 CP mediante la preposición «hasta», cuyo significado según el diccionario de la RAE denota el límite o término de un periodo de tiempo, no abarcado en este caso. De tal modo dicha regla deviene difícilmente aplicable, pues requiere un abanico punitivo cuyo máximo esté representado por veinte años exactos de prisión. De estar ante una pena inferior a ésta, aunque sea en un solo día como es el caso, la literalidad del precepto obliga a reconducir el límite máximo de cumplimiento a la regla general, mientras que de superarse los veinte años habrá que mirar hacia la regla b) del art. 70.1 CP.



• STS 2.ª 18.11.2015 (núm. 764/2015) – Límites excepcionales del art. 76.1, pena señalada por la ley y tentativa. Doctrina general.


CUARTO.- El mismo ordinal primero contiene otra pretensión que debería haber dado lugar a un motivo diferenciado y que merece un examen autónomo. Esta otra pretensión sí será atendida. Se pide reducir el tope máximo de cumplimiento efectivo al límite de veinticinco años.

El art. 76.1 a) CP para los casos de pluralidad de condenas disponía que el límite máximo de cumplimiento será de veinticinco años cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos y alguno de ellos esté castigado por la ley con pena de prisión de hasta veinte años. Los supuestos contemplados en ese artículo en los que se establece un límite superior, tanto en su redacción original como en la vigente desde el 1 de julio de 2003 (fecha posterior a la de todos los hechos por los que ha sido condenado), exigen condenas por dos o más delitos y que alguno, o en algún caso, dos de ellos, estén castigados con pena superior a 20 años.

Las condenas más graves dictadas contra el recurrente lo son por estragos terroristas (delito castigado con pena de quince a veinte años de prisión), y por asesinatos terroristas en grado de tentativa. El delito de asesinato terrorista tenía señalada una pena de veinte a treinta años de prisión. La pena correspondiente a la tentativa será uno o dos grados inferior, es decir, comprendida, en toda su extensión, entre cinco y veinte años menos un día, de prisión. Por tanto, es pena inferior a veinte años.

La cuestión se centra en determinar si en esos casos es preciso atender a la pena señalada en abstracto al delito consumado, o, por el contrario, a la pena señalada, también en abstracto, al delito cometido por el sujeto y por el cual ha sido condenado.

La cuestión fue resuelta por esta Sala en el Pleno no jurisdiccional celebrado el 19 de diciembre de 2012 que alumbró el siguiente acuerdo: para determinar los límites máximos de cumplimiento establecidos en las letras a) a d) del art. 76 del Código Penal hay que atender a la pena máxima imponible pero teniendo en cuenta las degradaciones obligatorias en virtud del grado de ejecución del delito.

Este criterio ha sido seguido en varias resoluciones posteriores. La STS 1040/2012, de 3 de enero de 2013, dice en concreto: «2. El art. 76 del Código Penal contiene un doble límite, al que se refiere empleando expresiones diferentes. Así, en primer lugar, señala que el cumplimiento efectivo de la condena del culpable no podrá exceder del triple del tiempo por el que se le imponga la más grave de las penas en que haya incurrido. Parece claro que la referencia a la pena "que se le imponga" y a la más grave "de las penas en que haya incurrido", hace referencia a las concretamente impuestas en la sentencia y no a los límites penológicos señalados en el Código al referirse a cada tipo delictivo concreto.

Sin embargo, el segundo límite se describe con una terminología diferente. Establece el Código que, además, aquel límite no podrá exceder de 20 años, y añade a continuación toda una serie (en la redacción vigente) de excepciones, ampliando aquel límite inicial a 25, 30 y 40 años en determinados casos, los cuales vienen identificados por la extensión de las penas con las que alguno de los delitos "esté castigado por la ley". Es decir, no se hace una referencia a las penas impuestas o a aquellas en las que el culpable haya incurrido, sino, de forma más general, a aquellas con las que el delito esté castigado por la ley.

Los términos empleados en esta redacción legal son muy similares a los utilizados en el art. 131 del Código Penal al establecer los plazos de prescripción, que se realiza con referencia a la "pena máxima señalada al delito" o a la "pena máxima señalada por la ley", lo cual esta Sala ha interpretado en el sentido de tomar como referencia la pena máxima señalada al delito consumado, con independencia del grado de ejecución.

Sin embargo, no solo se emplean esos términos, sino que, además, se hace una referencia expresa a los delitos por los que el sujeto haya sido condenado. De ahí, que la referencia sea, en realidad, a penas ya impuestas por concretas infracciones delictivas, ya identificadas de modo completo y definitivo por una sentencia firme.

Las dificultades interpretativas del precepto, con consecuencias no irrelevantes, especialmente en algunos casos, ha dado lugar a resoluciones contradictorias. Concretamente las sentencias núm. 145/2012 y 337/2012 sostenían criterios contrarios sobre el particular, apoyándose, en ambos casos, en argumentos explícitos y en anteriores precedentes. Ello condujo a la celebración del Pleno no Jurisdiccional de esta Sala que tuvo lugar el día 19 de diciembre de 2012, en el que se acordó seguir el criterio sostenido en la primera de las sentencias que se acaban de citar, según el cual la pena a tener en cuenta en la determinación de los límites máximos de cumplimiento previstos en el art. 76.1, apartados a) a d), cuando se hace referencia a la correspondiente al delito por el que haya sido condenado, es la correspondiente a la tentativa, cuando sea éste al grado de ejecución apreciado en la sentencia condenatoria».

Además de los argumentos contenidos en la sentencia referida, se ha tenido en cuenta, en primer lugar, que todo el sistema del Código Penal reconoce efectos penológicos menos graves a los casos de tentativa que a aquellos en los que se aprecia el delito consumado, por lo que no resulta coherente con ese principio general equiparar uno y otro supuesto en el momento de establecer el cumplimiento efectivo de las penas impuestas, haciendo irrelevante el que los delitos que se toman como referencia para establecer ese límite lo hayan sido consumados o intentados. Es cierto que la ley puede establecer otra cosa, pero no resulta correcto contrariar el principio general por vía interpretativa, cuando el texto de la ley permite otra interpretación acorde con tal principio. En este sentido se manifiesta al Ministerio Fiscal en su informe, al considerar inadecuada la equiparación del delito intentado y del consumado a los efectos examinados.

Se ha valorado también que, aunque en otros casos, como ocurre con la prescripción, se empleen términos similares, en realidad se hace referencia a penas imponibles al regular el tiempo máximo por el que un delito puede ser perseguido en caso de paralización del procedimiento, mientras que en el art. 76 se está tomando como referencia, en todo caso, penas ya impuestas por infracciones concretas, ya identificadas en todos sus aspectos, entre ellos los relativos a si, en el caso, se trata de consumación o de delito intentado, por resoluciones judiciales firmes.

En tercer lugar, aunque el Tribunal Constitucional no se ha pronunciado sobre este aspecto en particular, sí lo ha hecho en una cuestión similar, en la que la referencia legal para establecer los límites, también se realiza mediante una mención a la pena que corresponda al delito. En la STC 9/1994, se interpreta la referencia de la LECrim a «…causa por delito al que corresponda pena de…» al establecer los límites máximos de la prisión provisional, resolviendo que ha de atenderse a la pena correspondiente al delito frustrado cuando la imputación sea por una conducta así calificable, puesto que «…el delito cuya comisión se le imputa no es el que se describe y sanciona en el art. 407 del Código Penal con la pena de reclusión menor, pues, para que pueda entenderse realizado dicho tipo penal, es imprescindible que la conducta dolosamente dirigida a producir la muerte de una persona venga acompañada de la producción efectiva del resultado perseguido, lo que obviamente no ha sucedido en el caso de autos. El delito que, por consiguiente, ha de tomarse como punto de partida no es otro que el de homicidio frustrado, cuyo tipo de lo injusto aparece construido, debido a lógicas razones de economía legislativa, por la conjunción de los arts. 3, 51 y 407 del Código Penal…». Es claro que el supuesto no es idéntico al aquí examinado, pero el criterio empleado entonces, y ahora en esta sentencia, es el que vincula el límite legal con la conducta efectivamente imputada o ejecutada. En cuarto lugar, ha de valorarse que los límites máximos de cumplimiento superiores a veinte años son contemplados en el art. 76 del Código Penal como supuestos excepcionales. Y, en quinto lugar, que la determinación de los límites máximos de cumplimiento se ha de efectuar en la fase de ejecución, en la que no deben perderse de vista los fines propios de la pena privativa de libertad, que no pueden desconocer la reinserción del delincuente.

Igualmente fue aplicada esta pauta interpretativa en la STS núm. 30/2013, de 17 de enero: «El carácter del delito de asesinato tentado como tipo de imperfecta ejecución, con su propio marco punitivo, obliga a atender, para la determinación del límite de acumulación jurídica, a la pena impuesta por razón del hecho verdaderamente ejecutado. De ahí que, en el supuesto que es objeto del recurso, atendiendo a las penas de 17 y 19 años, impuestas a los acusados como responsables en concepto de autores de un delito de asesinato en tentativa, la referencia punitiva que fija el art. 140 del CP para los casos en que concurran las circunstancias específicas de alevosía y ensañamiento, no puede ser tomada como referencia, en la medida en que da por supuesta la consumación del delito, esto es, la muerte de una persona que, en el presente caso, pese a la gravedad del hecho, no llegó a producirse».

La STS que invoca la acusación popular asumía un criterio diferente que fue el rectificado con motivo del Acuerdo citado y glosado. Esa doctrina está abandonada consciente y explícitamente.

El recurrente fue condenado por varios delitos de estragos y de asesinatos terroristas en grado de tentativa. Ninguno de ellos, tenía señalada en abstracto una pena superior a 20 años. Por lo tanto, el límite máximo de cumplimiento debe quedar establecido en 25 años, de conformidad con lo que disponía en el momento de comisión de los hechos el art. 76.1.a) del Código Penal.



3.3.  Límite excepcional y prisión permanente revisable

3.3.1.  ¿Cuál sería el límite de cumplimiento en el supuesto de acumulación de penas si alguna de las impuestas fuera de prisión permanente revisable?

La nueva pena de prisión permanente revisable –introducida en nuestro ordenamiento penal mediante la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, en vigor desde el 1 de julio del mismo año– se configura como una pena privativa de libertad de duración indeterminada. Como ocurre con el resto de las penas privativas de libertad, se trata de una pena acumulable, pero en este caso no limitable en su duración, lo que ha hecho necesaria una previsión al respecto, que se contiene, como sabemos, en el art. 76.1 e) del Código penal, que a su vez remite a otros dos artículos: «[…Excepcionalmente, este límite máximo será: …] e) Cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos y, al menos, uno de ellos esté castigado por la ley con pena de prisión permanente revisable, se estará a lo dispuesto en los artículos 92 y 78 bis». Se introdujo el precepto porque ninguno de los otros límites máximos que conocemos (triple de la pena más grave, pero nunca más de 20, 25, 30 o 40 años) resultaba congruente con el carácter indeterminado o no preciso de la duración de la pena de prisión permanente.

En las acumulaciones de condena en estos casos habrá que seguir, por un lado, los criterios generales. Pero lo peculiar, ante la falta de límite superior máximo de duración concreta, es que en estos casos las limitaciones se producirán en el acceso al tercer grado y a la libertad condicional, que ven incrementados los tiempos mínimos de cumplimiento para su posible concesión en relación con los que rigen cuando se trata de una sola pena de prisión permanente revisable (los del artículo 36 del Código penal), como establece el art. 78 bis del Código penal.

El citado art. 78 bis dispone: «1. Cuando el sujeto haya sido condenado por dos o más delitos y, al menos, uno de ellos esté castigado por la ley con pena de prisión permanente revisable, la progresión a tercer grado requerirá del cumplimiento:


	
a)  de un mínimo de dieciocho años de prisión, cuando el penado lo haya sido por varios delitos, uno de ellos esté castigado con pena de prisión permanente revisable y el resto de las penas impuestas sumen un total que exceda de cinco años.

	
b)  de un mínimo de veinte años de prisión, cuando el penado lo haya sido por varios delitos, uno de ellos esté castigado con una pena de prisión permanente revisable y el resto de las penas impuestas sumen un total que exceda de quince años.

	
c)  de un mínimo de veintidós años de prisión, cuando el penado lo haya sido por varios delitos y dos o más de ellos estén castigados con una pena de prisión permanente revisable, o bien uno de ellos esté castigado con una pena de prisión permanente revisable y el resto de penas impuestas sumen un total de veinticinco años o más.



2. En estos casos, la suspensión de la ejecución del resto de la pena requerirá que el penado haya extinguido:


	
a)  Un mínimo de veinticinco años de prisión, en los supuestos a los que se refieren las letras a) y b) del apartado anterior.

	
b)  Un mínimo de treinta años de prisión en el de la letra c) del apartado anterior.



3. Si se tratase de delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo del Capítulo VII del Título XXII del Libro II de este Código, o cometidos en el seno de organizaciones criminales, los límites mínimos de cumplimiento para el acceso al tercer grado de clasificación serán de veinticuatro años de prisión, en los supuestos a que se refieren las letras a) y b) del apartado primero, y de treinta y dos años de prisión en el de la letra c) del apartado primero.

En estos casos, la suspensión de la ejecución del resto de la pena requerirá que el penado haya extinguido un mínimo de veintiocho años de prisión, en los supuestos a que se refieren las letras a) y b) del apartado primero, y de treinta y cinco años de prisión en el de la letra c) del apartado primero».

Lo podemos ver en el siguiente cuadro (donde PPR es prisión permanente revisable):









	PERIODOS MÍNIMOS DE CUMPLIMIENTO
	TERCER GRADO
	PERMISO
	SUSPENSIÓN DE LA PENA POR LIBERTAD CONDICIONAL




	SUPUESTO GENERAL
	15 años
	8 años
	25 años



	TERRORISMO
	20 año
	12 años
	25 años



	CONCURSO COMÚN
	
a) 18 años (PPR y el resto de las penas impuestas excedan de 5 años)

b) 20 años (PPR y el resto de las penas impuestas excedan de 15 años)

c) 22 años (Dos o más penas de PPR o una pena de PPR y el resto de las penas impuestas sumen un total de 25 años o más).


	 
	
25 años supuestos a) y b)

30 años supuesto c)





	CONCURSO TERRORISMO Y ORGANIZACIONES CRIMINALES
	
24 años supuestos a) y b)

32 años supuesto c)


	 
	
28 años supuestos a) y b)

35 años supuesto c)





	ENFERMOS MUY GRAVES Y MAYORES DE 70 AÑOS
	 
	 
	Sin plazo (régimen general para cualquier penado: artículo 91 del Código penal)





El art. 92 del Código penal, que no reproduciremos aquí, se refiere a la suspensión de la ejecución de la pena de prisión permanente revisable y remite al art. 78 bis para los casos regulados en este último.

▸  Jurisprudencia

• STS 2.ª 15.12.2016 (núm. 940/2016) – Nuevos límites derivados de la introducción de la pena de prisión permanente revisable.


SEGUNDO.- El límite absoluto, que eran de 20 años efectivos en el Código Penal de 1995, salvo excepciones que podían alcanzar como máximo los treinta años, se ha incrementado de forma muy relevante en sucesivas reformas legislativas tendentes a alargar el máximo de cumplimiento de las penas privativas de libertad, especialmente en supuestos de terrorismo, pudiendo alcanzar en la actualidad los cuarenta años de prisión efectiva.

No hay que olvidar que la reciente LO 1/2015, de 30 de marzo, reintroduce en nuestro ordenamiento, bajo la denominación de prisión permanente revisable, una pena de prisión de duración indeterminada, o perpetua ya que puede prolongarse hasta el fallecimiento del penado, y que, con carácter general, exige un mínimo de 25 años para acceder a la primera revisión (art. 92 a), y en los supuestos más graves de treinta y cinco años (art. 78 bis).



3.3.2  ¿Cuándo finalizaría el cumplimiento de una pena de prisión permanente revisable que hubiera sido acumulada a otras penas de prisión permanente revisable o a penas de prisión?

La peculiaridad de la pena de prisión permanente revisable, recientemente introducida en el Código Penal (y sobre la que por lo tanto no se posee aún experiencia judicial ni penitenciaria) radica en su naturaleza de pena privativa de libertad de duración indeterminada. Por ello, no es posible realizar sobre ella la operación de liquidación de condena: solamente se podrá precisar la fecha del comienzo de la ejecución o cumplimiento, pero no la de su finalización. Por igual razón, tampoco serán posibles otros cálculos de relevancia penitenciaria que se realizan en la ejecución de las penas de prisión, al no ser posible calcular cuál es la mitad o la cuarta parte de una pena cuya duración no se conoce.

Por lo tanto, al no poder conocerse de antemano el momento en que finalizará la ejecución de la pena de prisión permanente revisable, la extinción de esta por cumplimiento se producirá solo con la remisión definitiva de la pena por el Tribunal sentenciador, al cumplir el penado las condiciones y medidas de control exigidas en la suspensión de la ejecución del resto de la pena por concesión de la libertad condicional. La diferencia con el régimen general aplicable a las penas de prisión de duración determinada es que, en estas, la extinción se produce, además, cuando no haya libertad condicional o no se cumplan las condiciones y medidas citadas, por el completo cumplimiento (temporal) de la pena impuesta.

3.3.3.  ¿Cómo afecta a la ejecución penitenciaria la aplicación del artículo 76 del Código Penal cuando una de las penas acumuladas es de prisión permanente revisable?

Para resolver aquellos supuestos concursales en los que alguno de los delitos esté castigado con la pena de prisión permanente revisable, el art. 76.1 e) del Código Penal remite, como sabemos, a lo dispuesto en los arts. 78 bis y 92 del propio Código. Estos artículos, como también sabemos, no establecen limitaciones temporales a la ejecución de la pena, sino que se refieren a aspectos relativos a la forma de ejecución de la pena: el art. 78 bis determina los tiempos mínimos de estancia del penado en prisión necesarios para que se pueda producir la clasificación en tercer grado y la suspensión de la ejecución del resto de la pena por concesión de la libertad condicional. Y el art. 92 regula en particular la suspensión de la ejecución del resto de la pena de prisión permanente revisable por la concesión de la libertad condicional (con remisiones también al art. 78 bis).

3.3.4.  ¿Puede un penado superar el límite de cuarenta años en el cumplimiento de una pena de prisión permanente revisable acumulada a otras penas?

Como ya hemos advertido, la pena de prisión permanente revisable, al igual que las otras penas privativas de libertad, es acumulable, pero la peculiaridad consiste en que no se puede establecer un límite máximo de cumplimiento, pues se trata de una pena de duración indeterminada («permanente»). Ello, como ya ha sido explicado, hace que, en los supuestos de acumulación, no rijan en relación con la prisión permanente revisable los límites relativos, absoluto general y excepcionales que prevé el art. 76.1 del Código Penal en su primer párrafo y en sus letras a) a d), sino que se establezca una letra e), específica para este supuesto, en el citado precepto, cuyo contenido también conocemos ya.

La prisión permanente revisable es la pena más grave prevista en nuestra legislación penal y parece que, en consonancia con ello, hay que afirmar que los límites por acumulación de condenas en los que concurran penas de prisión permanente revisable con otras penas pueden llegar a superar incluso los 40 años de límite máximo excepcional previsto en las letras c) y d) del art. 76.1 del Código penal. No se establecen límites de duración, sino solo limitaciones (mayores exigencias) temporales en el acceso al tercer grado y la libertad condicional, dependiendo de las penas concurrentes (art. 78 bis del Código penal, que ya conocemos).

En estos supuestos, el tiempo máximo de estancia en prisión no se puede precisar; lo que sí se puede decir es que la concesión de la libertad condicional no podrá producirse, en el caso más favorable, hasta los 18 años de cumplimiento, y, en el menos favorable, hasta los 35, como ya se ha explicado (art. 78 bis.2 y 3, segundo párrafo, del Código penal.

La pena de prisión permanente revisable ha suscitado un importante debate doctrinal (con rechazo muy amplio), incluso sobre su constitucionalidad. Su inconstitucionalidad sería clara si no hubiera posibilidad de revisión, desde luego, pues haría incompatible la pena con el fin de reeducación y reinserción social de las penas y medidas de seguridad privativas de libertad que consagra el art. 25.2 de la Constitución. Con todo, hay voces que sostienen esa inconstitucionalidad, incluso con la posibilidad de revisión, entre otras cosas por la indeterminación de la pena (que podría llegar a suponer un cumplimiento efectivo tan prolongado que fuera igualmente incompatible con los fines citados) y las exigencias temporales extremas durante el cumplimiento para el acceso al tercer grado y la libertad condicional.

4.  Limitaciones previstas en los supuestos de acumulación jurídica

4.1.  Prescripciones especiales: el artículo 78 del Código penal

Como ya se ha expuesto respondiendo a otras cuestiones, la acumulación jurídica de condenas prevista en el art. 76 del Código Penal (y conforme al procedimiento del art. 988 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal) es un instrumento orientado en beneficio del reo para determinar el máximo de cumplimiento efectivo de condena en caso de plurales infracciones, cuando las penas se han impuesto en distintos procesos, si concurre el criterio de conexidad temporal exigido para su acumulación. El art. 76 del Código Penal se encuentra ubicado en el Capítulo II, dedicado a la aplicación de las penas, del Título III del Libro I del Código penal, concretamente en Sección 2.ª, que contempla las reglas especiales para tal aplicación, y está orientado a reducir a un límite superior máximo racional la extensión de privación de libertad de una persona por hechos cometidos en un determinado lapso temporal. Puede ocurrir que, como consecuencia de la aplicación del art. 76 del Código penal, el límite superior máximo que resulte reduzca –incluso de forma muy importante– el total de la pena que se ha de cumplir en comparación con la suma aritmética de las penas impuestas.

Cuando esto sucede y tal y como se expondrá a continuación con más detalle, el órgano judicial puede aplicar una medida que no afecta a la limitación temporal determinada por la acumulación, pero sí a la forma de ejecución.

Una medida de este tipo ya se proponía en algún texto prelegislativo anterior al Código Penal de 1995, pero únicamente para condenados por delitos de homicidio, lesiones graves, agresiones sexuales, detención ilegal, rebelión, sedición y terrorismo que hubieran causado «alarma y perturbación social».

En el art. 78 del vigente Código penal, en su versión original de 1995, se incorporó una previsión en la que se contemplaban limitaciones que afectaban a la ejecución de las penas acumuladas. La redacción originaria era: «Si a consecuencia de las limitaciones establecidas en el artículo 76 la pena a cumplir resultase inferior a la mitad de la suma total de las impuestas, el Juez o Tribunal, atendida la peligrosidad criminal del penado, podrá acordar motivadamente que los beneficios penitenciarios y el cómputo de tiempo para la libertad condicional se refieran a la totalidad de las penas impuestas en las sentencias, sin perjuicio de lo que, a la vista del tratamiento, pueda resultar procedente.

En este último caso, el Juez de Vigilancia Penitenciaria, valorando, en su caso, las circunstancias personales del reo, la evolución del tratamiento reeducador y el pronóstico de reinserción social, podrá acordar razonadamente, oído el Ministerio Fiscal, la aplicación del régimen general de cumplimiento».

Posteriormente la Ley Orgánica 7/2003, de 30 de junio, de medidas de reforma para el cumplimiento íntegro y efectivo de las penas, modifica el contenido del art. 78 del Código Penal extendiendo las restricciones que en él se recogen a los permisos de salida y a la clasificación en tercer grado. Además, en esta reforma deja de ser facultativa la aplicación de la medida por el órgano sentenciador en los supuestos en que resulten de aplicación los límites superiores máximos absolutos excepcionales previstos en el art. 76.1 (de 25, 30 o 40 años). El art. 78 quedó como sigue: «1. Si a consecuencia de las limitaciones establecidas en el apartado 1 del artículo 76 la pena a cumplir resultase inferior a la mitad de la suma total de las impuestas, el juez o tribunal sentenciador podrá acordar que los beneficios penitenciarios, los permisos de salida, la clasificación en tercer grado y el cómputo de tiempo para la libertad condicional se refieran a la totalidad de las penas impuestas en las sentencias.

2. Dicho acuerdo será preceptivo en los supuestos previstos en los párrafos a), b), c) y d) del apartado 1 del art. 76 de este Código, siempre que la pena a cumplir resulte inferior a la mitad de la suma total de las impuestas.

3. En estos casos, el juez de vigilancia, previo pronóstico individualizado y favorable de reinserción social y valorando, en su caso, las circunstancias personales del reo y la evolución del tratamiento reeducador, podrá acordar razonadamente, oídos el Ministerio Fiscal, Instituciones Penitenciarias y las demás partes, la aplicación del régimen general de cumplimiento. Si se tratase de delitos de terrorismo de la sección segunda del capítulo V del título XXII del libro II de este Código, o cometidos en el seno de organizaciones criminales, y atendiendo a la suma total de las penas impuestas, la anterior posibilidad sólo será aplicable:


	
a)  Al tercer grado penitenciario, cuando quede por cumplir una quinta parte del límite máximo de cumplimiento de la condena.

	
b)  A la libertad condicional, cuando quede por cumplir una octava parte del límite máximo de cumplimiento de la condena».



En la Exposición de Motivos de la Ley Orgánica 7/2003 se justifica el endurecimiento introducido con la reforma del siguiente modo:


«Se trata de activar una respuesta penal más efectiva frente a los autores de crímenes muy graves, que además han cometido una pluralidad de delitos, es decir, frente a aquellos que se encuentren en los límites máximos señalados por el art. 76 del Código Penal (25, 30 o 40 años de cumplimiento efectivo de condena a pena de prisión) y siempre que la pena a cumplir resulte inferior a la mitad de la suma total de las impuestas. Cuando no lleguen a entrar en juego estos límites máximos, debe mantenerse plenamente la facultad decisoria del juez o tribunal ya señalada al principio.

Con esta regla y frente a supuestos de condenas a 100, 200 o 300 años, el delincuente cumplirá en la práctica de forma íntegra y efectiva el límite máximo de condena.

Además, se incorporan igualmente los períodos mínimos de cumplimiento efectivo de las condenas que permitirían acceder a los beneficios penitenciarios, siempre que concurran las condiciones que con carácter general se precisan en la ley. En los casos de delitos de terrorismo o cometidos en el seno de organizaciones criminales, el juez de vigilancia penitenciaria podrá acordar la concesión de un tercer grado cuando quede por cumplir una quinta parte del límite máximo de cumplimiento de la condena impuesta, y podrá acordar la concesión de la libertad condicional cuando quede por cumplir una octava parte del mencionado límite».



Tras una reforma que no afecta al contenido y extremos de la medida, sino a una adecuación a la ubicación y denominación de delitos de terrorismo, que se produjo por Ley Orgánica 5/2010, de 22 de junio, recientemente se vuelve a modificar el art. 78 del Código Penal por la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, adoptando su redacción actual, en la que vuelve a ser facultativa para el Juez o Tribunal sentenciador la aplicación de estas medidas, aunque se trate de los casos más graves en los que han podido ser aplicadas las excepciones al límite máximo absoluto de cumplimiento efectivo de pena: «1. Si a consecuencia de las limitaciones establecidas en el apartado 1 del artículo 76 la pena a cumplir resultase inferior a la mitad de la suma total de las impuestas, el juez o tribunal sentenciador podrá acordar que los beneficios penitenciarios, los permisos de salida, la clasificación en tercer grado y el cómputo de tiempo para la libertad condicional se refieran a la totalidad de las penas impuestas en las sentencias.

2. En estos casos, el Juez de Vigilancia, previo pronóstico individualizado y favorable de reinserción social y valorando, en su caso, las circunstancias personales del reo y la evolución del tratamiento reeducador, podrá acordar razonadamente, oídos el Ministerio Fiscal, Instituciones Penitenciarias y las demás partes, la aplicación del régimen general de cumplimiento.

Si se tratase de delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo del Capítulo VII del Título XXII del Libro II de este Código, o cometidos en el seno de organizaciones criminales, y atendiendo a la suma total de las penas impuestas, la anterior posibilidad sólo será aplicable:


	
a)  Al tercer grado penitenciario, cuando quede por cumplir una quinta parte del límite máximo de cumplimiento de la condena.

	
b)  A la libertad condicional, cuando quede por cumplir una octava parte del límite máximo de cumplimiento de la condena».



4.1.1.  ¿En qué supuestos de acumulaciones se pueden aplicar las prescripciones previstas en el artículo 78 del Código penal?

Lo previsto en el art. 78 del Código Penal permite al órgano judicial sentenciador corregir algunas consecuencias de la en algunos casos muy amplia disminución efectiva en el cumplimiento de las penas impuestas como consecuencia de las reglas de la acumulación jurídica del art. 76.1 del Código penal, en determinados casos de concursos reales. Las previsiones del art. 78 pueden aplicarse, como hemos visto, cuando la suma de todas las penas impuestas da como resultado una cantidad que supera el doble de la pena que se ha de cumplir por la correspondiente limitación del art. 76.1. Así, señala el art. 78: «Si a consecuencia de las limitaciones establecidas en el apartado 1 del artículo 76 la pena a cumplir resultase inferior a la mitad de la suma total de las impuestas, el juez o tribunal sentenciador podrá acordar que los beneficios penitenciarios, los permisos de salida, la clasificación en tercer grado y el cómputo de tiempo para la libertad condicional se refieran a la totalidad de las penas impuestas en las sentencias».

Dicho de otra forma, cuando el resultado de la suma de todas las penas impuestas a un sujeto sea superior al doble de la pena resultante de la aplicación del límite al cumplimiento sucesivo en el auto que resuelve el incidente de acumulación, el órgano judicial podrá decidir que el límite máximo de cumplimiento no se adopte como referencia temporal en la concesión de los beneficios penitenciarios, permisos de salida, clasificación en tercer grado y cómputo para la libertad condicional, sino que a estos efectos se tenga en cuenta la totalidad de las penas impuestas.

La aplicación por el órgano judicial de las limitaciones en el acceso los beneficios penitenciarios, los permisos de salida, la clasificación en tercer grado y el cómputo de tiempo para la libertad condicional puede mantenerse durante toda la ejecución de la pena, pero, como se ha visto en la transcripción del art. 78 del Código penal, su número 2 permite al Juez de Vigilancia la aplicación del régimen general de cumplimiento, pero siempre y cuando exista un pronóstico individualizado y favorable de reinserción social y se hayan valorado, en su caso, las circunstancias personales del reo y la evolución del tratamiento reeducador. Entonces, el Juez de Vigilancia podrá acordar razonadamente, oídos el Ministerio Fiscal, Instituciones Penitenciarias y las demás partes, que se proceda a aplicar el régimen general de cumplimiento para las penas objeto de acumulación. Esta posibilidad se limita parcialmente cuando se trata de delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo del Capítulo VII del Título XXII del Libro II del Código penal, o cometidos en organizaciones criminales. En estos casos, «…atendiendo a la suma total de las penas impuestas, la anterior posibilidad sólo será aplicable:


	
a)  Al tercer grado penitenciario, cuando quede por cumplir una quinta parte del límite máximo de cumplimiento de la condena.

	
b)  A la libertad condicional, cuando quede por cumplir una octava parte del límite máximo de cumplimiento de la condena».



▸  Jurisprudencia

• ATS 2.ª 31.01.2013 – Motivación de la aplicación del art. 78 del Código penal.


PRIMERO.- (…) B) El art. 78 del Código Penal dispone que si a consecuencia de las limitaciones establecidas en el apartado 1 del artículo 76 la pena a cumplir resultase inferior a la mitad de la suma total de las impuestas, el juez o tribunal sentenciador podrá acordar que los beneficios penitenciarios, los permisos de salida, las clasificación en tercer grado y el cómputo del tiempo para la libertad condicional se refieran a la totalidad de las penas impuestas.

Estamos pues ante una regla de carácter potestativo, cuya competencia para su aplicación corresponde en exclusiva al Tribunal sentenciador, que es quien ha podido valorar a través del juicio oral la gravedad de los hechos y las circunstancias personales del acusado. Para ello el Tribunal deberá constatar la concurrencia de una circunstancia objetiva, que constituye un requisito necesario, cual es, que el límite del cumplimiento sucesivo de las penas que resulte de aplicar las reglas del art. 76 no alcance la mitad de las impuestas y que debieran ser cumplidas.

Concurriendo este requisito deberá el Tribunal, según hemos dicho, ponderar la aplicación del citado precepto, que tras la reforma experimentada por la Ley Orgánica 7/2003 ya no exige para la citada aplicación la valoración de la peligrosidad criminal del penado. También esta reforma eliminó la discrecionalidad del Órgano Jurisdiccional en los apartados a, b, y c, del apartado 1 del art. 76 y estableció mayores exigencias para que el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria pueda acordar el régimen general de cumplimiento, en especial en casos de terrorismo.

C) Con relación a la primera de las cuestiones planteadas, su inviabilidad deriva de que, como es doctrina reiterada de esta Sala (SSTS 197/2006 o 1076/2009) el límite máximo de privación efectiva de libertad resultante de la acumulación, en ningún caso debe ser considerado como una nueva pena que sustituya las anteriormente impuestas por los órganos jurisdiccionales sentenciadores. Una pena nueva es la que se impone al acusado por un Tribunal de Justicia o un Juez de lo Penal en una sentencia que culmina un procedimiento judicial con imputación de hechos delictivos, que son objeto de enjuiciamiento, de prueba de cargo y de descargo, de debate en el juicio oral y de calificación jurídica y condena por el Tribunal sentenciador, excepto en caso de sentencia de conformidad, pero siempre sobre unos hechos no enjuiciados hasta entonces, calificados como delictivos y sancionados con una pena. Es obvio, que en nada se parece a esto el límite máximo de cumplimiento efectivo de penas anteriormente impuestas, que se acumulan precisamente para establecer ese límite, o el que se señala en una sentencia en la que el acusado ha sido condenado a una pluralidad de penas por diversos delitos.

Por otra parte, si, como hemos dicho ese tan repetido límite máximo de privación de libertad, en cualquiera de los dos casos mencionados, no es una pena, ningún beneficio penitenciario puede repercutir en el mismo. Y, si como también ha quedado expuesto, las diversas penas acumuladas o impuestas en un solo proceso, deben cumplirse sucesivamente por su orden de gravedad hasta el límite máximo establecido en el Auto de acumulación o en la sentencia, ninguna duda cabe que los beneficios y redenciones de los que se haya hecho acreedor el reo deberán ser aplicados a dichas penas que el penado esté cumpliendo.

Respecto a la cuestión restante, el Juzgado que procede a efectuar la acumulación, siendo la pena total a cumplir, una vez aplicadas las limitaciones del art. 76 del Código Penal inferior a la mitad de la suma total de las impuestas, entiende que resulta aplicable el párrafo primero del art. 78, atendiendo a la naturaleza, gravedad, reiteración delictiva y número de delitos por los que ha sido condenado el hoy recurrente, a saber, 5 robos con violencia e intimidación cometidos en entidades bancarias, un hotel y en la vía pública, concurriendo en tres de ellos la agravante de disfraz y en todos ellos la de reincidencia, así como de un delito de robo con intimidación y uso de arma en una entidad bancaria. A mayor abundamiento utiliza argumentos de prevención general negativa y positiva, de lo que se deriva que la motivación resulta suficiente para conocer las razones de la decisión adoptada y efectuar un control adecuado y suficiente sobre la misma por la vía del recurso, sin que por otra parte se especifique por la parte recurrente los extremos concretos en que la infracción de derechos que se alude le habría causado indefensión.



4.1.2.  ¿Es obligatoria la aplicación del artículo 78 del Código Penal cuando la pena resultante de la acumulación sea inferior a la mitad de la suma de las penas impuestas?

Como podemos observar en la breve explicación (antes de la pregunta A de este apartado 1) de la evolución histórica del contenido del art. 78 del Código Penal desde su redacción original en 1995, solo durante un periodo de tiempo fue obligatoria su aplicación. No lo era en la redacción original de 1995. Pero la Ley Orgánica 7/2003 la convirtió en obligatoria para los casos en que hubieran resultado de aplicación los límites máximos absolutos excepcionales de 25, 30 o 40 años: «2. Dicho acuerdo será preceptivo en los supuestos previstos en los párrafos a), b), c) y d) del apartado 1 del art. 76 de este Código, siempre que la pena a cumplir resulte inferior a la mitad de la suma total de las impuestas…» [la letra e) no existía, puesto que no existía la pena de prisión permanente revisable]. Sin embargo, la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, ha derogado esta previsión de aplicación preceptiva, que desaparece por tanto con la entrada en vigor de esta última Ley Orgánica.

Por lo tanto, la aplicación del art. 78 del Código Penal es facultativa para el Órgano sentenciador, sea cual sea el límite que haya sido aplicado a la acumulación de las penas impuestas en una o varias sentencias (eso sí, con las precisiones que establece el propio art. 78).

4.1.3.  ¿Qué consecuencias tiene para el penado la aplicación del artículo 78 del Código penal?

La aplicación del art. 78 del Código Penal no afecta a la fecha de licenciamiento definitivo del penado determinada por la acumulación. Pero, en la ejecución de las penas impuestas a un mismo sujeto, obliga a tener en consideración tanto el límite por acumulación como la suma total de las penas impuestas. Mediante este precepto se pretende evitar la aplicación de los beneficios penitenciarios, permisos de salida, clasificación en tercer grado y cómputo de tiempo para la libertad condicional sobre la pena resultante de la acumulación. Pero, como se ha adelantado, ello solo tendrá lugar cuando la pena que se ha de cumplir como consecuencia de la aplicación de los límites máximos señalados en el art. 76.1 del Código Penal –triple de la más grave, 20, 25, 30 o 40 años– resulta inferior a la mitad de la suma total de las penas impuestas y, además, como se ha visto en la pregunta anterior, de modo facultativo para el Juez o Tribunal sentenciador. Esta previsión obliga a tener en cuenta, tanto la cuantía total de las penas impuestas –y sobre ella plantear la concesión de los beneficios y demás señalados– como la pena limitada resultante de la acumulación.

En estos casos, para llevar a cabo correctamente la ejecución de la pena limitada por acumulación, las oficinas de gestión de los centros penitenciarios tienen que efectuar dos liquidaciones de condena, una en la que se contemple la suma de todas las penas y otra en la que se tenga en cuenta el resultado de la acumulación.

Tomemos un ejemplo para ver más claramente el efecto que produce la aplicación del art. 78 del Código penal: una persona ha sido condenada por siete sentencias ejecutorias a penas de prisión 15, 15, 14, 12, 10, 9 y 5 años, lo que supone un total de 80 años de pena impuesta. En aplicación de las reglas del art. 76.1 del Código Penal se acumulan todas ellas estableciendo un límite máximo superior de 20 años, es decir, que el sujeto va a cumplir una pena que no llega a la mitad de la suma total de las penas impuestas (la suma de todas las penas es 80, la mitad sería 40 años, pero el sujeto va a cumplir 20 años). Teniendo en cuenta lo dispuesto en el art. 78 del Código penal, si el Juez o Tribunal sentenciador hace uso de la posibilidad que ofrece, los cálculos de las fracciones de condena con repercusión penitenciaria se efectúan sobre la totalidad de las penas –80 años–, por lo que el sujeto podría disfrutar de permisos de salida al cumplir la cuarta parte de las penas impuestas, esto es, después de 20 años de prisión efectiva (que será en el ejemplo el tiempo que debe cumplir, por lo que no disfrutará de permisos); si, por el contrario, la fracción de cumplimiento se calculara sobre la pena que efectivamente va a cumplir por la aplicación del art. 76.1, el permiso lo podría disfrutar una vez cumplidos 5 años. Para disfrutar de la libertad condicional, aplicando las fracciones de cumplimiento sobre la totalidad de las penas impuestas, el sujeto tendría que cumplir 60 años de prisión para alcanzar las tres cuartas partes, lo que, evidentemente, sería imposible, ya que a los 20 años necesariamente se producirá la excarcelación del sujeto por libertad definitiva como consecuencia del cumplimiento de la pena resultante de la acumulación jurídica; si, de otro modo, el cálculo se realizara a partir de la pena que efectivamente va a cumplir como consecuencia del límite resultante del art. 76.1, entonces el sujeto podría obtener la libertad condicional a los 15 años. Por lo tanto, resulta evidente la importancia para el penado de que el órgano sentenciador haga uso o no de la previsión del art. 78 del Código penal. Tanta que, en ocasiones, su utilización supondrá de facto el cumplimiento sin beneficios y demás del total de la pena producto de la acumulación (con los límites que esta conlleva).

La Instrucción 1/2005 de la Secretaria General de Instituciones Penitenciarias, en su apartado tercero, dedicado a la refundición y acumulación de condenas, recoge los criterios de actuación que se han de seguir en las oficinas de gestión de los centros penitenciarios cuando a un penado se le hayan aplicado las previsiones del art. 78 del Código penal:


«El art. 78 del Código Penal establece, en relación a la acumulación de condena del art. 76 del mismo cuerpo legal que, si a consecuencia de las limitaciones establecidas en el apartado 1 del artículo 76 del Código Penal, la pena a cumplir resultase inferior a la mitad de la suma total de las impuestas, el juez o tribunal sentenciador podrá acordar que los beneficios penitenciarios, los permisos de salida, la clasificación en tercer grado y el cómputo de tiempo para la libertad condicional se refieran a la totalidad de las penas impuestas en las sentencias; estableciendo en su núm. 2 el carácter imperativo de la medida [recordemos que esto ya no es así desde la entrada en vigor el 1 de julio de 2015 de la Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, de reforma del Código Penal; lógicamente, la redacción contenida en este punto en la Instrucción que citamos, se debe a su fecha], si tras la acumulación de condenas por el último Tribunal sentenciador, el límite máximo de cumplimiento fuere de 25, 30 o 40 años y esta condena fuere de cuantía inferior a la mitad de la suma total de las condenas acumuladas. Ello determina que las fechas de repercusión penitenciaria –1/4 condena a efectos de permisos ordinarios de salida y acuerdo de salidas programadas, 1/2 condena para la clasificación en tercer grado, 2/3 condena para el beneficio penitenciario de adelantamiento de la libertad condicional y 3/4 condena a efectos de libertad condicional–, se calculen sobre la suma total de las condenas originariamente impuestas y no sobre la nueva condena surgida fruto de la acumulación. No obstante, el Juez de Vigilancia, previo pronóstico individualizado y favorable de reinserción social y valorando, en su caso, las circunstancias personales del reo y la evolución del tratamiento reeducador, podrá acordar razonadamente, oídos el Ministerio Fiscal, Instituciones Penitenciarias y las demás partes, la aplicación del régimen general de cumplimiento.

A fin de tener actualizada la información penal de los internos incursos en cualquiera de las situaciones descritas en el art. 78 del Código penal, con relación al art. 76 del mismo texto legal, se procederá a dejar constancia en el expediente de:


	
•  Si el régimen de cumplimiento de condena versa sobre el régimen general de cumplimiento de internos a los que se les haya acumulado penas privativas de libertad o, en su caso, se han establecido por el Juez o Tribunal las prescripciones potestativas en el acceso a los beneficios penitenciarios, a los permisos de salida, a la clasificación en tercer grado de tratamiento y al cómputo de tiempo para la libertad condicional del art. 78.1 del Código penal.

	
•  Si los internos cumplen condena conforme a las prescripciones imperativas del número 2 del art. 78 del Código Penal [De nuevo: no a partir del 1 de julio de 2015].

	
•  Si, en su caso, el Juez de Vigilancia Penitenciaria ha impuesto el régimen general de cumplimiento a internos a los que les eran de aplicación las previsiones potestativas establecidas por los Jueces y Tribunales sentenciadores en el art. 78 del Código Penal. Sin perjuicio de las consideraciones recogidas en los puntos anteriores, para internos condenados por delitos de terrorismo, de la sección segunda del capítulo V del Título XXII del libro II del Código penal, o cometidos en el seno de organizaciones criminales, a los que el Juzgado Central de Vigilancia Penitenciaria o el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria hubieren decretado el régimen general de cumplimiento, el acceso al tercer grado de tratamiento y a la libertad condicional sólo será aplicable al cumplimiento de las 4/5 partes de la condena y 7/8 partes de condena, respectivamente. No obstante, el art. 78 del Código penal, en ningún caso es de aplicación a la fecha de licenciamiento definitivo, que en todo caso vendrá establecido por el límite máximo de cumplimiento establecido en el auto de acumulación de condenas».





4.1.4.  ¿Qué condiciones han de concurrir para que a un penado sometido a las prescripciones del artículo 78 del Código Penal se le pueda aplicar el régimen general de cumplimiento?

Como ya se ha adelantado en una respuesta anterior, la aplicación por el órgano judicial de las limitaciones en el acceso a los beneficios penitenciarios, los permisos de salida, la clasificación en tercer grado y el cómputo de tiempo para la libertad condicional puede mantenerse durante toda la ejecución de la pena, pero no tiene por qué ser siempre así, dado que en el número 2 del art. 78 del Código Penal se permite la posibilidad de aplicación del régimen general de cumplimiento. Requisito para la aplicación, pero siempre y cuando exista un pronóstico individualizado y favorable de reinserción social y se hayan valorado, en su caso, las circunstancias personales del reo y la evolución del tratamiento reeducador. Entonces el Juez de Vigilancia, oídos el Ministerio Fiscal, Instituciones Penitenciarias y las demás partes, podrá acordar razonadamente que se proceda al cumplimiento de la pena acumulada en el régimen general.

No obstante, como también sabemos, el Código Penal contempla a este respecto un régimen excepcional para delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo del Capítulo VII del Título XXII del Libro II del Código penal. En estos casos la posibilidad de acordar el régimen general tiene ciertas limitaciones; así, la segunda parte del número 2 del art. 78 del Código penal, establece: «Si se tratase de delitos referentes a organizaciones y grupos terroristas y delitos de terrorismo del Capítulo VII del Título XXII del Libro II de este Código, o cometidos en el seno de organizaciones criminales, y atendiendo a la suma total de las penas impuestas, la anterior posibilidad sólo será aplicable:


	
a)  Al tercer grado penitenciario, cuando quede por cumplir una quinta parte del límite máximo de cumplimiento de la condena.

	
b)  A la libertad condicional, cuando quede por cumplir una octava parte del límite máximo de cumplimiento de la condena».En la XIII Reunión de Jueces de Vigilancia Penitenciaria, celebrada en Valencia en marzo de 2004, se establecieron los siguientes criterios de actuación en relación a la aplicación del régimen general de cumplimiento:


«1. La aplicación del régimen general de cumplimiento previsto en el […] Código Penal deberá adoptarse por el Juez de Vigilancia Penitenciaria en resolución autónoma e independiente, destinada única y exclusivamente a tal fin.

2. Por el contrario, la aplicación del régimen general de cumplimiento previsto en el art. 78 del mismo podrá adoptarse por medio de resolución autónoma o incidental dictada en otro expediente (criterio aprobado por mayoría).

3. Las cuestiones relativas a la aplicación del régimen general de cumplimiento deben considerarse materias referidas a la ejecución de las penas a efectos de determinación del órgano jurisdiccional competente para conocer y resolver los recursos de apelación que pueden imponerse contra las correspondientes resoluciones del Juez de Vigilancia (criterio aprobado por unanimidad).

4. El Juez de Vigilancia tiene plena competencia para valorar y someter a contraste el previo pronóstico de reinserción social elaborado por la Administración penitenciaria a efectos de aplicación del régimen general de cumplimiento (criterio aprobado por unanimidad).

5. El pronóstico favorable de reinserción social a efectos de aplicación del régimen general de complimiento, prescindiendo del periodo de seguridad, no puede ser el propio de la libertad condicional […]

6. Las decisiones del Juez de Vigilancia Penitenciaria sobre la aplicación del régimen general de complimiento sólo podrán ser recurridas por el penado y por el Ministerio Fiscal, careciendo de legitimación para impugnarlas las demás partes a que se refieren los artículos […] y 78.3 del Código Penal (criterio aprobado por unanimidad).

7. La audiencia a instituciones penitenciarias prevista en los citados artículos […] y 78.3 del Código Penal debe solicitarse de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias u órgano autonómico equivalente (criterio aprobado por mayoría)».



Finalmente, en relación al régimen de recursos y las personas legitimadas para su interposición, conviene reseñar que la Ley 4/2015, de 27 de abril, del Estatuto de la víctima del delito, reconoce a las víctimas –con independencia de que estén o no personadas en el proceso penal– el derecho a recibir información sobre ciertos hitos de la causa penal, y además regula la intervención de la víctima en la fase de ejecución de la pena. En esta Ley se establecen ciertos cauces de participación que permiten a la víctima impugnar ante los Tribunales determinadas resoluciones que afecten al régimen de cumplimiento de condena por delitos especialmente graves. Una de las resoluciones que pueden impugnar las víctimas es la decisión adoptada sobre la aplicación del régimen general. Concretamente, en lo que aquí nos interesa, el art. 13.1 b) de la Ley 4/2015 dispone: «1. Las víctimas que hubieran solicitado, conforme a la letra m) del art. 5.1, que les sean notificadas las resoluciones siguientes, podrán recurrirlas de acuerdo con lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, aunque no se hubieran mostrado parte en la causa: […]



	
c)  El auto por el que el Juez de Vigilancia Penitenciaria acuerde, conforme a lo previsto en el art. 78.3 del Código penal, que los beneficios penitenciarios, los permisos de salida, la clasificación en tercer grado y el cómputo de tiempo para la libertad condicional se refieran al límite de cumplimiento de condena, y no a la suma de las penas impuestas, cuando la víctima lo fuera de alguno de los delitos a que se refiere la letra a) de este apartado o de un delito cometido en el seno de un grupo u organización criminal».



▸  Jurisprudencia

• SAP Castellón (Sección 1.ª) 25.06.2013 (núm. 49/2013) – Cálculo de la pena de cumplimiento.


TERCERO.- Desde esta configuración del incidente de nulidad de actuaciones examinamos el único motivo de nulidad, en el que se denuncia la vulneración del derecho fundamental a la libertad, y ello por considerar el demandante que con el descuento de la prisión provisional efectuado se supera el límite de los 25 años de cumplimiento máximo, que es lo mismo que se trata de evitar con la abolición de la doctrina «Parot».

Baste la lectura íntegra de la parte dispositiva del Auto dictado por el Juzgado de lo Penal Núm. 3 de Castellón para rechazar la alegada vulneración del derecho fundamental a la libertad que pretende el penado Cesar, pues el mismo finaliza estableciendo literalmente que, después de descontar los abonos de prisión provisional a las distintas condenas, deberá tomarse en consideración el máximo establecido al amparo del art. 76.1 CP, por lo que nunca se vulnerará el límite máximo de cumplimiento establecido en dicho precepto. Pero es que, además, la forma en que se aplican los descuentos o abonos de prisión provisional de referencia tienen su apoyo legal en lo dispuesto en el art. 78.1 CP no en la «doctrina Parot» a la que hace alusión el demandante incidental, doctrina ésta que no es otra cosa que un criterio interpretativo de cómo hacer el cálculo de la pena de cumplimiento en nuestro sistema de ejecución penal que supone el cumplimiento íntegro de la pena máxima permitida por la ley –30 años– en el Código Penal de 1973, aplicando los beneficios penitenciarios al total de la condena impuesta, empezando a restar de cada condena en particular y no desde el límite, doctrina ésta, en definitiva, que no es la aplicada al demandante incidental por serle de aplicación el Código Penal de 1995 y su art. 78 CP, en donde el Juez de la ejecutoria decidió aplicar los beneficios penitenciarios a la totalidad de las penas impuestas en la sentencia por considerar que la pena máxima a cumplir conforme a lo dispuesto en el art. 76.1 CP era inferior a la mitad de la suma total de las impuestas. Y no se diga que esta forma de liquidación de condena es lo mismo que se trataba de evitar con la abolición de la doctrina «Parot» con la STEDH porque ni la doctrina «Parot» resulta aplicable al presente caso ni los pretensiones deducidas en la STEDH de 10 de julio de 2012 guardan relación alguna con lo ahora discutido por venir referido exclusivamente a la prohibición de la aplicación retroactiva en perjuicio de reo de la «doctrina Parot» establecida por el Tribunal Supremo lo que en modo alguno resulta del caso que nos ocupa. En definitiva, la liquidación de condena que se discute se ajustó a la legalidad vigente y aplicable al caso sin que con ello se vulnerara el derecho a la libertad del penado, por lo que la demanda de nulidad debe ser desestimada.



4.2.  La sentencia del Tribunal Supremo de 28 de febrero de 2006. La conocida como doctrina «Parot»

En el origen de la interpretación del Tribunal Supremo formulada en la mencionada sentencia de 28 de febrero de 2006 se encuentra el auto de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional de 26 de abril de 2005, que acordó acumular las penas impuestas a Henri Parot Navarro, miembro de la organización terrorista ETA, –más de 4000 años– en dos bloques, fijando el máximo de cumplimiento respecto a cada uno en treinta años de prisión. Como argumento, en el fundamento jurídico segundo del citado auto, la Audiencia Nacional esgrimió «que el periodo de tiempo de comisión delictiva es tan dilatado (concretamente desde el 2 de noviembre de 1978 hasta el 2 de abril de 1990), que supera con creces todo criterio de conexidad cronológico que pretenda establecerse». Por otra parte, el auto también mantuvo que se produjo una interrupción entre los hechos cometidos por Henri Parot Navarro entre el 16 de abril de 1982 y su reanudación el 21 de noviembre de 1984, de tal modo que tal interrupción permite formar dos bloques de condenas que agruparían todos los delitos cometidos en cada uno de tales bloques, aplicando la aludida limitación penológica de treinta años por cada uno de aquellos. Esta limitación a la acumulación era el resultado de la aplicación de la regla segunda del art. 70 del Código penal, texto refundido de 1973. Sin embargo, la Audiencia Nacional admitió que todos los delitos por los que había sido condenado Henri Parot Navarro «se encuentran relacionados con su actividad dentro de la banda terrorista ETA».

Contra esta resolución la representación legal del condenado Henri Parot Navarro formuló recurso de casación por infracción de Ley al amparo del número 1 del art. 849 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal por aplicación indebida del art. 70.2 del Código Penal de 1973 en relación con los arts. 17.5 y 988 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y por vulneración de los arts. 9.3, 14 y 25.2 de la Constitución española.

El 28 de febrero de 2006, el Tribunal Supremo dictó la sentencia número 197/2006. En ella procedió a la acumulación de todas las penas impuestas a Henri Parot en un solo bloque, con un máximo de ejecución de treinta años (el límite a la acumulación que establecía el Código Penal anterior, de 1973). Pero mantuvo que las penas no pierden su esencia y que se había de proceder a su cumplimiento sucesivo por el penado, si bien los beneficios penitenciarios se computarían respecto de cada una de ellas individualmente. Esta decisión del Tribunal Supremo tenía como consecuencia que la situación del Sr. Parot sufría un cambio importante, pues en el auto de acumulación notificado al penado se había fijado como fecha de excarcelación 2009, mientras que con la aplicación de la interpretación del Tribunal Supremo la excarcelación se tenía que posponer hasta el año 2020.

Los Magistrados de la Sala Segunda del Tribunal Supremo Sres. Martín Pallín, Giménez García y Andrés Ibáñez formularon un voto particular disidente de la mayoría en esta sentencia. En este voto particular, apoyado en la irretroactividad de la ley penal como «dogma intangible del Estado de Derecho», se afirmaba que «la interpretación contra reo, es la reescritura del art. 70 del Código penal».

Posteriormente, esta interpretación jurisprudencial se extendió (con importantes críticas de la mayoría de la doctrina científica) y tuvo avatares judiciales posteriores en el Tribunal Constitucional, y el muy importante del Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Como de aspectos de la doctrina Parot nos ocupamos en otras partes de este libro, aquí se llevan a cabo unas explicaciones muy resumidas.

4.2.1.  ¿A quiénes se aplicó la doctrina «Parot»?

La conocida como doctrina Parot, establecida por vez primera, como queda dicho, en la citada STS número 197/2006, de 28 de febrero, considera la pena resultante de la acumulación exclusivamente como un límite de cumplimiento, manteniendo las penas acumuladas su individualidad y ejecutándose de manera sucesiva cada una de ellas hasta alcanzar el tiempo previsto en la acumulación. Sobre cada una operarían los beneficios penitenciarios; acabada de cumplir una (con los beneficios correspondientes), se empezaría a cumplir la siguiente y así sucesivamente, no aplicándose los beneficios directamente al resultado de la acumulación, con sus límites correspondientes, como venía haciéndose hasta ese momento. Como acabamos de ver, en la práctica ello supone un alargamiento de las condenas efectivas, en penas derivadas de delitos graves y por tanto muy altas.

El cambio de criterio del Tribunal Supremo solamente afecta a los condenados por el Código Penal de 1973 cuando sus penas hayan sido acumuladas en aplicación de las previsiones del art. 70.2 de ese texto. En virtud de la jurisprudencia establecida en la citada sentencia, los beneficios penitenciarios no se computan sobre la cuantía de la pena acumulada –establecida en 30 años–, sino sucesivamente sobre cada una de las penas impuestas y ordenadas para su cumplimiento, hasta alcanzar el límite de 30 años, en el que inexorablemente se deberá producir la excarcelación del penado por libertad definitiva. Por tanto, el descuento de las redenciones de pena por el trabajo (beneficio penitenciario previsto en el Código Penal de 1973) se efectúa sobre cada una de las penas pronunciadas en vez de aplicarse sobre la pena resultante del límite a la acumulación –30 años–.

La nueva interpretación jurisprudencial no solamente afectó a internos condenados por delitos de terrorismo que se encontraban extinguiendo condena por el Código Penal de 1973 cuando sus penas habían sido acumuladas en aplicación de las previsiones del art. 70.2 de ese texto. También se aplicó a los condenados por cualquier delito que se encontraran en la misma situación.

4.2.2.  ¿Qué consecuencias tuvo en el cumplimiento de condenas acumuladas la aplicación de la doctrina «Parot»?

Según la práctica administrativa y judicial anterior a la sentencia en que se consagra la doctrina Parot, la pena resultante de la acumulación, 30 años de prisión, se trataba como una pena nueva y autónoma a la que se aplicaba el descuento resultante de la redención de penas por el trabajo, beneficio penitenciario previsto en el Código Penal anterior.

Por el contrario, a partir de la doctrina Parot, la situación cambia radicalmente, pues se comienza a diferenciar entre «pena» y «condena resultante». La primera constituye la referencia para el cómputo de las redenciones de penas por el trabajo y otros beneficios penitenciarios que se pudieran aplicar sobre cada una de las penas impuestas consideradas de forma aislada. El término condena resultante queda reservado para delimitar el tiempo máximo de encarcelamiento previsto en la acumulación –los 30 años–. Por tanto, «pena» y «condena resultante» constituyen dos módulos de cómputo diferentes. Y su aplicación a los afectados por los límites a la acumulación condenados por el Código Penal de 1973 impidió en la práctica la obtención de reducción efectiva de pena mediante la redención de penas por el trabajo.

Con la aplicación de la jurisprudencia sentada en el caso Parot, la forma de cumplimiento de la condena total se efectúa de la siguiente manera: las penas impuestas se comienzan a cumplir por orden de la respectiva gravedad, aplicándose los beneficios y redenciones que procedan con respecto a cada una de las penas que se encuentre cumpliendo el sujeto. Una vez extinguida la primera, se dará comienzo al cumplimiento de la siguiente, y así sucesivamente, hasta que se alcancen las limitaciones dispuestas en la regla segunda del art. 70 del Código Penal de 1973. Llegados a este punto, se producirá la extinción de todas las penas comprendidas en la condena total resultante.

La nueva fórmula de cómputo que incorpora la sentencia número 197/2006 del Tribunal Supremo podría prolongar en más de nueve años el encarcelamiento del penado a quien se le aplicase (el cómputo del beneficio de redención de penas por el trabajo sobre 30 años, límite a la acumulación, supondría la reducción en casi 1/3 de la condena).

De manera inmediata, en las Audiencias Provinciales se iniciaron las revisiones de las acumulaciones de condenados a más de treinta años de prisión conforme al Código Penal de 1973. En los centros penitenciarios se identificó a aquellos penados que se encontraban en esta situación y se comunicó a los órganos sentenciadores. Posteriormente se efectuaron nuevas liquidaciones de condena de cada penado en las que se contemplaba como fecha de excarcelación definitiva la fecha final de cumplimiento de los 30 años, sobre la que seguramente no se produciría rebaja alguna, al haber tenido en cuenta la redención de penas sobre cada una de las penas y no sobre la acumulada. Se estimó que la aplicación de la nueva jurisprudencia del Tribunal Supremo afectaría a unos 240 presos condenados por delitos relacionados con el terrorismo (es decir, sin contar aquellos que no estuvieran condenados por estos delitos).

▸  Jurisprudencia

• STS 2.ª 28.02.2006 (núm. 197/2006) – Doctrina «Parot». Argumentos utilizados para considerar que el límite de treinta años no se corresponde con una nueva pena.


CUARTO.- Ahora bien, una interpretación conjunta de las reglas primera y segunda del mencionado art. 70 del Código penal, texto refundido de 1973, nos lleva a considerar que el límite de treinta años no se convierte en una nueva pena, distinta de las sucesivamente impuestas al reo, ni por consiguiente, en otra resultante de todas las anteriores, sino que tal límite representa el máximo de cumplimiento del penado en 9 un centro penitenciario.

Las razones que nos llevan a esta interpretación son las siguientes: a) una primera aproximación gramatical nos conduce a tener presente que, en modo alguno, el Código Penal considera la limitación de treinta años como una nueva pena, y que sobre ella se aplican las redenciones de que pueda beneficiarse el reo, sencillamente porque no dice eso; b) todo lo contrario: pena y condena resultante son dos módulos diferentes; la terminología del Código Penal se refiere a la limitación resultante con el término de «condena», de modo que construye los diversos máximos de cumplimiento de tal condena con respecto a las respectivas «penas» impuestas, tratándose de dos módulos distintos de computación, que se traducen, conforme a la regla primera, en el cumplimiento sucesivo de las diversas penas por el orden de su gravedad, hasta llegar a los dos tipos de máximos que diseña el sistema (el triplo del tiempo de la más grave de las penas que se le impusieren o, en todo caso, el aludido de treinta años); c) esta interpretación resulta también de la forma con que el Código se expresa, pues tras el referido cumplimiento sucesivo de penas, el penado dejará «de extinguir [es decir, de cumplir] las que procedan [esto es, las siguientes en el orden citado] desde que la ya impuestas [cumplidas] cubrieren el máximum de tiempo predicho, que no podrá exceder de treinta años»; d) que los referidos treinta años no se convierten en una nueva pena distinta de las anteriores impuestas al reo, se demuestra también porque la condena total resultante se encuentra englobada bajo los parámetros de un concurso real, resultado de la aplicación del art. 69 del Código Penal estudiado (al culpable de dos o más delitos se le imponen todas las penas correspondientes a las diversas infracciones para su cumplimiento simultáneo, si fuera posible, o sucesivo, por las reglas del art. 70), sin embargo en nuestro sistema jurídico solamente resulta una nueva pena distinta de las diversas infracciones cometidas, como consecuencia de la aplicación de un delito continuado (ex art. 69 bis, hoy 74), o de un concurso ideal (medial o pluri-ofensivo, ex art. 71, hoy 77), cuya construcción dogmática en la moderna doctrina permite afirmar que resulta una nueva pena distinta y diversa de las correspondientes a las infracciones cometidas; e) teleológicamente, porque carecería de cualquier sentido que por el expresado camino de la acumulación se convirtiera en una nueva pena única de treinta años un amplio historial delictivo, igualando injustificadamente al autor de un solo delito con el condenado a una multitud de ellos, como es el caso enjuiciado. En efecto, carecería de cualquier lógica que por tal regla significase punitivamente lo mismo, cometer un asesinato que doscientos; f) si se solicitase la gracia de indulto, no podría ser sobre la condena total resultante, sino de una, varias o todas las penas impuestas, en cuyo caso informaría, como órgano sentenciador, el que la hubiere impuesto, y no el órgano judicial llamado a aplicar la limitación (el último de ellos), lo que evidencia que las penas son diferentes, y por si fuera poco, la regla primera del art. 70 del Código Penal de 1973, determina cómo ser verifica en ese caso el cumplimiento sucesivo «por haber obtenido indulto de las primeramente impuestas»; g) y, para terminar con el razonamiento, procesalmente es lo que determina con toda claridad el art. 988 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, pues con esta operación lo que se hace es fijar el límite del cumplimiento de las penas impuestas (dicho así en plural por la ley), «determinando el máximo de cumplimiento de las mismas» (expresado de igual forma así de claro).



• STS 2.ª 14.11.2008 (núm. 734/2008) – Cumplimiento sucesivo hasta el límite máximo previsto en la acumulación.


CUARTO.- Pues bien, si como hemos tratado de explicar, ese tan repetido límite máximo de privación de libertad, en cualquiera de los dos casos mencionados, no es una pena, ningún beneficio penitenciario puede repercutir en el mismo. Y, si como también ha quedado expuesto, las diversas penas acumuladas o impuestas en un solo proceso, deben cumplirse sucesivamente por su orden de gravedad hasta el límite máximo establecido en el Auto de acumulación o en la sentencia, ninguna duda cabe que los beneficios y redenciones que se haya hecho acreedor el reo deberán ser aplicados a dichas penas que el penado esté cumpliendo.

De este modo, condenada una persona a doce penas (en el mismo o distintos procesos) que sumen 100 años de prisión, y establecido el límite máximo de cumplimiento por vía del art. 76.1 o 2 CP, en veinte años, habrá de empezar a cumplir la más grave de aquéllas, a la que le serán aplicables los beneficios correspondientes a la misma. Si transcurren veinte años de cumplimiento efectivo de esa primera pena con el descuento de los beneficios que le correspondan, sin haberlo extinguido, el resto pendiente y las demás penas «se declararán extinguidas». Pero si, cumplida en su totalidad (con el descuento de los beneficios que procedan) esa primera pena, no se ha alcanzado todavía el límite máximo establecido, se continuará con el cumplimiento de la siguiente pena más grave, con sus beneficios, y así sucesivamente hasta cubrir dicho máximo de veinte años de cumplimiento efectivo de privación de libertad, quedando entonces extinguidas las demás penas.



4.2.3.  ¿La sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 21 de octubre de 2013 (asunto Del Rio Prada contra España) deroga la doctrina «Parot»?

Esta interpretación jurisprudencial del Tribunal Supremo fue revocada por la Sentencia de la Gran Sala del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 21 de octubre de 2013 (asunto Del Río Prada [Inés del Río Prada es la miembro de ETA condenada que recurrió] contra España), en cuya fundamentación se estima que la doctrina establecida en la Sentencia 197/2006 del Tribunal Supremo español vulnera el art. 7.1 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, de 4 de noviembre de 1950. Concretamente, se apreció que vulnera el principio de legalidad penal desde la perspectiva de la aplicación retroactiva de una jurisprudencia que perjudica al reo, al establecer unos criterios de interpretación que no eran previsibles para el penado cuando fue condenado.

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos consideró que la aplicación de la doctrina jurisprudencial emanada de la sentencia del Tribunal Supremo 197/2006 había dejado sin contenido a la institución de la redención de penas por el trabajo, de manera retroactiva y en perjuicio de determinado grupo de penados, con lo que habría vulnerado el art. 7 del Convenio, que reconoce el principio de legalidad en materia penal. Este principio requeriría de la existencia de una ley suficientemente precisa, anterior a los hechos de condena, que prevea como punible la conducta y que establezca la pena que se ha de imponer, pena cuya duración no podrá nunca exceder de la preestablecida. Continúa razonando el Tribunal que la garantía de la prohibición de retroactividad penal desfavorable se vería privada de eficacia si la duración de la pena se hubiera visto modificada posteriormente en detrimento del sujeto, como ocurrió en este caso. El nuevo criterio jurisprudencial que estableció el Tribunal Supremo en el año 2006 no era previsible ni en el momento de ejecución de los hechos ni en el del dictado de las sentencias condenatorias. En resumidas cuentas, la aplicación retroactiva de la nueva interpretación del Código Penal vulneró lo dispuesto en el art. 7 del Convenio.

La Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos tiene carácter vinculante, pues España adquirió la obligación internacional de dar efectividad y ejecutar las sentencias de este Tribunal al ratificar el Convenio Europeo para la Protección de Derechos Humanos y de las Libertades fundamentales.

A partir de la mencionada sentencia del Tribunal Europeo, el Tribunal Supremo retomó la interpretación previa a la doctrina Parot y volvió a considerar el resultado de la acumulación como una nueva pena autónoma y distinta de las que la originaron –en condenas impuestas y acumuladas por el Código Penal de 1973–.

Con la finalidad de unificar los criterios que habían de seguirse en relación a las condenas en ejecución a las que se aplique el Código Penal de 1973, el Tribunal Supremo, en el Pleno no jurisdiccional celebrado el 12 de noviembre de 2013, adoptó el siguiente Acuerdo:

«Caso Del Río Prada c. España, y en relación con las condenas que se estén ejecutando con arreglo al CP derogado de 1973, se acuerda lo siguiente:


	
1.  En los casos de sentencias condenatorias en ejecución, dictadas con anterioridad al día 28 de febrero de 2006, en las que se aplique el CP derogado de 1973, por no resultar más favorable el CP de 1995, las redenciones ordinarias y extraordinarias que procedan se harán efectivas sobre el límite máximo de cumplimiento establecido conforme al art. 70 del referido Código de 1973, en la forma en que se venía haciendo con anterioridad a la sentencia de esta Sala núm. 197/2006, de 28 de febrero.

	
2.  Las resoluciones relativas a las acumulaciones y liquidaciones de condena que resulten procedentes con arreglo al punto anterior, se acordarán en cada caso por el Tribunal sentenciador, oyendo a las partes, siendo susceptibles de recurso de casación ante esta Sala.

	
3.  El Tribunal considera necesario que el Poder legislativo regule con la necesaria claridad y precisión el cauce procesal adecuado en relación con la efectividad de las resoluciones del TEDH».



▸  Jurisprudencia

• STS 2.ª 02.12.2013 (núm. 922/2013) – Aplicación de la sentencia de 21 de octubre de 2013 del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y conclusiones del Acuerdo Plenario de 12 de noviembre de 2013 del Tribunal Supremo.


PRIMERO.- Con respecto a la aplicación de la doctrina del TEDH, hemos de remitirnos a nuestro Acuerdo Plenario de 12 de noviembre de 2013, que señala lo siguiente:

Tras la STEDH de 21 de octubre de 2013, Caso Del Río Prada c. España, y en relación con las condenas que se estén ejecutando con arreglo al Código Penal derogado de 1973, se acuerda lo siguiente:


	
1.  En los casos de sentencias condenatorias en ejecución, dictadas con anterioridad al día 28 de febrero de 2006, en las que se aplique el Código Penal derogado de 1973, por no resultar más favorable el Código Penal de 1995, las redenciones ordinarias y extraordinarias que procedan se harán efectivas sobre el límite máximo de cumplimiento establecido conforme al art. 70 del referido Código de 1973, en la forma en que se venía haciendo con anterioridad a la sentencia de esta Sala núm. 197/2006, de 28 de febrero.

	
2.  Las resoluciones relativas a las acumulaciones y liquidaciones de condena que resulten procedentes con arreglo al punto anterior, se acordarán en cada caso por el Tribunal sentenciador, oyendo a las partes, siendo susceptibles de recurso de casación ante esta Sala.

	
3.  El Tribunal considera necesario que el Poder legislativo regule con la necesaria claridad y precisión el cauce procesal adecuado en relación con la efectividad de las resoluciones del TEDH.



En lo que se refiere al cauce procesal, punto 2 del acuerdo plenario referido, el Pleno consideró, en primer lugar, que el TEDH, en la sentencia mencionada, viene a declarar que se produce una vulneración de los arts. 7 y 5 del Convenio Europeo con la aplicación del criterio al que se venía ajustando el cómputo de la redención de penas por el trabajo desde la STS núm. 197/2006, en lo que se refiere a penas ya impuestas, y que estén ejecutándose conforme al Código Penal derogado de 1973. Se trata, por lo tanto, de una decisión que impide continuar con la aplicación de tal criterio respecto de casos similares al contemplado en aquella sentencia del TEDH.

En segundo lugar, que, como se ha dicho, respecto de condenas todavía en ejecución, no solo nada impide la rectificación del criterio hasta ahora aplicado para sustituirlo por otro más favorable al reo en el sentido que se desprende de la tan mencionada STEDH, sino que resulta obligado en tanto que no es posible mantener una situación de privación de libertad basándose en un criterio que, en circunstancias similares a las contempladas en la referida STEDH, vulnera derechos reconocidos en el Convenio Europeo.

El Pleno tuvo en consideración que no se trata de un supuesto de rectificación de una condena para acordar la absolución o para imponer una pena más leve, lo que obligaría a acudir al recurso de revisión de sentencias firmes. Incluso en el caso de que, en una causa en concreto, lo que no ocurre en la presente, existiera alguna sentencia firme acerca de la pertinencia de la aplicación del criterio establecido en la STS núm. 197/2006, no se trataría de una decisión sobre el fondo jurídico penal del asunto, sino, más limitadamente, sobre la aplicación de las redenciones de penas por el trabajo durante la ejecución de la sentencia según un criterio que, tras la STEDH de 21 de octubre de 2013, se ha revelado como incorrecto en cuanto vulnera derechos reconocidos en los arts. 7 y 5 del Convenio.

En consecuencia, hemos de remitir las actuaciones a la Audiencia Nacional, para que proceda a una nueva liquidación teniendo en cuenta, tanto el abono anteriormente dispuesto, como los criterios que resultan de la STEDH de 21 de octubre de 2013 y del Pleno no jurisdiccional de esta Sala de 12 de noviembre de 2013.



• STS 2.ª 07.02.2013 (núm. 1000/2013) – Aplicación y reflejo del Acuerdo del Pleno no jurisdiccional adoptado tras la STEDH de 21 de octubre de 2013 (TEDH 2013, 73).


SEGUNDO.- El Pleno no jurisdiccional se celebró el 12 de noviembre de 2013, y en él se adoptó el siguiente Acuerdo:

«… caso Del Río Prada c. España, y en relación con las condenas que se estén ejecutando con arreglo al CP derogado de 1973, se acuerda lo siguiente:


	
1.  En los casos de sentencias condenatorias en ejecución, dictadas con anterioridad al día 28 de febrero de 2006, en las que se aplique el CP derogado de 1973, por no resultar más favorable el CP de 1995, las redenciones ordinarias y extraordinarias que procedan se harán efectivas sobre el límite máximo de cumplimiento establecido conforme al art. 70 del referido Código de 1973, en la forma en que se venía haciendo con anterioridad a la sentencia de esta Sala núm. 197/2006, de 28 de febrero.

	
2.  Las resoluciones relativas a las acumulaciones y liquidaciones de condena que resulten procedentes con arreglo al punto anterior, se acordarán en cada caso por el Tribunal sentenciador, oyendo a las partes, siendo susceptibles de recurso de casación ante est